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Resumen
El objetivo del artículo es brindar un panorama de la gestión del agua potable en Acuña, 
Coahuila, enfatizando en la eficiencia en el manejo del agua. En el marco de la Nueva Gestión del 
Agua, se revisaron indicadores de gestión: eficiencias física, comercial, global, y otros datos es-
tadísticos. Se realizaron dos entrevistas a directivos del sistema de agua local (SIMAS). Entre 
los resultados se tiene que del agua potable que se produce se desperdicia en promedio el 46 
por ciento y en 2021 es el 50 por ciento, se cobra el 81 por ciento de la facturada; la
participación social en la gestión del agua se reduce al involucramiento de represen-
tantes de cámaras locales en el Consejo de Administración de SIMAS. Y las extraccio-
nes de la fuente de abasto, el río Bravo, han aumentado. Así, es necesario hacer un mane-
jo y uso más eficientes del agua y del servicio para minimizar la presión sobre dicha fuente. 

Palabras clave: Gestión del agua, Nueva Gestión del Agua, Agua Potable, Frontera Norte, Acuña, 
Coahuila.

Abstract
The objective of the article is to provide an overview of drinking water management in Acuña, Coahuila, 
and emphasizing efficiency in water management. Within the framework of the New Water Mana-
gement, management indicators were reviewed: physical, commercial, global efficiencies, and other 
statistical data. Two interviews were conducted with managers of the local water system (SIMAS). Among 
the results we have that of the drinking water that is produced, an average 46 percent is wasted and in 
2021 it is 50 percent, 81 percent of the billed water is charged; social participation in water management 
is reduced to the involvement of representatives of local chambers in the SIMAS Board of Directors. 
And withdrawals from the source of supply, the Rio Grande, have increased. Thus, it is necessary to make 
a more efficient management and use of water and service to minimize the pressure on that supply 
source.

Keywords: Water management; New Water Management; Drinking Water; Northern Border; Acuña, 
Coahuila.
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Introducción
A finales de los años setenta e inicios de los 
ochenta ya se habla de una crisis de los recur-
sos hídricos que se puede sintetizar en: sobre 
explotación y contaminación del agua. Ade-
más, el recurso hídrico se distribuye de ma-
nera desigual tanto en el mundo como en las 
regiones –áreas donde hay mucha agua y otras 
donde hay menores disponibilidades– ante 
un crecimiento de población constante –que 
también se distribuye en forma desigual en los 
países– que demanda cada vez más el líqui-
do para sus diferentes necesidades (agríco-
las, urbanas, industriales, entre otras). Este 
escenario ha contribuido a su escasez y en 
su calidad (tanto de fuentes superficiales 
como subterráneas). Pero en gran medida, el
problema tiene que ver con el mal manejo 
y uso irracional que se hace de los recursos 
hídricos, tanto por las autoridades que los 
manejan como por su mal uso de la población. 

Uno de los sectores que se han impactado con 
las menores disponibilidades de agua y su 
mal uso tanto por la población como por las 
autoridades que manejan el recurso, es el pú-
blico urbano. En México, tradicionalmente los
servicios de agua y drenaje fueron propor-
cionados por el Gobierno Federal. En 1983 se 
inicia la descentralización de esos servicios 
hacia los gobiernos estatales y finalmente a
los municipales. Entre otras cosas, se consi-
deraba que la provisión de los servicios en
el ámbito local ayudaría a mejorar su abas-
to y calidad. 

La Conagua –desde su creación en 1989 como 
CNA– de la mano de la Ley de Aguas Naciona-
les de 1992 y reformada en 2004– impulsa la 
institución de los nuevos Organismos Opera-
dores de Agua (OOA) y hacer de ellos instan-
cias más eficientes en el uso y manejo del 
agua –y en la prestación de los servicios de 
agua potable, drenaje y saneamiento– en un 
contexto –como se observó– donde se conside-
ra hay una escasez y contaminación del re-
curso y de uso y manejo inapropiados; en un 
contexto en donde los OOA tenían problemas 
de falta de capacidad técnica, tarifas muy 

bajas, así como niveles bajos para captar in-
gresos  (Pineda Pablos, 2002). Por otra parte, 
en la gestión del agua también se impulsa la 
participación de la población; sin embargo, 
la intervención de la sociedad en la política 
hídrica es restringida y en el marco norma-
tivo e institucional se da principalmente a
través de los denominados Consejos de Cuen-
ca. En la gestión del agua potable que hacen 
los OOA, la participación de la sociedad se 
reduce al involucramiento de actores en sus 
Consejos de Administración o a aquellas 
personas receptoras de información sobre el 
cuidado del agua y que se atienden a través 
de los Programas de Cultura del Agua (PCA). 

De esa manera, entre las tareas pendientes
está solucionar la falta de eficiencia en el 
manejo del agua y en la prestación del servi-
cio por parte de los OOA (Lutz Ley y Salas 
Adams, 2011; Martínez Austria y Bourgett, 
2008; Pineda Pablos, 2002 y 2008; Gonzá-
lez, 2011), lo que deriva, entre otras cosas, en 
el desperdicio de agua y en servicios de mala 
calidad. 

Se ha reportado poco avance en los años en 
las eficiencias física, comercial y global; por 
ejemplo, la eficiencia física se movía entre 
52 y 60 por ciento (1992 a 2006) y 55 y 64 por 
ciento (2002 a 2008), años de estudio consi-
derados por los autores Lutz Ley y Salas 
Adams (2011) y Pineda Pablos y Salazar (2008). 

Ese tipo de problemas los presentan la gran 
mayoría de los OOA en las ciudades del país 
y en la frontera norte, área en la que se ubica 
nuestro objeto de estudio. Entre otros, desper-
dicios de agua por fugas, tomas clandestinas, 
obstáculos para el cobro del servicio de agua. 
González (2011), al referirse a tres munici-
pios del noreste (Reynosa, Matamoros, Tamau-
lipas y Acuña, Coahuila), menciona, entre otras 
cosas, que el panorama es poco halagador ante 
el crecimiento de la población, insuficiencia 
en la infraestructura y a los bajos niveles de 
eficiencia de los OOA. En cuanto a la calidad 
del agua, la autora solo pudo comparar 15 de 
los 41 parámetros de la norma (Nom-127-
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SSA1-1994), por lo que señala que su 
cumplimiento por los OOA es parcial y se de-
be a la falta de recursos materiales o de pre-
supuesto (p. 300 y 308).  Esos municipios  tam-
bién son analizados por Arzaluz (2011) si-
guiendo tres factores: grado de profesionali-
zación de los servicios públicos; trasparen-
cia en la información generada; mecanismos
de participación ciudadana. En cuanto a esta
última, como una de las críticas a los Con-
sejos de Administración de los OOA, ella re-
comienda revisar los mecanismos de su con-
vocatoria [para el involucramiento de la po-
blación] ya que ésta es poco clara. Agrega: 
“(…) la participación [de la ciudadanía] es so-
lo aparente y restringida a algunos sectores
que se agrupan en cámaras en donde el ciu-
dadano común no aparece” (p. 61). 

Acuña, Coahuila es una ciudad fronteriza con 
Estados Unidos, y comparte el agua del río 
Bravo con Eagle Pass, para los diferentes usos 
de ambas poblaciones. Ante su crecimiento y 
desarrollo, demanda más agua para el abasto 
de la población, presionando a la fuente de 
agua, el río Bravo; en 1990 tenía una pobla-
ción de 56,336 habitantes y en 2020 casi la 
triplicó al pasar a 163,058 (INEGI, 1990, 2020). 
Así, es un recurso que ya está comprome-
tido para el desarrollo de ambas ciudades. Co-
mo se señaló, Acuña enfrenta problemas en
el manejo del agua y su eficiencia es uno de 
los retos más importantes, por lo que el abas-
to de agua y contar con un servicio de calidad 
son siempre desafíos para garantizarlos a la 
población. 

El objetivo de este trabajo es brindar un
panorama de la gestión del agua potable en
Acuña, Coahuila, haciendo énfasis en la efi-
ciencia en el manejo del agua. 

Como parte de lo anterior, se hace una breve 
reflexión sobre los mecanismos de participa-
ción de la población en dicha gestión, tratando 
de mostrar que aún se tienen retos en la efi-
ciencia en el manejo del agua y del servicio. 
El artículo se divide en las siguientes seccio-
nes: después de esta introducción, en la se-

gunda parte se aborda sobre la perspectiva
conceptual, en el tercer apartado se presenta 
la metodología; en la cuarta sección se hace
una reseña de los resultados; en la quinta
parte se presentan las conclusiones y se
hace una breve discusión y en el sexto apar-
tado se incluye la bibliografía.

Gestión del agua
En esta parte se reflexiona sobre algu-
nos elementos de la nueva gestión del agua, 
centrándonos en el agua potable y en el contex-
to mexicano, con la finalidad de documen-
tar los fundamentos para el cumplimiento del 
objetivo propuesto en este trabajo. La gestión 
del agua urbana en México estuvo centraliza-
da en instancias del gobierno federal hasta
los años ochenta. La provisión de los servi-
cios de agua se hizo bajo un modelo de la ofer-
ta del recurso, sin considerar los impactos 
sociales y ambientales de los usos del agua. 

Lo que importaba era dar cobertura de los 
servicios a una población creciente que de-
mandaba cada vez más agua, sobre todo para
las grandes ciudades y al sector urbano, de-
jando al margen las poblaciones rurales. En este 
modelo de oferta, la inversión en gran infra-
estructura como presas, acueductos, redes de 
abastecimiento, entre otras, fueron impor-
tantes para abastecer a las ciudades. En ese 
contexto, se avanzó en proporcionar mayores 
coberturas de agua y drenaje, pero no obstante 
esos esfuerzos el suministro a toda la pobla-
ción del país sigue siendo un reto por cumplir 
en el país, además para proveerlo con calidad 
e inclusión a todos los grupos de la sociedad.

Una transición hacia la descentralización de 
la gestión de los servicios de agua potable ha-
cia los estados y municipios se da con las re-
formas del artículo 115 de la Constitución en 
1983. Con esa reforma se trasfiere a los muni-
cipios la responsabilidad de la provisión del 
agua potable y alcantarillado y después en 
1990 el del saneamiento. Rolland y Vega (2010) 
conciben dos momentos en la gestión de agua 
en México, con un parteaguas en 1992: a) una 
etapa fuertemente centralizada en donde la 
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administración pública del agua es de res-
ponsabilidad federal; b) un modelo de gestión
del recurso basado en la descentralización,
democratización, así como en la privatiza-
ción del agua. Estos elementos van a estar
presentes en la nueva gestión del agua que
–centrada en la demanda del recurso– en tér-
minos generales busca un uso y manejo ra-
cional-ambiental del agua.

Aunque el tránsito hacia una mayor respon-
sabilidad de los estados y municipios en la 
provisión de servicios de agua potable estuvo 
marcado sobre todo por la carencia de recur-
sos económicos en las instancias federales 
para afrontar las crecientes demandas de 
los servicios de agua potable por una mayor 
población y ciudades en constante creci-
miento, la concepción de un modelo centrado 
en la demanda de los recursos hídricos estu-
vo influenciado por aspectos sociales y am-
bientales: permeaba la concepción de una cri-
sis de los recursos hídricos por su escasez (en 
gran medida debida a su sobre explotación) y 
su contaminación (la degradación en su cali-
dad por los diversos usos). Así, la escasez de 
agua se debe más a su mal manejo que a la es-
casez natural (Carrillo y Constantino, 2010). 

Para Dávila Poblete (2006) la crisis del agua no 
se debe a su escasez sino a su mala gestión. De 
esa manera, el suministro global del agua ha
disminuido desde 1970 y esta reducción no
solo se debe al crecimiento de la población
sino también se ve exacerbada por su uso
excesivo (Shiva, 2007). Crisis ambiental que
se manifiesta, tal vez, con más énfasis en las  
recomendaciones de las conferencias –entre 
otras– de Río en 1992 y de Dublín el mismo 
año, que derivaron en propuestas de usos 
racionales y sustentables de los recursos, en 
este caso hídricos, desde una perspectiva de 
su gestión integral. El párrafo siguiente abun-
da un poco más de ese contexto internacional 
que incide en la política hídrica en Méxi-
co, para después continuar con la reflexión 
de la gestión del agua en el contexto nacional.

Se considera a la Cumbre sobre Agua, de Mar 

de Plata de 1977, la primera reunión que se 
centra en la atención de la crisis del agua 
(Caldera y Torregrosa, 2010; ver también 
Mizanur y Varis, 2005). Para Sánchez y 
Sánchez (2004), desde esta Cumbre hasta el 
Foro Mundial del Agua de Kyoto de 2002, se 
han promovido principios y recomendaciones
de la Gestión Integral de los Recursos Hí-
dricos (GIRH). La Agenda 21 derivada de la 
Cumbre de Río de 1992, en su capítulo 18 so-
bre los recursos hídricos, contempla un “en-
foque integrado de la ordenación ecológica-
mente sostenible de los recursos hídricos […]” 
(Naciones Unidas, 2000, en SER/SEMAR-
NAT, 2000, p. 403). El enfoque integrado es 
necesario para una gestión eficaz del agua, 
acorde con la Declaración de Dublín de 1992. 
Además, ésta contempla que el agua debe te-
ner un valor económico en todos sus usos y, 
por ello, se le debe reconocer como un bien 
económico. Entre los programas de acción 
propuestos, en la Conservación y aprovecha-
miento del agua, señala que “[…] La aplica-
ción del principio de que ‘quien contamina 
paga’ y la fijación de precios que reflejen el va-
lor real del agua fomentarán la conservación 
y el reaprovechamiento del recurso […]”. Asi-
mismo, que el aprovechamiento y la gestión 
del agua deben inspirase en la participación 
de los usuarios, así como la de los planifica-
dores y los responsables de tomar las decisio-
nes (SER/SEMARNAT, 1992: pp. 3 y 6). Así, los 
principios que orientan la eficiencia del agua 
son los de Dublín (Sánchez y Sánchez, 2004). 

Principios y contexto que a partir de los años 
90 se incorporan en los marcos normativos e 
institucionales de México (Ley de Aguas Na-
cionales y CONAGUA, principalmente) y que
definen en gran medida la gestión del agua ur-
bana actual. En ese marco, tres elementos im-
portantes guían la nueva gestión del agua: a)
el tratamiento de las aguas residuales para 
evitar su contaminación; b) el cobro del agua 
que se abastece a la población (en un marco 
de eficiencia financiera) y c) participación de 
la sociedad en la gestión del agua (principal-
mente de la iniciativa privada). 
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Las crisis de 1982 y 1994 en el país abona-
ron a los cambios de modelo de la gestión 
del agua potable. La falta de recursos eco-
nómicos obligó al gobierno federal a imple-
mentar medidas de descentralización y demo-
cratización de los servicios de agua potable.
Para ello, instancias de financiamiento global
como el Banco Mundial (BM), Fondo Mone-
tario Internacional y el Banco Interamericano
de Desarrollo (BID) aparecen como organis-
mos importantes. México busca apoyo econó-
mico en dichos organismos que promueven la 
liberalización económica en la gestión de los 
recursos naturales (Rolland y Vega, 2010). Así, 
desde la década de los 1980, el agua se ha ido 
transformando de un bien público a un bien 
económico; de la administración del Estado a 
la administración privada. Y la apertura eco-
nómica de esa década ha traído modifica-
ciones a la Ley de Aguas Nacionales de 2004 
y a la CONAGUA, promocionando el sistema 
de concesiones que abren el camino a la parti-
cipación del capital privado (Montero, 2009). 

Aboites (2009), habla de una transición entre
agua de la nación y el agua mercantil-am-
biental, que se puede ubicar entre la desa-
parición de la Secretaría de Recursos Hidráu-
licos (SRH) en 1976 y la nueva Ley de Aguas 
Nacionales de 1992; transición que tiene dos 
características importantes: el cuidado am-
biental y la fiscalidad. El mismo autor refie-
re, entre otras cosas, no obstante que, en 
términos del medio ambiente, dos de sus 
principales características, la sobre explota-
ción de acuíferos y la contaminación, distan 
mucho se haberse moderado o reducido. Y en 
la fiscalidad, [se ha dado] la reducción de la 
inversión pública y la renuencia de la inver-
sión privada a involucrarse en dicha tarea y 
compensar la caída del interés gubernamen-
tal; así como la baja en la recaudación y 
cobranza (ver pp. 85, 99 y 102). En esa tónica, 
Shiva (2007) menciona que hay dos paradig-
mas para enfrentar la crisis del agua: el del 
mercado y el ecológico. El primero, considera 
la escasez del agua como crisis porque no se 
comercializa el agua y si se transfiriera libre-
mente en el mercado, el agua se transmitiera 

hacia las regiones de escasez y el alza en los 
precios conduciría a su conservación. Agre-
ga, entre otras cosas, que ese paradigma no 
considera los límites ecológicos del ciclo del 
agua. La interrupción de éste y la explota-
ción excesiva del recurso causan una escasez
absoluta que los mercados no pueden reem-
plazar (Ver Pp. 30-31). 

En la gestión del agua potable, los elementos 
y principios que se han documentado se in-
corporan en las instancias locales que propor-
cionan dicho servicio y el drenaje y sanea-
miento. Esto en aras de buscar una mayor 
eficiencia –física, económica y ambiental– 
tanto en el manejo y usos del agua. Así, a partir 
de 1992 se impulsa la creación de los nuevos 
organismos operadores de agua (OOA) con 
una visión empresarial y social-ambiental. 
Como se mencionó, de la mano de las Ley de 
Aguas Nacionales y de la nueva institución 
que maneja el recurso: la CONAGUA. Polí-
tica del agua que estuvo impulsada e influida, 
como se señaló, por los organismos de finan-
ciamiento multinacionales. Y con el apoyo de 
estos últimos por las multinacionales del agua 
que se van a asociar con empresas locales para 
la prestación de servicios de agua potable. Si 
bien no todos los OOA se han privatizado, “los 
municipios han sido incitados en gran me-
dida a confiar los servicios de agua al sector 
privado” (Rolland y Vega, 2010, p. 177). Desde 
la fundación de los OOA se les encargó: a) in-
crementar las tarifas; b) esquivar las deman-
das y presiones sociales, sanear la adminis-
tración del sistema de agua potable y absor-
ber todos los costos relacionados con los 
rezagos en la infraestructura, adeudos por 
energía eléctrica y otros; y c) aumentar la 
eficiencia del sistema comercial y de cobranza, 
igualando los montos de volúmenes entrega-
dos con los facturados (Dávila, 2006). 

En el contexto local, las leyes e instituciones 
estatales de agua se modifican para compagi-
nar al marco nacional la gestión del agua. En 
el caso de Coahuila, entre otras cosas, la ley 
define los OOA encargados de dicha gestión y 
permite, por ejemplo, interrumpir el servicio 
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de agua a quienes no lo paguen; además con-
templa que los OOA particulares que obten-
gan la concesión podrán prestar dichos servi-
cios (artículo 4) y también considera el corte 
total del servicio ante la mora de tres meses 
de pago (artículo 86) (Congreso del Estado 
de Coahuila, 2009). Entre las atribuciones 
de los OOA está el prevenir la contaminación 
de las aguas y el reúso de las aguas residua-
les tratadas (artículo 21, fracción VII). Además, 
las tarifas ahora son atribución de los Conse-
jos de Administración (CA) (Congreso del 
Estado de Coahuila, 1993). Para no contami-
nar, los OOA tienen la facultad para tratar el 
agua o concesionarla a instancias de la inicia-
tiva privada, o hacerlo de manera conjunta.

Una de las formas para evaluar el desempeño 
social-ambiental de los OOA en el manejo del 
agua y en la calidad del servicio, es a través de 
los programas de gestión mediante la aplica-
ción de diversos conceptos: indicadores de 
gestión del agua. Así, “la evaluación de la efi-
ciencia en la administración del agua pota-
ble es una parte importante de una gestión 
enfocada en el manejo de la demanda del agua 
(…)” (Lutz y Salas, 2011, p. 568). Los indicadores 
principales son: Eficiencia Física (EF); Efi-
ciencia Comercial (EC), Eficiencia Global (EG), 
así como el Agua No Contabilizada (ANC). Para 
algunos autores, esas eficiencias evalúan la 
eficiencia hídrica (Armendáriz, 2010, p. 49). 
La Conagua (2013) define la EF como el volu-
men de agua facturado entre el producido; la 
EC es el volumen de agua recaudado entre el 
facturado; la EG se concibe como el producto 
de las anteriores eficiencias; y la ANC repre-
senta el volumen de agua no facturado (vo-
lumen producido-volumen facturado) entre el 
volumen no producido en el año. Todas expre-
sadas en porcentaje. La importancia de dichos 
conceptos es que permiten ver la eficien-
cia física y ambiental del agua. Así, los bajos 
niveles de eficiencia conducen a un círculo vi-
cioso caracterizado por la falta de sustenta-
bilidad financiera y ambiental (Lutz y Salas, 
2011).

Para mejorar la calidad y la eficacia en los 

servicios de agua que proporcionan los OOA, 
la ha instituido Programas de Gestión. Éstos 
buscan auxiliar a los estados y municipios 
para el mejoramiento cuantitativo y cualitati-
vo de los servicios de agua potable, alcanta-
rillado y saneamiento en las zonas urbanas 
(CEMNDA, 2006). Algunos de los más impor-
tantes: PROMAGUA, PRODER, APAZU. El 
primero, se aplica a poblaciones mayores a 
50,000 habitantes para modernizar los OOA 
y se permite recibir recursos privados como 
complementarios a los del Programa. Además, 
fomenta la autosuficiencia, las eficiencias fí-
sica y comercial, así como el cuidado del 
medio ambiente; el segundo, se aplica a pobla-
ciones de 2,500 o más habitantes y plantea 
devolver los derechos a los OOA para mante-
nimiento, modernización y mejora de la 
eficiencia de la infraestructura, así como el 
mejoramiento de los servicios; y el último, se 
aplica localidades de 2,500 o más habitantes 
para incrementar las coberturas de agua pota-
ble, alcantarillado y saneamiento (Valencia 
y Molina, 2013; Armendáriz, 2010; CEMDA,
 2006).

La participación de la sociedad
En esta última parte de la sección se refiere 
de manera general a los mecanismos existen-
tes para la participación de la población en la 
gestión del agua potable. La participación es 
otro factor importante en la nueva gestión 
del agua. Carabias y Landa (2005) refieren 
que para la solución de los problemas del agua 
se demanda la participación de la sociedad, 
los usuarios y la comunidad. En el manejo del 
agua urbana la sociedad poco se involucra y 
por lo general se trata de su involucramiento 
en su demanda ante la falta del recurso. Este 
tipo de participación se puede ubicar dentro 
de los tipos de actores –organizaciones– que 
se involucran por su afectación de su uso 
directo del agua (Carabias y Landa, 2005).  

En el modelo de escalera de participación de 
Arnstein (1969), en los peldaños más bajos 
se localiza la no participación y en los más al-
tos se da ésta: en aquéllos se manipula o se “da 
una terapia” [entrecomillado mío]; y en los 
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segundos es en dónde la participación se in-
crementa, aquí están el control ciudadano y el 
poder delegado. En ese sentido, la participa-
ción de la población en la gestión del agua 
potable se podría ubicar en esos peldaños 
más bajos. Un elemento importante para la 
participación de la sociedad en la gestión 
del agua es la información en esta materia. 
Al respecto, se ha encontrado que la infor-
mación de los OOA es muy dispersa, con men-
sajes incompletos y con dificultad de su acce-
so para el ciudadano común (Arzaluz, 2011). 

La participación de la sociedad es impulsada 
por la CONAGUA a través del involucramien-
to de los usuarios del agua acorde con el nue-
vo modelo de gestión del agua. Esta partici-
pación se contempla en la Ley y en la política 
hídrica a través de la figura de los Consejos de 
Cuenca (CC), integrados por funcionarios Fe-
derales, Estatales, Municipales y los usuarios. 

Los OOA se consideran como parte de éstos 
últimos (artículo 13 BIS) (Cámara de Diputa-
dos, 1992). Musseta (2009, p 71) menciona, en-
tre otras cosas, que las reformas introduci-
das tenían una función doble: introducir el
uso  eficiente del agua para su conservación y
promover una mayor participación de los u-
suarios  del agua y de inversionistas privados. 
No obstante, la importancia de los CC en la 
participación de los usuarios en la gestión del 
agua, una de las críticas que se hace al res-
pecto es que dicha participación es a invita-
ción de dichos Consejos y no se incluye de 
manera democrática a los usuarios, partici-
pando principalmente aquellos que tienen 
más presencia (o poder) en los sectores que 
usan el agua. Así, la participación es “(…) pro-
movida por el mismo Estado (…)” (Musseta, 
2009, p. 73). Si bien se considera la participa-
ción social en los Consejos, en la gestión del 
agua potable en las ciudades la representa-
ción de la sociedad se hace principalmente a 
través de los denominados Consejos de Admi-
nistración (CA) de los OOA. Éstos “represen-
tarán a las organizaciones del sector público, 
preferentemente del Cabildo, y de los secto-
res social y privado” (artículo 24), (Congreso 

del Estado, 2009). También se involucra a la 
sociedad a través de los Programas de Cultu-
ra del Agua (PCA); entre sus objetivos están:
“entablar un contacto con la sociedad y pro-
mover y fomentar entre los niños, jóvenes y 
adultos, el cuidado, ahorro y uso eficiente del 
agua”, también se promueve el pago puntual 
que deben hacer los usuarios por el servi-
cio de agua (SIMAS, 2019d). Pero como se 
dijo: “(…) la participación es solo aparente y 
restringida a algunos sectores que se agru-
pan en cámaras en donde el ciudadano 
común no aparece (…) (Arzaluz, 2011: 61).

Metodología
En el desarrollo de este trabajo se revisaron 
datos e indicadores de gestión del agua de la 
Comisión Nacional del Agua (CONAGUA), del 
Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento 
de Acuña, Coahuila (SIMAS), del Instituto 
Mexicano de Tecnología del Agua (IMTA) y 
de INEGI: A) sobre eficiencias: Física, Comer-
cial, Global y Agua No Contabilizada; cober-
turas de agua, micro medición, dotación de 
agua, extracción e índice laboral; de SIMAS 
también se revisaron actas del Consejo de 
Administración que sirvieron para consultar 
indicadores de gestión que no se encontraron 
en las otras fuentes revisadas. Estos datos e 
indicadores tienen el propósito de ver lo rela-
cionado con la gestión y del servicio del agua, 
enfatizando en la eficiencia del OOA y sobre 
todo en el manejo físico del recurso, pero 
considerando también aspecto de la adminis-
tración del servicio. B) Se realizaron dos en-
trevistas: a) al gerente de SIMAS, Jesé Luis 
Salinas Galán; b) al responsable de Cultura 
del Agua, Yorsin Gómez Hernández. Mediante 
una guía de entrevista con preguntas abiertas 
dirigidas a rubros vinculados con el desem-
peño del organismo en la gestión y sobre el 
programa de cultura del agua. C) se revisa-
ron otras fuentes bibliográficas secundarias
y notas de la prensa local. Las entrevistas, 
las actas de SIMAS y la revisión de su Página 
Web, sirvieron para explorar sobre de los
mecanismos de participación ciudadana en
la gestión del agua. 
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A partir de los datos y la información de todo 
lo anterior, se reflexiona sobre la gestión del 
agua en Acuña, Coahuila, con el propósito de 
documentar dicha gestión. Los resultados se 
expresan en forma de reseña considerando 
principalmente: a) los indicadores de eficien-
cia mencionados (Física, Comercial, Global 
y Agua No Contabilizada, aunque se recupe-
ran los otros conceptos de gestión mencio-
nados más arriba) y, b) la breve reflexión 
sobre los mecanismos existentes de partici-
pación de la población en la gestión del agua.  

La gestión del agua en Acuña
El río Bravo es la fuente principal de abasto de 
agua para la población del municipio. El ser-
vicio se provee con dos plantas potabilizado-
ras. La Planta 1 tiene más de 35 años y recien-
temente fue renovada y puesta en operación 
en 2017. En 2002 se construyó la planta 2 que 
se puso en operación en 2003 con una capaci-
dad de diseño de 500 l/s pero extrae un caudal 
de agua cruda de 515 l/s y envía un gasto de 
agua potabilizada a la ciudad de 464 l/s (Insti-
tuto Mexicano de Tecnología del Agua (IMTA), 
2018). Las dos plantas tienen una capacidad 

de potabilización de 650 l/s (Conagua, 2019). 

El servicio de agua potable lo proporciona el 
organismo paramunicipal Sistema Municipal 
de Aguas y Saneamiento (SIMAS). Para abas-
tecer a la población de 163,000 habitantes.
El agua que se extrae de la fuente referida ha 
aumentado en los últimos años y hoy es de 
695 lps. En este año (mayo de 2021) rebasó 
la capacidad instalada según el Inventario de 
Plantas de Potabilizadoras (2019) es de 650
lps. La cobertura de agua es del 99 por cien-
to. Un servicio asociado al agua es el drenaje 
y en éste se tiene una cobertura del 96 por 
ciento. La cobertura de tratamiento del agua 
residual generada en los últimos años es de 
alrededor del 70 por ciento1. En promedio se 
cobra 4.3 pesos por metros cúbico de agua. 

En los últimos años es de 3.8 pesos. Y siem-
pre es menor a lo que se factura por metro 
cúbico de agua. Y como se aprecia, la mayor 
parte de los ingresos de SIMAS se va en gastos 
personales y en electricidad, 63 por ciento 
en el último año (mayo de 2021) (Cuadro 1). 
Esa breve radiográfica se puede complemen-

Indicador 2016 2017 2018 2019 2020 2021

Cobertura Agua 99 99 99 99 99 99

Cobertura Drenaje 96 96 96 96 96 96
Cobertura de Tratamiento 98 93 95 73 66 71

Dotación (l/h/d) 259.9 253.1 232.3 334.6 330.8 364.0

Extracción (lps) 485.9 495.7 434.2 625.5 618.4 694.9
Incidencia de Energía E. 
(de los ingresos totales 

año)
10.7 14.4 9.6 15.7 15.1 17.9

Facturación por m³ 5.0 5.3 6.0 4.4 5.0 4.7

Cobro por m³ 4.3 4.2 5.5 3.9 4.6 3.8

Gastos personales (de los 
ingresos totales año) 52.5 48.6 50.8 42.5 46.4 45.3

Cuadro 1. Indicadores de gestión de SIMAS Acuña 2019-2021
Table 1 . SIMAS Acuña management indicators 2019-2021

Fuente: Elaboración con datos de SIMAS, 2016c, 2017b, 2018c, 2019e, 2020 y 2021.
Notas: Las cifras se redondearon. Se tomaron datos para mayo de cada año.

1Los datos muestran cifras superiores al 90 por ciento para años previos. Es posible que ahora se estén reportando datos más rea-
listas ya que antes de 2020 la PITAR estaba concesionada a una empresa y era ésta la que proporcionaba la información sobre el 
tratamiento de aguas residuales. Ahora la planta es manejada por SIMAS.
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tar con la revisión de otros indicadores. Los 
de eficiencia en la gestión permiten ver más 
de cerca la calidad del servicio proporcionado 
por SIMAS. Si bien la eficiencia física ha au-
mentado, a lo largo de los años se ha mante-
nido en promedio en alrededor del 54 por cien-
to. La eficiencia comercial ronda en los 81 por 
ciento como promedio y la global en el 46 por 

ciento2.  En todo caso, se puede ver que en la 
eficiencia en la administración del servicio 
y del manejo del agua ha sido durante años, y
sigue siendo, un problema sin resolver. Lo
que deriva en desperdicios de agua y en
problemas de cobro por el servicio, aún
muy importantes. (Cuadro 1). 

Indicador/
Año 2003 2006 2009 2012 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021

E. Física 48 37 31 30 50 52 54 57 62 44 51 63

E. Comercial 59 83 82 84 69 86 85 59 92 90 90 81
E. Global 28 31 25 25 35 45 46 45 57 39 46 51

Cuadro 2. Acuña. Eficiencias de gestión del agua, 2003-20213

Table 2. Acuña. Water management efficiencies, 2003-2021.

Fuente: CONAGUA, 2004, 2007, 2010 y 2013. SIMAS, 2014, 2015, 2016c, 2017b, 2018c, 2019e, 2020 y 2021
Nota: Los datos de 2016 a 2021 son a mayo de cada año.

2 Considerando los datos de 2014 al 2021 donde se tienen datos para cada año.
3 De 2003 a 2012 se reportan solo los datos encontrados para los años referidos.

Los datos de pérdidas físicas concuerdan con 
lo que señalan las autoridades. De acuerdo 
al Gerente de SIMAS en 2019 se perdía 47.5 
por ciento del agua y en 2020 un 50 por ciento 
de ella no se contabilizaba (La Rancherita del 
Aire, 2020). El desperdicio se produce por 
fugas, mal uso, tomas clandestinas, falta de 
mantenimiento de tuberías, entre otros facto-
res. De acuerdo al Gerente de SIMAS, lo que 
han detectado es: mala calidad de los mate-
riales, malas instalaciones y altas presiones. 
Recalca que el gran problema son las micro 
fugas en las tomas domiciliarias. Como se 
observó en los datos, hay un mayor avance en 
la eficiencia comercial (EC): en los últimos 
años que se sitúa en promedio en 81 por ciento. 

La Eficiencia global se sitúa por el 50 por 
ciento en el último año. Sin embargo, como se 
observa (Cuadro 2) los datos son muy varia-
bles, y en algunos casos inconsistentes, año
con año.

Además de las fugas, la falta de certidumbre 
sobre el agua que se desperdicia tiene que ver 

en parte a la falta de medición del agua en los 
hogares. Por ejemplo, en 2006 la micro me-
dición era de 68 por ciento y en 2009 de 75 por 
ciento (CONAGUA, 2007 y 2010). Datos de 
SIMAS muestran que a partir de 2014 las co-
berturas de micromedición se incrementan,
siendo en este año del 80 por ciento y 2018
del 93 por ciento, con un promedio para esos 
años de 88 por ciento (gráfica 2). Como seña-
laba el director de SIMAS “la que se puede 
eer es del 93 por ciento” (Salinas Galán, comu-
nicación personal, 9 de diciembre de 2019). 

En este año y 2020 ronda en los 93 por ciento 
y en 2021 en 88 por ciento (SIMAS, 2020 y
2021). Lo que muestra, como se mencionó: es
una problemática que se presenta año con 
año y que sigue siendo un tema pendiente el 
que todas las viviendas cuenten con medi-
dor y dar certidumbre a la medición del agua
y su cobro según el consumo real. Como 
se observó, los pagos de nómina y de la ener-
gía eléctrica son de los rubros en donde mayor-
mente se destina el presupuesto de SIMAS. De
acuerdo con el gerente de SIMAS en 2019 en
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promedio se asignaba el 17 por ciento en ener-
gía eléctrica y el 40 por ciento en nómina. Y 
Como se vio en el cuadro 1, hoy en los dos ru-
bros se destina el 63 por ciento del presupues-
to. Relacionado con lo anterior, otro indicador 
que impacta en la eficiencia en el servicio del 
agua es la cantidad de trabajadores de un orga-
nismo. 

El índice laboral de SIMAS (trabajadores por 
cada 1000 tomas) en 2018 era de 3.8 (gráfica 2). 
Mientras que en 2019 fue 3.9, 4.0 en 2020 y 3.5 
en 2021 (SIMAS, 2019e, 2020 y 2021)5.  Esto es, 
3.8 en promedio. Un rubro que se cuida que no 
suba demasiado. “(…) no dejo que suba del 4 por 
ciento (…) y cuando pasa del 4, me detengo un 
rato en la contratación”. “Y ser cautos en la con-
tratación de personal porque creo que en los sis-
temas operadores el gran problema es la nó-
mina, la alta contratación de personal que tienen 
en el organismo” (Salinas Galán, comunicación 

personal, 9 de diciembre de 2019). Como referen-
cia, algunos estudios sobre los organismos ope-
radores del país reportan un índice laboral del
5 por ciento de 2002 a 2011 (Flores, Rodríguez
y Alcocer, 2012). 
No obstante esos problemas en la gestión, 
actualmente se buscan otras fuentes alter-
nas de agua para enfrentar el aumento en la 
demanda: “exploración de agua subterránea”; 
algo contradictorio ya que “ahorita (2019) con 
el desperdicio que tenemos del 47 por cien-
to creo que podemos hacer bastante (…), o sea 
ser más eficientes para dotar a más gente sin ne-
cesidad de extraer más agua”. No obstante, eso, 
hoy se observan mayores volúmenes de extrac-
ción de agua (gráfica 3) y de acuerdo a la misma 
fuente: “se debió a la puesta en marcha de la 
rehabilitación de planta potabilizadora 1. Se 
hizo más eficiente con mayor volumen y cali-
dad que en los procesos anteriores” (Salinas 
Galán, comentario personal, 9 de diciembre de 

Fuente: Elaboración propia con datos de Salinas Galán, comunicación personal, 9 de diciembre de 20194.  
Nota: los promedios se obtuvieron de los porcentajes mensuales para cada año.

Gráfica 1. Acuña. Micromedición del agua (promedio) Acuña.
Graph 1. Micro-measurement of water (average).

4Los datos de las gráficas elaboradas fueron proporcionados en archivos en formato Excel por la fuente entrevistada.
5Estos últimos datos son para el mes de mayo de cada año.
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Fuente: elaboración propia con datos de Salinas Galán, cometario personal, 9 de diciembre de 2019. 
Nota: los promedios se obtuvieron de los porcentajes mensuales para cada año.

Gráfica 2. Índice laboral de SIMAS (promedio).
Graph 2. Acuña. SIMAS labor index (average).

Gráfica 3. Acuña. Extracción de agua (M3).
Graph 3. Acuña. Water extraction (M3).
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2019). Adicional a esos números, en 2019, enero 
de ese año, se extrajeron 1,649,075.00 y en octu-
bre 1,783,084.00 (metros cúbicos). Coincidiendo 
con los datos, como se observó en el cuadro 1, en 
los tres últimos años la extracción de agua ha 
aumentado. Los usuarios totales tuvieron incre-
mentos: a diciembre de 2017 había 48,844 
usuarios totales y en 2018 para el mismo mes 
había 50,615. Para octubre de 2019 son 51,972 
(Salinas Galán, comentario personal, 9 de 
diciembre de 2019). Considerando los 52,000 
que menciona el Gerente de SIMAS, se incre-
mentó 3,156 usuarios de 2017 al 2019. Aunque 
en 2020 se mencionaba que cada año se suman 
2,000 usuarios (La Rancherita del Aire, 2020).  
En síntesis, el agua que se extrae para abastecer 
a la población ha aumentado, y como también 
se mencionó gran parte de ésta se pierde por su 
desperdicio en su manejo y por la mala condi-
ción de las redes de agua, entre otros factores.

Participación
La participación de la población en la gestión 
del agua potable en las ciudades por lo gene-
ral se reduce a los actores que participan en los 
Consejos de Administración. Otra vía es a través 
del Programa de Cultura del Agua (PCA).  El 
cuadro 3 da cuenta de los organismos a los que 
pertenecen los consejeros de SIMAS Acuña.
La participación de la población en la gestión 
del agua potable en las ciudades por lo gene-
ral se reduce a los actores que participan en los 
Consejos de Administración. Otra vía es a través 
del Programa de Cultura del Agua (PCA). El 
cuadro 3 da cuenta de los organismos a los que 
pertenecen los consejeros de SIMAS Acuña.
Al respecto, el Gerente de SIMAS menciona: 
“Tenemos un consejo ciudadanizado y se tiene
 el apoyo de ellos, 100 por ciento de apoyo”. ¿Ciu-
dadanizado en qué sentido? “Porque están los 
Clubes Sociales y la Cámara de Comercio, la

Cuadro 3. Instituciones pertenecientes al Consejo del Sistema de Aguas de Acuña.
Table 3. Institutions belonging to the Council of the Acuña Water System.

Institución Sector

Presidencia Municipal Público

Desarrollo Urbano Público

Obras Públicas Público

Contraloría Municipal Público

Ecología Público

Colegio de Arquitectos Civil6

Colegio de Médicos Civil

CANACO Privado

Club Continental Social

Club Rotario Social

CANACINTRA Privado

Club de Leones Acuña Amistad, A.C. Social

Asociación de Maquiladoras Privado

Club de Leones Acuña, A.C Social

6El Colegio de Arquitectos y el de Médicos se ubicó en esta modalidad acorde a la definición que de los Colegios de Profesionistas 
hace la Dirección Estatal de Profesiones.
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Canacintra, las Maquiladoras y cinco clubes 
sociales, están metidos en el Consejo”. Como 
se observa en el cuadro 3, entre actores públi-
cos (municipales, sobre todo) y privados se con-
forma la mayoría del Consejo. Cuatro se pue-
den ubicar en el sector social. No obstante, éstos 
por lo regular pertenecen a instituciones con 
vínculos en la iniciativa privada que mantie-
nen acciones de beneficencia social a través de 
esos organismos. Además, los consejeros difí-
cilmente representan a toda la población y a 
los diversos grupos que la conforman. La inclu-
sión de los consejeros es a invitación de las 
autoridades y avaladas por ellas, según se con-
signa en la ley correspondiente. La sociedad 
no los propone. Según J. Salinas Galán (comen-
tario personal. 9 de diciembre de 2019) la fun-
ción del Consejo es: “ellos [los consejeros] 
son los vigilantes de nuestro proceder, de la
toma de decisiones que estamos haciendo todos
los días en el gasto del dinero (…) que lo este-
mos gastando de forma adecuada, que no 
estemos desviando el recurso”. En general la 
intervención de los consejeros es votar por las 
propuestas hechas en el Consejo, sobre cues-
tiones de ingresos y egresos a manera de 
comparativo mes tras mes, así como sobre
indicadores de gestión (mensuales) como las co-
berturas de agua y drenaje y las eficiencias
física, comercial y global.

En cuanto al PCA, éste está dirigido principal-
mente para los estudiantes, si bien se involu-
cran a otros grupos privados. J. Salinas Galán
(comentario personal, 9 de diciembre de 2019)
menciona: “(…) Estamos metiendo mucho esa
cultura en los niños, por eso hicimos el museo
del agua y traemos a los niños ese énfasis de 
que es necesario que los papás cumplan con el
pago”. Por su parte Y. Gómez, responsable de 
Cultura del Agua, (comunicación personal, 9 
de diciembre de 2019) menciona: “Nos enfoca-
mos más que nada en estudiantes. En el museo 
la mayoría de los que vienen son niños”. El PCA 
atiende principalmente tres aspectos: a) plá-
ticas sobre el agua en el museo de SIMAS y 
recorridos por la planta potabilizadora para co-
nocimiento del proceso de potabilización o so-
bre el tratamiento del agua; b) conferencias en

 algunos centros de trabajo a invitación de inte-
resados en el tema del agua; c) organización 
de eventos en fechas alusivas al tema como el 
Día Mundial del Agua y actividades específicas 
como la Carrera del Agua o concursos alusivos
a recurso hídrico. “Básicamente realizamos ta-
reas de concientización: pláticas con estudian-
tes de todas las edades desde kínder hasta uni-
versidad, y eso se hace en las instalaciones que 
tenemos aquí, tenemos un museo del agua; ha-
cemos recorridos por la planta tratadora para 
que conozcan el proceso de potabilización; se
hacen visitas a escuelas y realizamos activida-
des culturales en determinadas fechas orienta-
das a este rubro” (Gómez, comunicación perso-
nal, 9 de diciembre de 2019). 

Sin embargo, el impacto del PCA no se evalúa. 
Sólo las opiniones que puedan tener de la gente 
a través de las redes sociales o de las quejas que 
reciben por el abasto del agua, por ejemplo. “Como 
le comento, ha sido más sobre lo que vemos, las 
experiencias y lo que hemos analizado a lo que 
nos comentan (…)” (Gómez, comunicación per-
sonal, 9 de diciembre 2019). J. Salinas  Galán (co-
municación personal, 9 de diciembre de 2019) 
menciona que entre los retos que tienen es la 
eficiencia y que si le reclaman a la sociedad 
para que cuide el agua “el primer cuidador de-
bemos ser nosotros”. Para Gómez (comunicación 
personal, 9 de diciembre de 2019) del PCA, uno 
de los retos es la “indiferencia de las personas 
que siguen desperdiciando el agua (…), hacer-
las cambiar de que vean la seriedad del asunto, 
de que sí tenemos un río y que no es nada más 
de sacar el agua”. En resumen, en el PCA la 
población recibe información/concientización 
sobre los diversos aspectos del agua, más que 
de su involucramiento en la política del recur-
so, y que la población esté consciente de que 
hay que pagar el agua que consume: no hay un 
involucramiento en la política pública del agua. 
Esto se reduce a la participación de algunos 
actores sociales en los Consejos de Administra-
ción.

Conclusiones
Acuña, Coahuila tiene coberturas de agua y 
drenaje de 99 y 96 por ciento, respectivamente. 
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Casi cubren toda su población. El problema se 
sigue presentando en la eficiencia en la gestión 
del agua y en la administración del servicio: en la 
eficiencia física, en promedio se desperdicia el 
46 por ciento del agua que se produce y en 
2021 es del 50 por ciento; en la eficiencia comer-
cial, se adolece en un 19 por ciento en el cobro 
del agua de la que se factura; en eficiencia glo-
bal, el desempeño del organismo ronda en el 50 
por ciento (refrenda el problema de desperdi-
cio de agua y falta de su cobro). Además, gran 
parte del presupuesto de SIMAS (mayo de 
2021) se va en electricidad y en nómina: el 63 
por ciento se destina para esos rubros. Además, 
acorde a los datos revisados, el problema de la 
eficiencia en el manejo y administración del 
agua es recurrente en el trascurso de los años. 

Así mismo, la participación de la sociedad en la 
gestión del agua potable es mínima, se reduce al 
involucramiento de algunos actores de la loca-
lidad a través del Consejo de Administración 
de SIMAS. No se observa cómo puedan repre-
sentar a toda la sociedad; ésta no se involucra 
en la designación de los consejeros. La Ley res-
pectiva del Estado determina los miembros del 
sector público, privado y social que formarán el 
Consejo y son los Cabildos quienes autorizan su 
conformación final y organismos y personas que
lo conformarán (ver Congreso del Estado, 2009). 
Por otra parte, la población que accede al Pro-
grama de Cultura del Agua participa como re-
ceptora de información y/o concientización sobre 
el tema de agua y de su pago. Además, este pro-
grama no se evalúa para ver el posible impacto
en la sociedad.

En el marco de una Nueva Gestión del Agua, que 
busca organismos más eficientes en la gestión 
del agua e involucrando a la sociedad, los datos 
del trabajo sugieren aún hay tareas pendientes 
por realizar en ese sentido: hacer un manejo y
uso más eficiente del agua para minimizar la 
presión sobre un recurso ya comprometido, el del
río Bravo, ante una población y ciudad en creci-
miento. Como se observó, la extracción del agua 
en los últimos años ha aumentado de manera 
importante: en mayo de 2021 la potabilización 
de 695 lps superó incluso a la capacidad de las 

plantas (650 lps). Y una de las soluciones que 
han buscado las autoridades es abrir nuevas 
fuentes de agua (agua subterránea) para abas-
tecer a nuevas demandas de población. 

Discusión
La Nueva Política Hídrica en el país busca, por 
lo menos desde los años 90, un uso más eficien-
te y ambiental del agua. En la gestión del 
agua potable los nuevos OOA se concibieron 
como instancias para lograr lo anterior. Sin 
embargo, como se mostró en este trabajo, para 
el caso que observamos, y como se mencionó, 
la eficiencia en el manejo del recurso y en la 
administración del servicio de agua potable 
sigue siendo un  tema pendiente. Los datos son 
coincidentes con los hallazgos de otros trabajos 
en  distintos ámbitos de estudio. La falta de efi-
ciencia en el manejo del agua lo han documenta-
do autores ya citados como Lutz Ley y Salas 
Adams (2011); Martínez Austria y Bourgett 
(2008) y Pineda Pablos (2002 y 2008). 

Como reza el título del artículo de 2008 de este 
último autor: “Nacidos para perder dinero y 
derrochar agua. El inadecuado marco insti-
tucional de los organismos operadores de agua 
en México”. Y también se ha documentado que 
en la eficiencia física poco se ha avanzado en
los años y los datos se sitúan, más menos, entre
los 50 y 60 por ciento de eficiencia (Lutz Ley 
Salas, 2011 y Pineda Pablos y Salazar, 2008). Otra 
de las estrategias propuestas para eficientar el 
uso y manejo del recurso y mejorar el servicio del 
agua, fue la inclusión de la participación social, 
pero sobre todo de los agentes del sector privado 
en la prestación de los servicios de agua y sanea-
miento. No obstante, a la fecha la mayoría de los 
OOA en México son públicos. Y la participación de 
la gente en la política hídrica local es también un 
tema pendiente. Como se menciona en el docu-
mento, en el caso revisado se reduce a la inclusión 
de actores de las cámaras locales en el Consejo 
de Administración de SIMAS, no obstante que 
esta figura en la nueva gestión del agua se concibe 
como trascendente para mejorar la eficiencia y el 
servicio del agua. Así, los resultados en este trabajo 
son coincidentes con lo que señalan otros auto-
res para los OOA de la región: sobre la apariencia 
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de la participación ciudadana y su restricción a 
algunos sectores agrupados en cámaras locales 
(Arzaluz, 2011).

Este trabajo ha sido un acercamiento a la gestión 
del agua en Acuña, Coahuila, es un tema que re-
quiere de mayor trabajo de campo para seguir
mejorando el conocimiento en dicha temática.
Los obstáculos que se enfrentan son al menos: 
a) la falta y confiabilidad de la información, 
pues como se observó en el trabajo, los datos 
son muy variables –y en ocasiones incon-
sistentes– año con año lo que dificulta su aná-
lisis; b) la carencia de información constante 
con lagnas en distintos años complica su
uso; c) y las páginas Web de los OOA tienen
 información muy general y no presentan sus
indicadores de gestión, si los tienen. Otro tema 
pendiente es sobre el tratamiento de aguas 
resiuales y el reúso de  agua tratada. Los datos 
reportados  en este trabajo sugieren menores
coberturas de tratamiento hoy  que en años an-
teriores. Este servicio está a cargo de SI-
MAS y antes de 2020 era responsabilidad de
una instancia privada; por lo que se sugiere
hacer estudios puntuales en este rubro:  el cuer-
po receptor y reúso son: río Bravo y CFE, 
respectivamente (CONAGUA, 2019).
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Resumen
Se analiza la cuestión de lograr la eficacia y la legitimidad de los actos de gobierno, poniendo de re-
ferencia el nuevo paradigma dentro de la gobernanza con la inclusión de la participación ciudadana, 
siendo un motor que ayuda a cumplir con los fines del Estado y así poder provocar dar el paso al cam-
bio de la transparencia y al gobierno abierto, conceptualizando dentro de la Agenda de Gobierno 
Abierto, señalando las acciones tendientes a llevar acabo con la intervención de la participación ac-
tiva de los ciudadanos; ahora, esto se traslada hacia la participación no solamente tradicional si-
no que se presente el fenómeno del gobierno digital. La inclusión de los ciudadanos ha traído
aporte dentro del nuevo esquema de la Administración Pública provocando una manera de comu-
nicación más abierta para externar las necesidades y lograr una gobernanza con efectividad.
El objetivo de este trabajo es manifestar la implementación clave de la participación ciudadana den-
tro de la gobernanza y examinar el cambio de comunicación con el estado.
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Abstract
The achievement of effectiveness and legitimacy of the government acts is being analyzed, by setting 
as a reference the new paradigm within governance and the inclusion of citizen participation,
which is an engine that helps to fulfill the purposes of the State in order to seek change and trans-
parency while also making a way to open government, pointing out the actions aimed at carry-
ing out the intervention of the active participation of citizens; that in this moment, is moving 
towards not only traditional participation but also the phenomenon of digital government. The
inclusion of citizens has brought a contribution within the new public administration scheme, get-
ting as a result a more open way of communication, which is useful to express needs and achieve 
effective governance. The objective of this work is to manifest the key implementation of citizen 
participation within governance and examine the advance in communication with the state.

Keywords:  Legitimacy, Citizen Participation, Digital Government, Inclusion.

1*Profesora de tiempo completo en la Facultad de Derecho y Criminología de la Universidad Autónoma de Nuevo León. Miembro del Sistema 
Nacional de Investigadores. Líder del Cuerpo Académico “Administración Pública y Derecho Financiero”. https://orcid.org/0000-0001-9589-
2192. 
2Doctorante del Doctorado Derecho Constitucional y Gobernabilidad de la UANL Maestro en Derecho por la Universidad de Montpellier 1, 
Francia, Maestro en derecho por el Instituto de Derecho Comparado de la Universidad de Paris II-Assas, Francia. Catedrático en la Facultad de 
Derecho de la UANL, maestro titular de las materias de Derecho Administrativo, CDEJ. 

Digital government in the new paradigm of Public ManagementDigital government in the new paradigm of Public Management

FECHA RECEPCIÓN: 03/10/2021 FECHA DE ACEPTACIÓN: 04/11/2021
*Autor para correspondencia: nancygonsa09@hotmail.com/Adscrpción:Universidad Autónoma de Nuevo León.

Tomado  de:   https://pixabay.com/es/illustrations/los-ciudadanos-multitud-gente-5665873/

https://doi.org/10.29059/rdycsv.v3i2.124



González -Sanmiguel  y Rivera-Rodríguez . El gobierno digital 24REVISTA DYCS VICTORIA

Introducción
La administración pública es el mecanismo 
a través del cual el titular del ejecutivo, en el 
ejercicio que le confiere la función administra-
tiva, realiza sus acciones y gestiones con el 
propósito de alcanzar el bien común. Estas 
acciones direccionadas de una manera unila-
teral: observadas desde el enfoque político, 
se transforman en decisiones de Estado, y 
desde su posición de poder terminan gene-
rando una contrastación al principio de liber-
tad e inclusión de los ciudadanos; como lo
señala Bobbio al mencionar el Gobierno de
los antiguos, en donde conceptualiza la inclu-
sión de los ciudadanos como una forma de li-
bertad y encomendación del poder colecti-
vo en la toma de las decisiones públicas; es
decir, conforme a  esta expresión se hace re-
ferencia al concepto de Estado Incluyente 
(BOBBIO, 1985), concepto que en nuestros 
tiempos es lo que conocemos como Gobierno 
Abierto, gobierno en el cual se le permite al 
ciudadano formar parte en la toma de decisio-
nes de la Administración Pública. Este con-
cepto es de reciente adopción y modifica el 
paradigma utilizado del esquema tradicional 
del sistema de gobierno, en el cual el titular 
del ejecutivo, en conjunto con los responsa-
bles de los órganos de la administración pú-
blica, gozaban de una libertad total en la to-
ma de decisiones; esquema que aún sigue vi-
gente, pero se ha ido modificando a pasos 
lentos pero firmes, ahora bien, cabe pregun-
tarnos si el dictar las políticas públicas que 
creen convenientes es un derecho o tal vez es 
una obligación, la realidad es que tal vez el 
Estado debe asegurar la consecución de sus 
objetivos de gobierno, unilateral o colectiva-
mente. 

Es importante mencionar que, al hablar de 
Gobierno Abierto, es imprescindible observar 
el papel que debe jugar la sociedad organiza-
da para ejercer y hacer valer su derecho desde 
la plataforma de la participación democrá-
tica. Por otro lado, cabe señalar que artículos 
constitucionales, como el 26, plantean de una 
manera clara la obligación del titular del Eje-
cutivo de permitir el acceso a los ciudadanos

a participar en el ejercicio de la constitución 
de los planes de desarrollo. Esta idea no es 
errónea porque se ha comprobado, en base a 
lo experimentado en Alemania, que cuando se 
permite la participación de los ciudadanos en 
la constitución de las políticas públicas con
las que el Estado pretende alcanzar sus fines, 
los cuales en orden prioritario consisten en
colmar las necesidades imperantes de la so-
ciedad que se traducen en sentido pragmáti-
co en lograr el bienestar social (RAMÍREZ, 
2010). En Alemania se demostró que con el 
modelo de los núcleos de intervención ciuda-
dana, en el sistema de gobierno abierto e 
incluyente, es posible lograr avances significa-
tivos al incluirlo en la formulación de progra-
mas y políticas públicas en sectores de interés. 

Ahora bien, en este esquema organizado, el 
ciudadano debe de gozar de un estatus priori-
tario, es decir, dicha inclusión del ciudada-
no; en la elaboración de las políticas públi-
cas debe ser ordenada y y fructífera y no debe 
quedar en una simple fotografía de recuer-
do de una nutrida reunión de alguna mesa de 
trabajo; esta inclusión debe permear bene-
ficios, como ya se ha demostrado en países 
donde se ha trabajado de esta manera entre
gobierno y sociedad, por mencionar algunos
Alemania, Estados unidos, y Brasil, que son
países que lo han logrado. En cuanto a Mé-
xico, existen casos de éxito en municipios
como los de la Ciudad de México y San Pedro
Garza García, en Nuevo León.

Ahora bien, al estudiar el concepto de Gobier-
no Abierto es menester señalar que existen 
algunos problemas que requieren ser analiza-
dos minuciosamente; es decir, primeramente, 
se debe determinar cuáles serán los alcances 
del Gobierno Abierto, posteriormente se debe 
establecer cuál será el mecanismo de inclu-
sión de la sociedad en la toma de decisiones. 
Por otro lado, se tiene que señalar cómo se 
procurará la inclusión del ciudadano; es decir, 
cuál será el mecanismos que se debe utili-
zar para asegurar y garantizar la apertura del 
gobierno y  también la participación ciudada-
na; dicho en otro sentido,  el hecho de convo-
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car a la ciudadanía a participar dista mucho
del acto de trabajar en equipo, dicho de otra 
manera,  se debe de analizar de qué mane-
ra serán responsables los unos y los otros
en la realización de las metas u objetivos
que en conjunto se hayan trazado. 

Se analizará la teoría de la legitimidad de los 
actos de gobierno tomando como base la teo-
ría de la legitimidad de poder de Max Weber 
y la teoría de la legitimidad de las acciones. 
Así mismo, se hablará de la participación ciu-
dadana y la eficiencia de los actos de gobier-
no; para esto nos serviremos de la teoría
de la elección racional para demostrar que
el ciudadano goza de un albedrío, pudiera no 
servirle de mucho, puesto que si no está de-
bidamente informado sería un estorbo para  
el Estado en la búsqueda de la realización de
sus cometidos, en este contexto la comuni-
cación e información ciudadana juegan un pa-
pel como variable mediadora que amerita ser
 explicado.

Desde una perspectiva metodológica en la 
que se reúnan los elementos multidisciplina-
rios que envuelven el concepto de gobierno 
abierto, tales como el enfoque sociológico, po-
lítico y, sobre todo, el esquema jurídico, que 
será de base para garantizar la inclusión de 
la participación ciudadana; así mismo, se ana-
lizaran las variables necesarias para que la
apertura del gobierno a la participación ciu-
dadana democrática perme resultados posi-
tivos, pero también que se cumplan con éxi-
to la misión dentro de este nuevo modelo del 
sistema de gobierno, paradigma dentro del 
cual la era digital ha alcanzado la nueva for-
ma de incidir en la Administración Pública, 
motivo por el que el esquema de gobierno di-
gital será objeto de estudio de esta investi-
gación.

La legitimidad de los actos de gobierno desde 
la perspectiva de la teoría de Max Weber
Antes de continuar, es menester elucubrar la
frase célebre de Max Weber, quien escri-
bió que el poder es “la posibilidad de imponer
la propia voluntad sobre la conducta ajena”

(PAMPLONA, 2000-2001). Partiendo de esta 
frase es que se debe proceder al análisis de 
este contexto. El Estado tiene funciones que 
le son encomendadas por ley; estas funcio-
nes en cierta manera más que derechos son 
obligaciones, como la de colmar las necesida-
des colectivas de una manera inmediata (FER-
NÁNDEZ, 2016), también existe un control
delegado a los órganos del Estado, ese con-
trol es amplio y genera un peso enorme a 
la sociedad en el sentido de que si bien las fa-
cultades de los órganos del Estado son regu-
ladas, también es cierto que en muchos de 
los casos en la búsqueda del bien común, el
Estado viola principios de base como el derecho
 de propiedad, por mencionar alguno. 

En este orden pudiéramos pensar si efecti-
vamente un acto violatorio del derecho del 
particular está legitimado o por el contrario 
es nulo de pleno derecho; a manera de ejemplo 
se puede señalar las expropiaciones realiza-
das por Comisión Federal de Electricidad
(CFE) en el establecimiento de torres de 
paso, sin realizar un proceso de expropiación 
acaparan la tierra propiedad del particular; 
es cierto que las indemnizaciones llegan, sin 
embargo, el procedimiento viola los derechos
de los ciudadanos y, como lo menciona Bobbio,
los derechos de los modernos ya no buscan 
que se distribuya el poder en los ciudada-
nos, en el derecho de los modernos se busca 
que se respeten los derechos de los particula-
res, los derechos ganados.
 
En el ejemplo mencionado en el párrafo an-
terior, se aplica la teoría de Max Weber, es 
decir, con que cuenta el Estado para impo-
ner su propia voluntad. En este punto es ne-
cesario detenerse a exponer que, si el bien 
mayor implica justicia y si se toma de base 
el ejemplo anterior, es cierto que la colectivi-
dad requiere energía eléctrica, que son nece-
sidades primarias y que van por encima del 
derecho a la propiedad marcado en el artículo
27 de nuestra Constitución, o el derecho hu-
mano a la propiedad marcado en el artículo
17 de la Carta de Derechos del Hombre de 
París de 1948; sin embargo, en esta forma de 
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justicia, se debe reflexionar sobre lo qué pasa-
ría si en lugar de llegar e imponer la fuerza 
del poder gubernamental se utilizara la razón 
y se permitiera que, por su propia elección, 
el ciudadano participara voluntaria y animo-
samente; es aquí donde cabe el espacio para 
la participación ciudadana como forma de le-
gitimar los actos de gobierno, dicho de otra 
manera, los gobernantes y órganos de gobier-
no deben de asumir de una forma conjunta y 
compartiendo responsabilidades, el asegura-
miento de la realización de los fines del Es-
tado. 

Por otro lado, al revisar concienzudamente 
y desde un enfoque científico, se puede de-
terminar en este apartado la siguiente hipó-
tesis, “Los actos de la administración pública 
se legitiman a través de la inclusión de la so-
ciedad en la toma de decisiones”, nuestra 
pregunta de hipótesis sería: ¿De qué manera 
la participación ciudadana puede lograr legi-
timar los actos de gobierno?; si se observa 
bien esta hipótesis se puede apreciar que los 
actos de gobierno funcionan como variable 
independiente, es decir éstos se hacen si o si, 
y la participación ciudadana sería una varia-
ble moderadora para comprobar la hipótesis, 
es decir, en su libertad el Estado puede o no 
considerar la participación ciudadana. Lo que 
queda claro es que en la actualidad existe un  
nuevo paradigma en cuanto a la Administra-
ción Pública se refiere, The open goverment o 
mejor dicho el gobierno abierto, en este nuevo 
paradigma, la teoría de legitimación de poder 
de Max Weber comienza a perder fuerza en la 
era moderna, porque cabe mencionarlo, las 
condiciones actuales no son las mismas que 
prevalecían en el momento de la adopción 
de Weber; en estos tiempos la participación 
y fortalecimiento de los actos de gobierno se 
han estado centrando en la consideración del 
establecimiento de un gobierno de apertura 
e inclusión de los ciudadanos en la toma de 
decisiones. Se han hecho experimentos y se
han encontrado buenos resultados en la uti-
lización de la opinión de los ciudadanos; Ale-
mania es ejemplo con los “núcleos de inter-
vención participativa” que surgen en Wupper-

tal en los años setenta (Ramírez 2010) se 
dieron cuenta que efectivamente se puede 
lograr eficacia y legitimación de los actos de 
gobierno mediante la participación ciudadana.

La legitimación de los actos de gobierno se 
daba con base a en el egoísmo y fuerza del po-
der de los órganos de gobierno, quienes no 
buscaban consolidar procesos de inclusión, 
existía ausencia de voluntad por parte de los 
gobernantes (VILLORIA, 2012); de esta ma-
nera la figura del gobierno abierto trajo consigo 
un nuevo paradigma y mejores resultados 
en la forma de gobernar, los cuales serán ex-
plicados en la siguiente parte de nuestro es-
tudio.

La participación ciudadana como variable 
legitimadora y eficaz de los actos de gobierno
En esta parte del ensayo es conveniente ini-
ciarla de esta manera, con la frase de Bentham: 
“The more strictly we are watched, the better 
we behave” traducc.: Cuanto más estricta-
mente nos vigilan mejor nos comportamos. 

En el párrafo anterior ha quedado explicado 
de qué manera, el nuevo paradigma y avan-
ces científicos del modelo de open goverment, 
han traído resultados positivos para el forta-
lecimiento del gobierno y sociedad. A nivel 
mundial existe una crisis de gobernabilidad 
y de gobernanza; estos dos conceptos son de 
suma importancia en la realización de los fi-
nes del Estado, es decir, sin gobernabilidad y 
sin gobernanza un Estado no puede avanzar, 
ósea, sin acciones encaminadas a la consecu-
ción del bien común menos. Es aquí donde se 
debe  establecer una noción básica de lo que 
se entendiendo por participación ciudadana;  
partiendo del enfoque  legal,  según lo estable-
cido en el artículo 3 de la Ley de Participación 
Ciudadana del Estado de Nuevo León, que a 
la letra dice: “La participación ciudadana es 
el derecho de las y los ciudadanos a interve-
nir y participar, individual o colectivamente, 
en las decisiones públicas, en la formulación 
y evaluación de las políticas, programas y 
actos de gobierno”, la inclusión de la sociedad 
en la toma de decisiones nos ha alcanzado, el 
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gobierno y el nuevo paradigma de la gober-
nabilidad y gobernanza ya tienen su aliado. 

Ahora bien, desde un enfoque socio político 
(DELLA PORTA, 2013) y sobre todo Bentha-
miano y de su teoría del utilitarismo, que es 
lo que el Estado debe de esperar de la socie-
dad para poder ser incluyente, el referido ar-
tículo señala que la participación ciudadana 
debe contribuir a la solución de problemas
de interés general y al mejoramiento de las 
normas que regulan las relaciones en la co-
munidad; ahora bien, esta inclusión no se 
da de una manera fácil, existe una proble-
mática en este intento de permisión de la 
participación ciudadana en la administración 
publica que han dado lugar a la teoría de la 
complejidad de la acción conjunta (GUERRE-
RO, 1999), para continuar cabría hacer la si-
guiente pregunta: ¿Hasta qué punto puede
esta complejidad de la acción conjunta ser
una pared? ¿qué habría que franquear para
poder avanzar en el establecimiento de la
buena relación entre gobierno y ciudadano?; 
pudiera ser de mucha utilidad tomar en con-
senso una teoría más, la teoría de la elec-
ción racional de Weber y ver desde esta teo-
ría a qué punto el mismo ciudadano en su
libre albedrío opta por no participar; en fin,
si se está a lo señalado en el artículo 3 de
la Ley de Participación Ciudadana del Esta-
do de Nuevo León, señala que le corresponde 
al Estado garantizar la utilización de todos 
los medios de comunicación institucionales, 
así como las redes sociales, para proveer la
información, difusión, capacitación y educa-
ción, para el desarrollo de una cultura dem-
crática de la participación ciudadana. 

Desde esta perspectiva y sabiendo lo nece-
sario que es mantener la comunicación con 
los ciudadanos para que estos estén debida-
mente informados y puedan participar en las
convocatorias en las que su participación 
sea necesaria, creemos que este mecanismo 
sería una solución a la teoría de la comple-
jidad de la acción conjunta. Por otro lado, la 
comunicación dentro de esta perspectiva de
inclusión del ciudadano sería una variable mo-

deradora para demostrar que un ciudadano
bien informado tiene mayor disponibilidad de
participar en actos de gobierno. 

Siguiendo con la explicación, debemos men-
cionar que el concepto de participación ciu-
dadana, y porque no de la nueva forma de 
gobierno, dentro del marco del gobierno abier-
to juegan un papel muy importante, dentro 
de los mismos principios que conceptuali-
zan lo que es el gobierno abierto y como se 
desarrolla el proceso, va encaminado la for-
zosa intervención de los ciudadanos en la toma 
de decisiones de gobierno, más aún en los 
mecanismos como la Agenda de Gobierno 
Abierto señalan como principio indispensa-
ble en el establecimiento de esta forma de
gobierno que los planes de acción naciona-
les deben ser llevados a cabo incluyendo la
participación activa de los ciudadanos y so-
ciedad civil (NASER, 2017).

Ahora bien, esta inclusión de la sociedad 
obedece al descontento que existe de la fun-
ción gubernamental, los malos manejos de 
los recursos y el abuso a la libertad del go-
bierno de conducirse desmedidamente en la 
utilización de los recursos, esto provocó esta 
crisis que dio como resultado, según lo expli-
ca Guy Peters, a que surgiera la propuesta 
del cambio de reglas: El cambio en el sector 
público es la regla más que la excepción, 
(CARDENAS, 2000), en este cambio de re-
glas la participación ciudadana encontró su 
lugar y con ello la legitimación de los actos 
de gobierno. En nuestra era, la participa-
ción ciudadana y legitimación de los actos de 
gobierno van emparejados de alguna manera, 
aun no forzosa para los gobernantes, pero 
si más equitativa y de resultados positivos 
como se ha comprobado en algunos países. 

Gobierno digital en el nuevo esquema de
 la Administración Pública
Al señalar la visión de un gobierno digital nos 
es ineludible analizar el mecanismo que se 
forma en torno a la democracia participa-
tiva dentro de esta vía; por tal motivo, la in-
teracción que ha provocado esta nueva for-
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ma de gobernanza ha traspasado la esfera del
clásico gobierno para acceder a la plataforma 
del paradigma del nuevo esquema de gobier-
no, es decir, del gobierno abierto, presentado 
aquí con la visión de los nuevos retos que van 
desde la observación de la participación, has-
ta tener una relación más activa de los ciuda-
danos dentro de la Administración Pública, 
dando con esto un gran paso para que el 
establecimiento de nuevos principios que for-
talezcan el sistema del gobierno digital den-
tro del marco del gobierno abierto, basando es-
te mecanismo, entre otros,  bajo el sistema de 
transparencia y rendición de cuentas corres-
pondiente a la gestión de recursos.

Con esto, se ha constituido un nuevo enfoque 
del concepto de la democracia, concibiendo 
ahora la idea de una democracia interactiva 
plasmada bajo la idea de un modelo de demo-
cracia “que se basa en un diálogo constante 
y cotidiano entre el gobierno y la sociedad, fa-
cilitado por la tecnología de la información y
que influye directamente en el proceso de to-
ma de decisiones y en la adopción de políti-
cas públicas específicas” (UGALDE, 2016). 
Se ha cambiado la manera de interactuar dado 
la transformación de la era digital sin que-
dar al pormenor la participación ciudadana
dentro de las gestiones del gobierno digital y 
su colaboración se hace más evidente den-
tro de las intervenciones de la Administra-
ción Pública, referente a los planes, agenda
digital, así como para determinar las polí-
ticas públicas tendientes a satisfacer las ne-
cesidades de la misma sociedad.

La implicación de la gestión de la autoridad 
por medio de la tecnología constituye una 
nueva forma de interactuar con la sociedad 
en esta visión del gobierno digital, lo cual ha 
provocado la vinculación de la participación 
de los ciudadanos en un gobierno más activo; 
esto, a través de la introducción de la tecno-
logía para establecer la transparencia en la 
gestión pública,  además la nueva manera de
gobierno representa una propuesta para al-
canzar un modelo que permita, entre otras 
cosas, agilizar los trámites, atender quejas, de-

nuncias, recibir propuestas, de una manera 
más expedita, todo esto forma parte de los
pilares de la nueva gestión pública. El alcan-
ce de esta transformación dentro de la nueva
gestión se traduce en el acceso a la informa-
ción y de la manera en que se mejora la ges-
tión y administración del gasto público, de
cierta forma va más enfocado a la solución de 
las problemáticas manifestadas por los ciu-
dadanos a través de estas herramientas, las
cuales generan la posibilidad de mantener la
comunicación entre gobierno y sociedad per-
manentemente. Cabe sostener  que los nuevos
mecanismos manifiestan un acierto por parte
de la Administración Pública. 

Ha cambiado el diseño organizacional dentro 
del parámetro horizontal del gobierno abierto; 
cabe señalar, que se trata de la inclusión de la 
participación ciudadana a través del uso de 
la tecnología. Dentro de este nuevo enfoque 
de la administración pública, se ha logrado 
establecer una forma de participación más 
comunicativa con los poderes y, a la vez dar 
una mejor transparencia, desde esta perspec-
tiva se busca dar cumplimiento de las necesi-
dades dentro de los niveles del gobierno para 
señalar las políticas públicas acorde a fomen-
tar la solución de los conflictos dentro de la so-
ciedad.

Para ejercer el cambio de paradigma hacia 
la conceptualización de una administración
pública en injerencia hacia el gobierno abier-
to, se debe manejar tanto la implicación de 
las estrategias tecnológicas como jurídicas, y 
así dar este cambio de accesibilidad, intero-
perabilidad, para que la forma de ejercer es-
ta comunicación sea de una manera efecti-
va, accesible y con esto lograr dar eficacia y
eficiencia en la forma de interactuar.

Ahora bien, de acuerdo al esquema de inclu-
sión de la participación ciudadana se van ge-
nerando compromisos para dar esta pauta de 
efectividad a las políticas y programas de la 
administración pública. Para esto, el gobierno
debe realizar los cambios necesarios que cul-
minen en la comunicación y resolución de 
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las necesidades manifestadas por las distin-
tas comunidades; esto es lo que representa 
esta manera de interacción de la nueva for-
ma de gobierno, caracterizado por la gestión
efectiva en base a la conjunción de las actua-
ciones del gobierno con la intervención de la 
participación ciudadanía, señalando las limi-
taciones y la forma de ejercer el poder dentro 
esta apertura de la administración con la in-
tervención de una comunicación más directa
con los ciudadanos, procediendo aquí hacia la
realización de una gestión eficaz, transparen-
te, pero sobre todo de resultados positivos para
ambos bandos. Esta apertura de comunicación
directa que se efectúa con base en la uti-
lización de los medios electrónicos, entre los
que destacan las redes sociales, ha significado 
una metamorfosis eminente que obedece al
cambio del gobierno tradicional a la transfor-
mación de esta nueva forma de gobernanza 
a través del gobierno digital. La oportunidad
que se tiene en este nuevo siglo de ejercer 
estos principios ofrece un panorama muy bas-
to que provee el cambio de la nueva transfor-
mación y conceptualización del Estado.

Ahora bien, en el marco de esta flamante es-
trategia de la función de la Administración 
Pública referente a la gobernanza colabora-
tiva, se distingue esta complicidad entre la 
sociedad y la configuración del nuevo Estado, 
evidentemente marchando bajo la primicia 
de las bases del interés colectivo. Dicha aper-
tura gubernamental se va incrementando, ha 
tomado valor y se ha alcanzado a construir el 
lazo de confianza, lo que se ha logrado bajo el 
establecimiento de canales amplios de comu-
nicación que han producido y evidenciado, con 
base en resultados que han servido de tes-
timonio, las acciones positivas de la adminis-
tración pública. 

Es menester mencionar el papel que han ju-
gado las plataformas tecnológicas, las cuales 
dentro de este esquema se han constituido 
como un elemento de suma importancia para 
la transformación de la actividad adminis-
trativa. Con la introducción de las tecnolo-
gías se ha conseguido reunir información y 

con esto se ha modificado y eficientizado 
la manera de dirigir las políticas públicas y 
la toma de decisiones, las cuales, se condu-
cen dentro del marco de la relación que se 
fomenta entre el gobierno y los ciudadanos; 
se han encontrado este tipo de alternativas 
en la nueva forma de administración, las cua-
les han venido a marcar el cambio respecto 
al gobierno que se tenía. Podemos decir que 
la gobernanza en este nuevo esquema ha en-
contrado un gran aliado y la crisis de gobier-
no ha encontrado un remedio significante.

Por medio de la gobernanza colaborativa se 
obtuvo acceso a la integración de un nuevo 
esquema de acumulación de información, se
logró obtener conocimiento, además se insta-
uró una mejor funcionalidad en los procesos 
de la administración pública. En estos tiem-
pos se habla de un gobierno abierto que ha 
encontrado su lugar y que ha entregado fru-
tos. En este orden, queda de manifiesto que 
se gobierna bajo el sistema de gobierno abier-
to “en la medida en que exhibe evidencias de 
estar centrado en las necesidades efectiva-
mente reveladas de ciudadanos y de impulsar 
interacciones con y entre ciudadanos, emplea-
dos, funcionarios, políticos, organismos públi-
cos, asociaciones de la sociedad civil” (DÍAZ-
RATO, 2013).

Es importante señalar, que uno de los alcan-
ces del gobierno abierto y la participación 
colaborativa, dentro del nuevo esquema de 
gestión, es la aplicación de las plataformas
con la interoperabilidad y la aplicación de la 
inteligencia artificial que van a permitir, a tra-
vés de los algoritmos, administrar la infor-
mación que se recaude para ser analizada
sistemáticamente; para ello, será necesario
revisar, de una manera minuciosa, los pro-
cesos de selección de información que per-
mitan acertar en la toma de decisiones gu-
bernamentales y fortalecer de esta manera 
la función de la administración pública. Esta 
forma de generar y administrar conocimien-
to, como se observa, forma parte de las nue-
vas acciones que se han venido implementan-
do y que han permitido edificar el nuevo con-



González -Sanmiguel  y Rivera-Rodríguez . El gobierno digital 30REVISTA DYCS VICTORIA

cepto de gobierno. Asimismo, la transparen-
cia y claridad de los procesos, además de la fa-
cilidad de acceso a la información pública, sal-
vo aquella que dicta la ley, como clasifica-
da, reservada o confidencial, ha logrado dar
una rendición de cuentas de las activida-
des por parte del Estado de una manera
más precisa y expedita y responder a las ex-
pectativas de los ciudadanos. 

En atención a lo expresado en las líneas pre-
cedentes y a manera de observación, cabe 
señalar que el uso de nuevas plataformas y 
algoritmos de tecnología de la nueva era gu-
bernamental, conlleva a la reflexión de que 
se debe legislar para poder determinar de una 
manera más clara, cuál es la información pú-
blica  que es pública y aquella que no tiene 
ese carácter, es decir, aquella que no tenga 
esa condición, toda vez que, en estos nuevos 
mecanismos de acumulación de información,
debe ser tratada con la debida importan-
cia y respeto de lo que establece la ley res-
pecto a la apertura y manejo de la informa-
ción pública que debe ser confidencial.

Para continuar con el análisis, cabe sostener 
que, al darse esta apertura de datos, así como 
de la información pública, se garantiza a la 
ciudadanía obtener fácilmente cualquier in-
formación que se llegue a generar y aquella 
que los gobiernos por ley deben de propor-
cionar a los ciudadanos. Si lo vemos desde el 
punto de vista positivo, esto permitirá, a tra-
vés de los posibles cuestionamiento que evi-
dencien los ciudadanos, elegir los datos más 
pertinentes para evaluar la efectividad de 
las actividades que se hayan o estén reali-
zando; con esto, además de seguir generando 
conocimiento, se sostiene el principio de 
inclusión del ciudadano dentro de la organi-
zación del Estado, obviamente siempre que 
los señalamientos ciudadanos se manifies-
ten a través de los mecanismo pertinentes 
para establecer dicha inconformidad o acep-
tación de las acciones de gobierno, creando 
una solidificación de la nueva era de la Admi-
nistración Pública puesta al servicio del 
ciudadano. Con los procesos de participación 

de los ciudadanos se busca, como se ha ve-
nido manifestando, la creación de las políti-
cas públicas dirigidas y acordes a la satisfac-
ción de las necesidades planteadas por la ciu-
dadanía dentro del marco del gobierno abier-
to indudablemente; todo lo anterior, bajo el 
establecimiento de los canales de comunica-
ción permanente que ofrece el esquema del 
gobierno digital.

Podemos denotar que la dinámica social ha 
cambiado el rumbo y paradigma de la gestión 
de las políticas públicas, el cual se ha direc-
cionado hacia la concepción de la gestión 
gubernamental incluyente para ocuparse de
una manera eficaz, de los problemas que a-
contecen dentro de la sociedad e implemen-
tar la solución de éstas con el ejercicio ópti-
mo del presupuesto, ejercicio que permita 
generar las condiciones necesarias para lle-
var acabo las debidas acciones y fomentar la 
conexión e incorporación de la sociedad den-
tro de las acciones de la administración pú-
blica, dando así, la democratización plura-
lista para lograr los objetivos que permitan
alcanzar el bien común.

Ahora bien, la efectividad dentro de las fun-
ciones de la administración pública se puede 
observar mediante la facilitación de los trá-
mites, de una manera más accesible, a través
de las páginas digitales del gobierno, debido 
a que los instrumentos que se encuentran 
dentro de dichas plataformas se generan para 
dar una facilidad en el acceso a ellos, consin-
tiendo aquí una modificación positiva dentro 
de la injerencia de la actuación de la adminis-
tración pública de una manera que se adapta 
a la “inducción al servicio público, participa-
tivo, reflexivo y comprometido con una ética 
de comportamiento” ( MEJÍA, 2016), cambian-
do el estigma hacia una cultura social dife-
rente hacia la actividad de la Administración 
Pública consolidando los principios que debe 
contener la función pública, contemplados den-
tro de los lineamientos del gobierno abierto, 
atrayendo una configuración de parámetros 
de medición y respuesta para fortalecer la re-
lación de estado-sociedad, y forjar una admi-
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nistración pública tendiente hacia la orienta-
ción de un sistema abierto pero sobre todo
efectivo.

Por otro lado, la intervención de la sociedad 
en la función de la Administración Pública 
debe precisar una nueva forma de acción que 
incluya una ideología funcional, es decir, una 
concepción que no establezca una postura 
determinante únicamente para un grupo en
particular sino más bien general. Se deben 
ejercer acciones que realmente sean un ins-
trumento de apoyo para las políticas públicas
que permitan consolidar la gobernanza del
Estado, es decir, se debe caracterizar como un
gobierno eficaz y que se determine la infle-
xión administrativa desde la participación 
ciudadana incluyente y sin distingos, seña-
la como algo que puede ser controvertida den-
tro de una noción fluida de un sistema de go-
bernanza que vaya acorde a la estructura y 
los mecanismos tendiente a la legitimación de
las funciones que el estado efectúa.

A través del acercamiento con la población, 
que propicia una participación más activa, 
se ha logrado entrar a la iniciativa que ayu-
den al progreso del Estado, atrayendo esta 
apertura al establecimiento de la comunica-
ción por las modernas vías que permiten el 
uso de la tecnológica, lo que ha motivado de-
terminar que se puede captar la atención de 
la ciudadanía. Con la intervención de los dis-
tintos grupos de la sociedad se ha podido 
revisar, exigir y redirigir las tareas que efec-
túa el Estado al realizar las funciones que le 
corresponden y a través de la publicación de 
sus acciones, así como la transparencia de 
los ingresos que se reciben y los gastos que
se ejecutan, se ha venido dando este cambio
de paradigma de la gestión pública. 

El modelo de la nueva era de la función admi-
nistrativa dentro del concepto del gobierno di-
gital y con la participación ciudadana ha mar-
cado cambios significativos en este esquema 
de gobierno, se ha alcanzado a establecer el
modelo de Estado eficiente y eficaz capaz de
ejercer cabalmente sus funciones.

Aportes al nuevo esquema de la Administra-
ción Pública
Dentro del nuevo enfoque de la administra-
ción pública hacia la aplicación de la tecno-
logía, como nueva forma de gobernanza, éste 
juega un papel muy importante. Para avanzar 
con nuestro análisis, se debe definir primor-
dialmente el papel y la manera en que fun-
cionara la participación ciudadana, toda vez
que la inclusión del ciudadano en la toma de
decisiones ha traído, en el contexto político-
jurídico, un cambio hacia la democratización
de la gestión de la administración pública,
concibiendo una identidad social en las bases
de la gobernabilidad y marcando, a través de
los lineamientos jurídicos pertinentes, como
resultado la eficiencia, pero sobre todo se ha
establecido un  equilibrio entre los interés de
la comunidad y las obligaciones imperantes
de los órganos de gobierno, logrando de esta 
manera enfocar el nuevo rumbo hacia la era
moderna de la gobernabilidad del Estado.

Al concebir una nueva esquema de gobierno, 
se distingue otro elemento de suma impor-
tancia que juega un papel trascendental, nos 
referimos al acceso a la información, ya que 
a través de este sistema la comunicación y di-
fusión de las acciones de gobierno, que permi-
ten al ciudadano expresar su sentir y mani-
festar sus opiniones, se ha establecido un 
parámetro de medición, pero sobre todo de 
retroalimentación y fortalecimiento; en el caso 
que sean tomadas en cuenta dichas opinio-
nes, para elevar la calidad de las políticas pú-
blicas que decida el ente gubernamental lle-
var a cabo. La transformación del contexto de 
la gestión y la reconstrucción del paradigma 
de gobierno-sociedad, evidentemente dentro 
del marco de la gobernanza y gobernabilidad, 
se convierten en un ejercicio alcanzable; cabe 
señalar, que dentro de este contexto debe en-
tenderse como “governance alude a la capaci-
dad de gobernar la cual suele ser evaluada a 
través de indicadores tales como: eficiencia, 
eficacia, honestidad, transparencia, respon-
sabilidad, con que debe operar la administra-
ción pública para mejorar su actuación y, en 
consecuencia, la calidad de vida de las ciuda-
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des. La gobernabilidad, refiere, en cambio, a esa 
misma capacidad de gobernar pero en un sen-
tido más amplio, incluyendo todos los ele-
mentos antes considerados, pero incorporan-
do también todo aquello que surge del cam-
po de las relaciones sociales, del ejercicio de
la democracia, de las formas de participación
y representación social y de la legitimidad
que deben generar las acciones gubernamen-
tales”(ZICCARDI, 2020), generando una des-
concentración de los poderes y dando esa
flexibilidad dentro de los procesos y trámi-
tes, lo que permite  marchar  hacia un cambio 
verdadero, en el que la determinación de 
enfocarse en las necesidades sociales  es una 
realidad.

Existe un gran desafío para lograr la inte-
gración de la tecnología dentro de la fun-
ción de la administración pública, ya que, en
este contexto se trae aparejado el movimien-
to digital, además de contar con la obliga-
ción por parte del Estado de dar los instru-
mentos, herramientas y mecanismos nece-
sario para que los órganos de la Administra-
ción Pública puedan realizar su gestión den-
tro del nuevo contexto. Ahora bien, a través 
de las plataformas digitales se van marcan-
do las vías de las políticas públicas dirigidas 
hacia  la acción de generar la capacidad para 
la transformación de la gobernabilidad y de la
gobernanza.

Por otro lado, el ejercicio de gobernabilidad 
va forjando camino dentro de los parámetros 
del gobierno digital y de la administración 
pública, en este contexto de buen gobierno 
es menester analizar las características de la 
forma de ejercer el poder en base al nuevo mo-
delo de Administración Pública independien-
temente de los diferentes niveles de gobierno. 
Se ha dado un “nuevo estilo de gobierno y ges-
tión pública que se caracteriza por un mayor 
grado de cooperación y vinculación entre el 
Estado y las organizaciones no estatales en
el marco de las redes decisionales desarrolla-
das entre los diferentes niveles gubernamen-
tales y los actores sociales y privados” (MAY-
NTZ, 2001). Queda claro que la concepción de 

la manera de gobernar ha cambiado, en esta 
era  del nuevo modelo de la digitalización es 
imperante acaparar opiniones y sugerencias 
de los ciudadanos; este enfoque de la nueva 
administración de carácter incluyente, ha 
contribuido a fortalecer la credibilidad de las 
decisiones de los actores políticos, obvio, solo 
de aquellos gobernantes que han optado por 
otorgar esta apertura y permitir espacio a sus 
gobernados, el sistema ha transformado  la 
esfera del nuevo orden del poder. En la actua-
lidad la planificación y elaboración de los 
planes de desarrollo de los municipios deben 
incluir la participación ciudadana, si es que 
se quiere legitimar el valor de las acciones 
políticas y de la gestión gubernamental que
permitan alcanzar el desarrollo de las enti-
dades, bajo la organización de roles, planes 
de trabajo, y señalando estrategias que sean
incluidas dentro del plan de desarrollo, esto
marca diferencia entre la nueva forma de go-
bernar y el viejo sistema.

Los desafíos que se han presentado dentro de 
la transformación de la administración públi-
ca, es decir, el paso para transitar de la ma-
nera tradicional de gobernar hacia la era 
electrónica, ha dado como resultado el esta-
blecimiento de todo un reto que consiste en 
poder lograr activar de una manera abultada 
la participación ciudadana, esta forma de 
utilizar la tecnología y dar entrada a la digi-
talización permiten visualizar una oportuni-
dad enorme para alcanzar la reconstrucción
de las relaciones entre gobernantes y gober-
nados, se escucha una utopía, sí, pero ya se 
cuenta con resultados obtenidos en las ad-
ministraciones que han mutado a estas di-
mensiones de la era tecnológica, queda evi-
denciado que es posible realizar una Admi-
nistración Pública bajo este esquema nuevo 
de gobernanza. Ahora bien, haciendo un análi-
sis de la funcionalidad de la transparencia 
y accesibilidad de la información dentro de es-
te proceso, se observa que la brecha existen-
te en el acceso a la información ha sido miti-
gada, ya que, con este esquema digital, se 
construyen canales de comunicación abier-
tos directamente a la ciudadanía, lo cual ha
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dado como resultado el fortalecimiento de la
comunicación directa con los ciudadanos y 
evidentemente de la eficiente gestión de las
políticas públicas.

En lo que respecta al sector público, se pue-
de contemplar que no está alejado de los  acon-
tecimientos de lo que implica esta revolución
de la inteligencia artificial, la cual ha alcan-
zado al sistema de gobierno, el resultado es vi-
sible y se observa a través de la adopción del
sistema de gobierno abierto, accediendo a la
digitalización y a los nuevos parámetro dentro
de la Administración Pública; por un lado, es
posible medir la colaboración de los ciuda-
danos y catalogar la informaciónque se obtie-
ne; todo esto, al final ha redituado en el for-
talecimiento de la transparencia y dar res-
puesta a las gestiones solicitadas a través del 
esquema del gobierno abierto.

Como se ha explicado en párrafos anterio-
res, la tendencia dentro del nuevo esquema del 
gobierno digital tiene como objetivo la demo-
cratización y apertura de la participación 
ciudadana. A través de la utilización de la tec-
nología se logra mantener el acercamien-
to con la ciudadanía; a este método de admi-
nistración de conocimiento se le ha deno-
minado “Las Tecnologías de la Información,
Comunicación, Conocimiento y Aprendizaje 
digitales” (TICCAD); este procedimiento ofre-
ce una forma de mejorar la capacidad insti-
tucional de la administración pública. 

Para implementar dicho diseño, no solamen-
te de manera física sino dirigido hacia el soft-
ware correspondiente, se ha permitido gene-
rar información clasificada a través del univer-
so de las peticiones e interacciones entre go-
bierno y sociedad, vía plataforma digital. Todo
esto ha sido un paso hacia la concepción del
nuevo concepto de gobernabilidad a través
de gobierno digital. 

Desde el enfoque socio-político y socio-jurí-
dico, al apreciar, después de lo expresado en 
estas líneas precedentes, la diferencia entre 
gobierno abierto y digital, se vuelve necesa-

rio, la conceptualización de ambos términos; 
ya que, se contempla como gobierno abierto 
aquel que mantiene abiertos los canales de 
comunicación mediante los cuales permea la 
información hacia los ciudadanos, de  manera 
que puedan tener conocimiento de las accio-
nes realizadas o que se pretenden realizar y, 
sea cual sea el caso, cuenten con la oportuni-
dad de nutrir el accionar de la administración 
con sus opiniones, sugerencias e incluso sus 
quejas; todo esto, con el fin de generar los 
datos necesarios para evaluar el desempeño 
y tino de las acciones de gobierno. En cuanto 
al gobierno digital se puede decir que son los 
mecanismos de acción establecidos, mediante 
los cuales las TICCAD constituyen las herra-
mientas a través de las cuales se genera y 
administra la información que se recupera de 
la participación y opinión ciudadana, estos 
mecanismos dan al ciudadano la ocasión de 
acceder a la plataforma de gobierno, promo-
viendo, de esta manera, de la participación 
ciudadana, que en este esquema de gobierno 
abierto constituye una de las figuras indis-
pensables,  de las políticas públicas de una ma-
nera colaborativa basadas en tres principios
manifiestos dentro de estaforma de gobernar
que son:
•	 Transparencia 
•	 Participación Ciudadana 
•	 Colaboración Activa y Permanente

El objetivo del gobierno digital, como se ha 
observado, consiste en promover la eficacia 
de la Administración Pública con base en una 
democracia participativa, basada en la inclu-
sión de la opinión de los ciudadanos, lo cual se 
logra con la implicación de las TICCAD, ya que, 
de esta manera, la accesibilidad a los porta-
les de participación y comunicación con el
ciudadano, así como la transparencia den-
tro de los procesos del cambio, están a la ma-
no del ciudadano.

El paso del gobierno electrónico marca una 
cuestión de comunicación más directa a través 
de gobierno digital, debido a que a través de 
aquel su funcionalidad era la creación de 
portales que contuviera la información de las 
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dependencias del gobierno, tener la informa-
ción referente a servicios y trámites, ya sea 
para consulta, información o para ver los pa-
sos o los requisitos que se necesitaban para 
acceder a estos, ello dio paso a una nueva ver-
sión de atención ciudadana, con lo que se ges-
tó la creación de la ventanilla única, median-
te la cual se permitió al ciudadano un nuevo 
mecanismo de presentación de trámites y así 
se empezó a dar esta interacción por medio 
de la vía electrónica con  la que se cuenta
actualmente.

La implementación de la tecnología funcio-
nal, mediante la cual se logró mejorar  la co-
municación entre la sociedad y la adminis-
tración, significó el avance a través de la 
aplicación de la agenda digital; se ha imple-
mentado el uso de las TICCAD para dar acce-
sibilidad al gobierno digital, se puede men-
cionar que se ha creado con esto el estatuto 
del ciudadano digital, es decir, este derecho
que se tiene para usar los instrumentos co-
rrespondiente y dar el acceso a través del 
internet de manera gratuita, para ingresar y 
realizar los trámites correspondiente; además, 
este sistema genera economías al ciudadano, 
ya que, el acceso a los trámites o presentación 
de quejas y/o sugerencias se pueden reali-
zar desde el domicilio del ciudadano, desde su 
teléfono móvil, las aplicaciones creadas por 
muchos gobiernos en los distintos órdenes, 
han servido de mucho para permitir el fácil 
acceso a los trámites y servicios, pero sobre 
todo al establecimiento efectivo con los go-
bernantes que están a la vanguardia de la 
nueva era del gobierno digital, aún hay mu-
chas cosas por hacer pero la manera en la
que el uso de la tecnología se ha ido im-
poniendo es impresionante, además de ha-
berse convertido en una necesidad imperan-
te de un gobierno moderno, abierto y funcio-
nal.

Por otro lado, el uso de las TICCAD trajo 
consigo un nuevo paradigma de los derechos 
fundamentales, la voz de las organizaciones 
internacionales no se hizo esperar, con ello 
el concepto adoptado como “universalidad 

de Internet “por la UNESCO (2015) determi-
na cuales son los principios referentes que  
son:
a) Democracia. Está referida a los derechos
 humanos.
b) Apertura. Estableciendo que los datos, re-
cursos, software deben ser abiertos.
c) Accesibilidad. Debe ser una manera sen-
cilla y dar acceso a toda una forma asequible
 para ingresar.
d) Multisectorialidad. La relación que se efec-
túan con los sujetos que intervienen dentro
 de estas relaciones. 

Dando como resultado la ampliación del nue-
vo paradigma del gobierno digital en el que  se 
debe considerar la  implicación en la actuali-
dad, del acceso universal  al internet como un 
derecho humano; esto, bajo la primicia de la 
igualdad, ya que a través del nuevo esquema 
se busca facilitar el acceso al ciudadano inclu-
so para que pueda ejercer sus derechos polí-
ticos, civiles y, sobre todo, para realizarlo en 
las mismas condiciones, sin distingo de raza, 
sexo, color, creencias religiosas, entre otras, 
pero sobre todo tratando de acortar las brechas 
para que las diferencias económicas no sean 
un obstáculo para el acceso al uso de la tec-
nología entre los ciudadanos. Es muy facti-
ble en la actualidad poder utilizar un por-
table y redes sociales, las nuevas generacio-
nes gozan de una facilidad en el uso de la tec-
nología y nuevos esquemas de comunicación, 
esto en un corto tiempo detonará el acceso a 
las plataformas de participación ciudadana 
digital, y este ciudadano digital traerá un nue-
vo concepto del gobierno abierto, es una rea-
lidad que en breve se estará hablando del nue-
vo “gobierno abierto universal”. Por último 
cabe mencionar que estas acciones, además 
de ofrecer al ciudadano contar con la posibili-
dad de participación coactiva con el Estado, 
también le permitirá exigir de una manera 
constante a sus gobiernos los resultados que 
se esperan de cada gobernante que asuma 
el poder; por eso  es necesario proporcionar 
la conectividad al internet de una manera 
universal, así como implementar los meca-
nismos que permitan acceder, de una manera 
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fácil, a las plataformas del gobierno digital y 
dejar abiertos los puentes de comunicación 
entre gobierno y sociedad. Es menester citar 
de nuevo la frase de Jeremy Bentham: “The 
more strictly we are watched, the better we 
behave” traducc.: Cuanto más estrictamente
nos vigilan mejor nos comportamos. 

Conclusión
En esta nueva era, la participación ciudadana 
y los actos de gobierno forman una mancuer-
na indisoluble. Con la llegada del esquema de 
gobierno abierto los gobiernos actuales se ven 
apresurados en la adopción y establecimien-
to de este nuevo paradigma transformador 
de la forma clásica o tradicional del sistema 
de gobierno, paradigma, que como quedó expli-
cado, obedece a diferentes principios en los 
cuales se buscan dos cosas, primero la recons-
trucción de la relación Estado sociedad y, por 
otro lado, la legitimación y eficacia de los ac-
tos de gobierno; estas coyunturas que se die-
ron a partir del nuevo siglo, han permeado 
progreso y orden, ambos hacían falta; por ser 
un reciente modelo la resiliencia y retardo 
en la adopción e imposición de procedimien-
tos administrativos avanza a pasos lentos; sin
embargo, es inminente que los principios del
establecimiento del gobierno abierto y de 
resultados no será opción sino más bien una 
consecuencia de las buenas prácticas de los
gobiernos en los tiempos actuales. 

Por otro lado, la era digital ha llegado, en 
muchos países solo de paso, en otros ha soli-
dificado una forma de acercamiento del go-
bierno a la sociedad, quienes en complicidad
tienen a bien compartir información inva-
luable que ha servido,  como en el caso de Ale-
mania bajo el modelo de los “núcleos de in-
tervención participativa” surgido en Wup-
pertal en los años setenta años 70s, (RAMI-
REZ, 2010) o como en Estados Unidos de
América bajo el modelo Open Government 
establecido por Obama (VILLORIA, 2012),  
para mejorar los recursos y erario público, 
direccionando políticas públicas acordes a 
las necesidades colectivas. Ahora las políti-
cas no tienen excusa para ser manejadas de 

manera eficiente y lejos de toda ocurrencia de 
un gobierno autoritario y sordo a la escucha 
de las opiniones y exigencias sociales, ya no 
da como forma de administración el autorita-
rismo e indiferencia gubernamental, no bajo 
la estafeta del gobierno abierto, incluyente 
en esta era de la Administración Pública di-
gital, mejor conocida como gobierno digital
que como nuevo paradigma se consolida a 
pasos firmes.

La gobernanza es la capacidad de poder eva-
luar los fines que se deben cumplir y  esta 
toma decisiones va en conjunto con la Admi-
nistración Pública junto con la inclusión de
la participación ciudadana, dando con esto 
un paso al cambio hacia el mundo intangible, 
generando esta forma de comunicación a tra-
vés del gobierno digital, ampliando  el marco 
de los principios tendiente a  cumplir con los
objetivos de la transparencia y la colabora-
ción activa para solidificar la unión y que
se traduzca en acciones que ayuden a to-
dos los habitantes de todo Estado a recibir
lo que les corresponde.
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Resumen
Es importante iniciar declarando que cuando se impone una pena privativa de libertad, lo que se bus-
ca es alcanzar el que se prevenga que el sentenciado ejecute subsecuentemente acciones delictivas.
En efecto, el concepto de la pena evoluciona en cuanto al significado que se le atribuye. Esto en
razón del contexto social, político, económico en que las normas establezcan los medios para el 
cumplimiento de las funciones en los sistemas de reclusión, principalmente en la protección de
los derechos humanos. Con ello se subraya que las penas y medidas de seguridad impuestas por 
los códigos, requieren seguir analizándose con minuciosidad en el alcance de su valoración. Por lo
anterior, en este artículo se considera determinante analizar el estado actual del sistema de rein-
serción social en México, enunciado los principales aspectos en la gestión de los centros peniten-
ciarios que dificultan acceder al propósito de integrar a las personas egresadas del sistema de justi-
cia a su comunidad, en condiciones estables. A modo de conclusión se observa que uno de los mayores 
desaciertos radica en la omisión de requerir a personal capacitado y trabajando en interdisciplinarie-
dad en los asuntos que involucran la contención del delito, a partir de las instituciones dipuestas
para tales objetos. 

Palabras clave: Derecho, pena y reinserción. 

Abstract
It’s important to start by stating that when a custodial sentence is imposed, what is sought is to en-
sure that the sentenced person is prevented from subsequently executing criminal actions. Indeed, the 
concept of punishment evolves in terms of the meaning attributed to it. This is due to the social, poli-
tical, and economic context in which the norms establish the means for the fulfillment of the functi-
ons in the prison systems, mainly in the protection of human rights. This underlines that the penalties 
and security measures imposed by the codes require further careful analysis in the scope of their ass-
essment. Therefore, in this article it’s considered decisive to analyze the current state of the so-
cial reinsertion system in Mexico, enunciating the main aspects in the management of penitentiary 
centers that make it difficult to access the purpose of integrating people who have graduated from the 
justice system to their community, in stable conditions. By way of conclusion, it’s observed that one 
of the greatest mistakes lies in the omission of requiring trained personnel and working in interdisci-
plinarity in matters that involve the containment of crime, from the institutions arranged for such 
objects.

Keywords:  Law, punishment and reinsertion. 

1Universidad Autónoma de San Luis Potosí

Challenges of the Social Reinsertion System in MexicoChallenges of the Social Reinsertion System in Mexico

FECHA RECEPCIÓN: 03/09/2021 FECHA DE ACEPTACIÓN: 20/09/2021
*Autor para correspondencia: luis.osornio@uaslp.mx/Adscrpción:Universidad Autónoma de San Luis Potosí

Tomado  de:   https://pixabay.com/es/photos/personas-amigos-juntos-contento-4050698/

 https://doi.org/10.29059/rdycsv.v3i2.123



Osornio y Col.  Reinserción Social en México 38REVISTA DYCS VICTORIA

Introducción
La reinserción social es un derecho humano 
al que toda persona, sean procesados y/o 
sentenciados, que se encuentran privados de 
la libertad en algún centro penitenciario en 
México, debe tener oportunidad de acceder. 
Además es menester reconocer que pese a 
estar estipulado y reglamentado, este no se 
cumple efectivamente. Hecho por el cual las 
autoridades de México han sido acreedoras 
a diversas recomendaciones por parte de la 
Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, en aras de lograr que se realicen  cam-
bios, ya sea en la legislación o en las prác-
ticas administrativas, y que de no modificar-
se constituirían la continua violación de nu-
merosos derechos humanos y de garantías pro-
cesales. 

Las circunstancias propias del encierro físico 
constituyen el único término en la retribución 
social que busca el castigo.  El que las per-
sonas se encuentren en ese contexto en espe-
cífico no implica que puedan situarse en 
un contexto más alto de victimización, es 
decir, en el aumento del riesgo preexistente 
al violentarles su humanidad. Siguen siendo 
seres humanos dotados de dignidad, razón 
por la cual necesitan un trato respetable. 

Llevando a cabo una examinación investi-
gativa, se pueden encontrar diversos facto-
res, los cuales, siendo internos o externos en 
el sistema dispuesto por los centros peniten-
ciarios en México, en mayor o menor medida 
merman el cumplimento de la finalidad de la 
pena impuesta: el reinsertar en la sociedad a 
aquella persona que delinquió, a través de la 
generación de medidas respetables en el tra-
to sistémico a los recluidos. Éstos se convier-
ten en obstáculos que deben ser atendidos 
para que este derecho humano se cumpla, y 
es por ello que primeramente se debe visuali-
zar la problemática, así como advertir cuáles 
son las circunstancias que en la cotidiani-
dad están afectando la puesta en práctica de 
este proceso de reinserción. Son condiciones 
que bien, pueden ser originadas y perpetradas 
por los operadores del sistema, o por la socie-

dad en general al momento de hacerse partí-
cipes de un proceso de estigmatización hacia 
las personas privadas de la libertad y de seña-
lar también a aquellas que recién cumplida 
su pena, desean añadirse a las filas de los 
diversos núcleos colectivos sin tener éxito 
por la falta de un suficiente soporte cívico. 
Entonces, en cualquiera de los escenarios 
existen barreras que se convierten en nota-
bles impedimentos para que el fin principal 
de la pena se efectúe en un sentido sustanti-
vo. Se evidencia que existe el compromiso 
normativo por brindarles la oportunidad de 
trabajar, de acceder a una educación, a gozar 
de buena salud, incluyendo el deporte y el res-
peto a su integridad psicosocial como uno
de los pilares. 

En este capítulo se visualizarán y analizarán 
diversas particularidades que parten de las 
decisiones gubernamentales hasta el manejo 
de las políticas internas en los sistemas de 
internamiento. Todos los puntos que se abar-
can son, en sí mismos, considerados como 
dificultades e inconvenientes que demeritan 
el grado de cumplimiento, eficiencia y efica-
cia de la vida en arresto y por ende, postergan 
el que se pueda comenzar a estimar una reali-
dad lo que se define de reinserción social.

Recursos 
Año con año en México se hace una planea-
ción de cómo serán distribuidos los recur-
sos económicos con los que se cuentan, entre 
los diversos sectores y las diferentes áreas en 
las que el país centra sus esfuerzos y líneas 
de acción. Se requiere la elaboración previa 
de un presupuesto de egresos, que determina-
rá la asignación del dinero a cada sector, te-
niendo cada cual mayores o menores índices
de efectivo. Dentro de las variables depen-
dientes-subjetivas del mencionado manejo,
es preciso mencionar que es el énfasis que el
gobierno le otorgue a la individualidad de las
áreas y la trascendencia o impacto social que 
se deduzca, lo que en últimas instancias guía
el rumbo de las decisiones.
 
En la tabla correspondiente a la Previsiones 
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de Gasto Programable para 2020 (Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público., 2020) puede 
observarse los millones de pesos destinados a
los sectores, de los cuales forman parte, en-
tre otros, la Gobernación, Hacienda y Crédito 
Público, Trabajo y Previsión Social, Econo-
mía, Marina, y el que destaca para los fines 
de este análisis, el ramo de la Seguridad y 
Protección Ciudadana clasificado con el nú-
mero 36. De manera elemental se puede ha-
cer un comparativo, en el que se distingue 
que el rubro dispone de 59,150.7 millones de 
pesos, mientras que cuatro sectores diversos 
alcanzan un total de cinco veces más el pre-
supuesto destinado al estudiado. Expresamen-
te, encontramos que el sector de Educación 
Pública tiene un presupuesto de 324,712.6 mi-
llones de pesos, Salud cuenta con 128,589.3
y el de Bienestar con 173,091.7. Lo que en este 
sentido se considera no es la discusión sobre
la relevancia que se funda en las metas de uno 
u otro, sino en las proporciones generales de 
disparidad que en todo caso, reflejan el sentido 
que retoman las prioridades político crimina-
les. Es cuestión de dictaminar que la orienta-
ción de la administración pública es defini-
toria para responder a las necesidades de la 
ciudadanía, sin relegar a planos secundarios
o meramente complementarios las que englo-
ban toda esa parte anexa al delito que exi-
ge una completa atención,en su lado preven-
tivo, accionario y de continuación. 

El ramo de Seguridad y Protección Ciudada-
na presenta montos superiores para sus gas-
tos. Lo que asimismo puede resultar un tema 
realmente controversial, puesto que surge la 
incógnita de cuál sería la cantidad de ingreso 
económico y humano que consistentemente 
podría destinarse a este sector. Se añade que
es en este ramo 36 en el que se incluye todo 
lo relativo a los recursos que serán destina-
dos para los centros penitenciarios en el país
(Secretaría de Hacienda y Crédito Público.,
2020). Como indica el Proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación (2020), del
total destinado, sólo el 34.28% es adscrito di-
rectamente al Sistema Penitenciario, que ga-
rantice la ejecución de las resoluciones jurí-

dicas y contribuya a la reinserción social, tan-
to para la administración del Sistema Fede-
ral Penitenciario, como prevención, readapta-
ción social, y proyectos de infraestructura gu-
bernamental de seguridad pública.

Así bien, de la suma total de 20,281,381,455 
pesos, la cantidad de 62,200,00 pesos se le 
restará, los cuales están específicamente des-
tinados para la realización de diversos pro-
yectos de infraestructura gubernamental de 
seguridad pública, mientras que lo restante, 
es decir, 20,219,181,455 pesos, es lo presupues-
tado para la administración de los centros pe-
nitenciarios existentes en el país. Cantidad
que a su vez se subdividirá en servicios perso-
nales (como lo son los sueldos, salarios, ho-
norarios, prestaciones sociales y el pago de es-
tímulos a servidores públicos), gastos de ope-
ración (todo gasto relacionado con la admi-
nistración del centro penitenciario) y otros de 
gasto corriente, destinándoles 4,264,967,277
pesos, 15,952,265,961 pesos, y 1,948,-217 pe-
sos, respectivamente. 

En todo caso, el ramo 36 puede verse desfa-
vorecido y en mayor grado con las sustrac-
ciones que se realizan, hasta llegar a conocer 
la cantidad que realmente se destina a la ad-
ministración de los centros penitenciarios. 
Cabe añadir un dato primordial, y es que “el
costo diario por persona privada de libertad 
en estos centros es de 330.50 pesos diarios,
los cuales se destinan para el pago de gastos 
relacionados con la alimentación, medicinas, 
uniformes, además de los relativos a las acti-
vidades educativas, culturales y deportivas” 
(Infobae, 2019). Así pues, si se hace la compa-
rativa con el salario mínimo que recibe una 
persona no privada de libertad por un día de 
trabajo, específicamente $185.56 para la zona 
libre de la frontera norte y de $123.22 para el 
resto del país, $330.50 como presupuesto dia-
rio por cada interno no parece un gasto tan
insignificante.

Personal Penitenciario 
Desde el año 1955 en que se llevó a cabo el 
primer Congreso de la Organización de las 
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Naciones Unidas, sobre la Prevención de De-
lito y Tratamiento del Delincuente, y la apro-
bación y adopción de las Reglas Mínimas para 
el Tratamiento de los Reclusos, en específico 
de los numerales 46 a 54 (Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, 2016), se ha habla-
do de la posición clave que tiene el personal 
que labora en los centros penitenciarios y que 
trabaja directamente con los internos. Los in-
dividuos que pasan a formar parte de la plan-
tilla del personal penitenciario se convierten 
en un aspecto fundamental, para la puesta en 
marcha y el cumplimiento del procedimiento 
de reinserción social, de toda persona que se
encuentra privada de su libertad compurgan-
do una pena. Esto es así, en virtud de que de 
este personal depende el desarrollo del plan
de actividades al interior del centro peniten-
ciario. Concretamente es una parte primordial
que da soporte y apoyo a los internos en diver-
sos aspectos, quienes, desde luego, son los
primeros que están a obligados a portar una
actitud de disciplina y programarse en todo
momento a recibir esa guía. 

Ciertamente resulta importante analizar al 
personal penitenciario desde diversos aspec-
tos: en los requisitos que abarca su perfil; su 
capacitación y la constancia con que reciba 
la misma; en evaluar los aspectos diferencia-
les con el Sistema de Seguridad Pública en su 
actuación. Su desempeño influye directamen-
te en el posible éxito que reproduzca el trata-
miento en los internos. 
En base a lo que se debe admitir que la legis-
lación a nivel nacional no le ha impreso la im-
portancia que merece, puesto que de la lec-
tura del artículo 18 constitucional, no se des-
prende la necesidad o existencia de un perfil
característico, específico o necesario para el 
personal que labore en los centros, tampoco
sobre el ejercicio de ofrecer una capacita-
ción continua, ni se especifica un número
de personas profesionales con las que se
debe contar para la realización de las fun-
ciones propias de estos lugares. Situación si-
milar viene a ocurrir en la Ley Nacional
de Ejecución Penal, en la que de igual mane-
ra se omiten ciertas precisiones. 

El tema es ligeramente abordado en la Ley 
Reglamentaria del artículo 18 constitucional,
en sus artículos 5 y 17, que manifiestan la 
obligación de que la capacitación del perso-
nal penitenciario se haga con apego a los ma-
nuales expedidos por la Oficina del Alto Co-
misionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, o por la Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, y 
a ello le suma que exista la formación relati-
va a los temas de derechos humanos y género,
respectivamente.

Como es observable, la legislación mexicana
es muy vana al respecto, sin embargo, exis-
ten diversos instrumentos internacionales de
los que México es parte, y por lo tanto res-
ponsable de apegarse a la adopción y aplica-
ción de diversos lineamientos acerca de las
características que debe cubrir el personal pe-
nitenciario para que cumpla eficientemente
su labor, por ejemplo se encuentra:

•Las Reglas Mínimas para el Tratamien-
to de los Reclusos “Reglas Nelson Mandela”;
•Informe sobre los Derechos Humanos
de las Personas Privadas de Libertad en las
Américas de 2011 de la Comisión Interameri-
cana de Derechos Humanos;
•Principios y Buenas Prácticas sobre la
Protección de las Personas Privadas de Liber-
tad en las Américas. 

Es crucial enfatizar en este último, en lo que
respecta a su principio XX, analizándolo en
sus diversos párrafos: “El personal que ten-
ga bajo su responsabilidad la dirección, cus-
todia, tratamiento, traslado, disciplina y vigi-
lancia de personas privadas de libertad, de-
berá ajustarse, en todo momento y circunstan-
cia, al respeto a los derechos humanos de
las personas privadas de libertad y de sus fa-
miliares. El personal deberá ser selecciona-
do cuidadosamente, teniendo en cuenta su in-
tegridad ética y moral, sensibilidad a la diver-
sidad cultural y a las cuestiones de género, 
capacidad profesional, adecuación personal a
la función, y sentido de responsabilidad. Se 
garantizará que el personal esté integrado por 
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empleados y funcionarios idóneos, de uno y 
otro sexo, preferentemente con condición de 
servidores públicos y de carácter civil…. La 
formación de personal deberá incluir, por lo 
menos, capacitación sobre derechos huma-
nos; sobre derechos, deberes y prohibiciones 
en el ejercicio de sus funciones; y sobre los
principios y reglas nacionales e internacio-
nales relativos al uso de la fuerza, armas de
fuego, así como sobre contención física” (Co-
misión Interamericana de Derechos Huma-
nos, en Principios y Buenas Prácticas sobre
la Protección de las Personas Privadas de Li-
bertad en las Américas). 

Desprendiéndose de la lectura, se evidencia 
que la plantilla del personal penitenciario será 
un grupo suficiente e interdisciplinario, pues-
to que los trabajadores en los centros peni-
tenciarios no se limitan a realizar una función 
de vigilancia y custodia, sino que sus ocupacio-
nes abarcan actividades y tareas focalizadas 
a los diferentes ejes rectores del sistema, re-
queridos para lograr la reinserción social de
la persona privada de libertad. En este sen-
tido, al tratarse de una misión, las personas 
que estén encomendadas a ésta requieren 
permanecer calificadas. Es idóneo que el per-
sonal posea un alto apego al respeto a los dere-
chos humanos, así como haber sido seleccio-
nado rigurosamente al que se le consulte su 
perfil académico, profesional y entre otras
cuestiones, debe adquirirse un conocimiento
sensato acerca de los principios que rigen su
comportamiento. 

Además en el principio revisado se mencio-
na que el personal a cargo deberá ser civil,
y sólo de manera extraordinaria, por moti-
vos de justificación, podría pertenecer a las
fuerzas armadas o a la policía. A diferencia
del sistema penitenciario, el de seguridad pú-
blica no es competente de hacerse cargo del
tratamiento de los internos. Este busca la pre-
vención del delito, su investigación y perse-
cución, y el sancionar administrativamente. El
penitenciario “tiene la finalidad de velar por-
que la porque la reinserción social de los 
internos se vea efectivamente cumplida” 

(Comisión Nacional de los Derechos Humanos). 
Ahora bien, es de especial atención la carac-
terística de la suficiencia del personal, pues 
cubre los segmentos de la atención y supervi-
sión del desempeño con que se crean otros 
factores para posibilitar la reinserción social. 
Las acciones que desempeñan afectan, en 
menor o mayor medida el accionar de los 
internos y cada una de las vertientes que dili-
gencien. Por ejemplo, si el personal es mínimo, 
el centro será exponencialmente propenso a la
generación de cogobiernos o autogobiernos pu-
diendo perder el control absoluto. Lo que se
indica determina el rumbo que retomará sim-
bólicamente el sentenciado para su conduc-
ta del futuro, estando en la misma prisión o 
pudiendo desarrollarse en exterior. 

De acuerdo al Censo Nacional de Gobierno, 
Seguridad Pública y Sistema Penitenciario 
Estatales 2019, realizado por el INEGI, “la 
población penitenciaria en todos los Centros 
Penitenciarios del país, era de 188,850 inter-
nos al cierre del año 2018”, mientras que el 
número del personal penitenciario era de 
39,491, cifra que representa tan solo el 20.9% 
frente al dígito de las personas privadas de 
libertas. Ahora bien, del total de las personas 
que laboran en los centros penitenciarios, el 
2.6%, es personal de primer nivel jerárquico, 
9.4% nivel intermedio y 88% es nivel operativo, 
porcentaje que a su vez está divido entre cus-
todios y vigilantes, personal de apoyo, direc-
tivo, administrativo y operacional, jurídico,
médico, trabajo social, psicología, pedagogía
y criminología, en porcentajes del 60.4%,
13.5%, 10.9%, 3.6%, 3.4%, 3%, 2.5%, 1.7% y
 1%, respectivamente. 

Sobrepoblación 
La guía que se retoma para fundamentar el 
concepto es el Análisis y Pronunciamiento 
sobre La Sobrepoblación en los Centros Peni-
tenciarios de la República Mexicana de la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos 
(2015).  Se comprende que es una condición 
que se presenta cuando la población es tanta
que la calidad de vida de la población se ve 
severamente afectada y puesta en riesgo por 
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la escasez de todo tipo de recursos. “La sobre-
población en términos penitenciarios debe 
contemplarse como el exceso de internos en 
los centros penitenciarios, exceso que supe-
ra la capacidad de estos, y que a su vez, con-
lleva un detrimento en la satisfacción de las 
necesidades básicas de las personas priva-
das de  su libertad”. Se analiza que una causa 
lógica del fenómeno es la constante práctica 
de penar la generalidad de los hechos anti-
sociales, con la pena privativa de la libertad. 

En consecuencia del rezago judicial no se 
opta por seleccionar medidas alternas a esta, 
aun cuando las condiciones jurídicas sean 
cubiertas. Es ampliamente conocido que un 
porcentaje alto de la población en reclusión 
ha sido procesada mas no sentenciada, que la 
imposición de penas excesivamente largas y 
la negativa a libertades anticipadas, no llevan 
a un término utilitario. Si bien es cierto que 
se han concentrado esfuerzos por tener una 
infraestructura cabal en el país para lo desti-
nado al núcleo carcelario, esto no es exclusi-
vamente un problema de espacios, sino del uso 
desmesurado de la pena restrictiva de la li-
bertad. 

A continuación se seguirá profundizando en
el examen de este problema. En el mismo 
análisis se mencionan diversos indicadores 
que se utilizan para evaluar la sobrepoblación 
penitenciaria. Se muestran cuatro tablas: po-
blación aceptable, presencia de sobrepobla-
ción, sobrepoblación alta con riesgo y sobre-
población en condición de urgencia. Con base
a estas, se resumen las circunstancias que se
presentan en los centros penitenciarios y
suscitan la sobrepoblación Textualmente se
expone que es: 

•Falta de espacios destinados para alojar a
los internos, así como hacinamiento;
•Ausencia de una debida distribución y se-
paración de internos;
•Falta de espacios o instalaciones que propi-
cian y facilitan la reinserción social de las 
personas privadas de su libertad;
•No existencia de servicios básicos;
•Sin condiciones de higiene;

•Uso de sanciones disciplinarias desmesura-
das;
•Prácticas de tortura y maltrato;
•Mayor porcentaje de personal destinado a la 
seguridad y/o a la supervisión; 
•Autogobierno o cogobierno, así como la exis-
tencia de diversas actividades ilícitas;
•Personal no capacitado o actualizado para 
poder atender emergencias en los centros 
penitenciarios;
•Falta de una debida integración de expedien-
tes, o la inexistencia de estos;
•Personal insuficiente;
•No beneficios de libertad;
•No vinculación con la sociedad;
•No atención pertinente o servicios especia-
les a los grupos vulnerables que se presen-
ten como internos en los centros peniten-
ciarios.

De esta manera se puede apreciar que el ha-
ber sobrepoblación en un centro peniten-
ciario, supone la existencia de una diversidad
de conflictos y consecuencias (como el haci-
namiento), y prácticamente todas aquellas si-
tuaciones que se traducen en la carencia de 
algo. Los espacios y camas son insuficien-
tes, escasea el alimento y el agua potable, hay 
falta de medicamentos, de informes bien es-
tructurados, de espacios para la realización 
de actividades deportivas, recreativas y edu-
cativas. Se hace visible la desvinculación de
los internos con la sociedad, y la constante 
presencia de hechos violentos en los centros. 
Nuevamente, la consecuencia central la ve-
mos en la afectación hacia ese proceso de re-
inserción social. 

El exceso de población también vulnera una
serie de derechos y por mencionar algunos,
tenemos que se obstaculiza el: 

•Debido proceso;
•Seguridad jurídica: implica el dar certeza a las 
personas sobre su persona, bienes y derechos, 
y que debe regirse de acuerdo a los principios 
de jurisdiccionalidad, celeridad y oportuni-
dad, inmediación, y confidencialidad;
•Dignidad e igualdad;
•Trato humano;
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•Reinserción social;
•Gobernabilidad y seguridad institucional;
•Integridad personal: de la cual el Estado se 
supone será garante. (Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, 2015). 

Habiéndose enfatizado que al existir sobre-
población se desencadenan una serie de si-
tuaciones que complican la calidad de vida de 
los internos y su dignidad inherente, al pre-
sentárseles condiciones inhumanas y degra-
dantes que terminan por vulnerarles sus 
derechos humanos, y en consecuencia condu-
ciéndoles al fracaso en su reinserción social, 
se ha realizado un conjunto de recomendacio-
nes que marcan una pauta que dicta el correc-
to desenvolvimiento de la vida de las perso-
nas privadas de libertad en los centros de 
internamiento. Hasta cierto punto se puede 
mencionar que son aspectos importantes pero 
no dejan de ser más que miramientos que ya 
han sido considerados por los ejes rectores 
del sistema penitenciario, que van encamina-
das al mantenimiento de un buen estado de 
salud de los internos, lo que implica la aten-
ción médica oportuna, la buena higiene y la
alimentación sana, así como el proveer de 
espacios adecuados para las actividades de-
portivas, recreativas, y las vinculadas a la fa-
milia. Al contar con estas cláusulas lo que se
respeta y garantiza es el derecho de los inter-
nos a gozar de una integridad psicosocial. 

Se resalta que se deben crear nuevos espa-
cios, sin utilizar otros existentes porque cada
cual se estructura para fines distintos. 

Hacinamiento 
El hacinamiento viene a presentarse como una 
consecuencia derivada de la sobrepoblación. 
Es un factor que está íntimamente relaciona-
do con la clasificación penitenciaria y lamen-
tablemente produce que las condiciones de
vida de las personas reclusas se constituyan 
indignas, inhumanas, insalubres e inseguras. 
Conforme a lo planteando por el documento de 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
en su análisis del 2015, se dice que la relación 
existente con la clasificación de los internos 

en dichos centros, es que el hacinamiento se
va a presentar cuando exista una mala o in-
debida distribución de las personas en los 
reclusorios, teniéndose como resultado que en
algunas áreas de las cárceles se encontrará 
concentrada una mayor cantidad de inter-
nos, que en otras zonas donde pudiese haber 
unas cuantas o incluso un individuo. Situa-
ción que deriva cuando algunos internos cuen-
tan con privilegios en el interior de la prisión. 

Ahora bien, el hecho de que en un centro pe-
nitenciario exista hacinamiento encamina la 
presencia de una índole diferente de proble-
máticas que, a su vez, vulneran los derechos 
humanos de las personas recluidas. Por ejem-
plo: la falta de control sobre los internos (mo-
nitoreo), así como de las actividades que se 
encuentren realizando, lo que implica que 
puedan encontrarse en riesgo y vulnerables 
ante la propia mecánica del contexto, peli-
gro mismo para el personal penitenciario. En 
suma, todos los ejes rectores del sistema peni-
tenciario se violentan, ya que la calidad de 
los servicios médicos y de alimentación con 
los que se cuenta, así como los espacios de-
portivos, recreativos y educativos se califica-
rán como insuficientes, teniéndose como úl-
timo resultado la inobservancia de tratados 
internacionales de los que México es anexo, en
materia de las condiciones en que deben vi-
vir los reclusos. Lo dicho se traduce en una 
gran falla por parte del Estado; se altera el 
orden de prioridades que actualmente se de-
sea obtener. En este caso, la reinserción so-
cial. 
 
Autogobierno y cogobierno 
Conforme a la legislación internacional y a la 
propia del país, en especial la Ley Nacional 
de Ejecución Penal, el personal de los centros 
penitenciarios es quien debe de llevar a cabo 
todo tipo de función relativa al mantenimien-
to del orden y la vigilancia en el interior de es-
tos; específicamente, las correspondientes a
garantizar la vida, la integridad y los dere-
chos de los internos, de los visitantes, así co-
mo los de ellos mismos. Además, es quien de-
be de llevar a cabo, dependiendo del caso, “la
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imposición de medidas disciplinarias a los 
internos, de tal forma que con la aplicación 
de estas, se logre evitar cualquier tipo de ac-
tividades ilícitas, como extorciones y situa-
ciones violentas” (Recomendación General 
No. 30, Sobre Condiciones de Autogobierno 
y/o Cogobierno en los Centros Penitenciarios). 

De prevalecer esas condiciones y circunstan-
cias en los centros penitenciarios, se afirma 
la prevalencia de ingobernabilidad por parte 
de la autoridad. Sin embargo, cuando el esce-
nario no es el descrito y la presencia de las ca-
racterísticas referidas a la gobernabilidad va-
rían, aun así prosigue el riesgo latente de que 
en el centro en cuestión se presente un cogo-
bierno o un autogobierno por parte de los in-
ternos. Fenómeno que afecta con un grado de 
violencia que resalta, las condiciones de vida 
de algunos de los internos y su proceso de re-
inserción.

Cabe decir que por cogobierno, también deno-
minado como cogestión, debe ser entendida 
aquella situación en la que el centro peniten-
ciario es controlado por las autoridades peni-
tenciarias, pero al mismo tiempo, un grupo 
de internos o alguna organización criminal e-
jerce control en éste; presentándose como
características esenciales de este escenario
anómalo la: 

•Administración de funciones compartida 
entre la autoridad y los internos;
•Sobrepoblación;
•Inexistencia de una adecuada clasificación;
•Privilegios a una parte de la población peni-
tenciaria;
•Personal destinado a la seguridad y custo-
dia insuficiente;
•Reglamentos deficientes (Recomendación
General No. 30, Sobre Condiciones de Auto-
gobierno y/o Cogobierno en los Centros Pe-
nitenciarios, p.5). 

Por su parte, el autogobierno es definido co-
mo el control directo y efectivo de los inter-
nos y/u organizaciones criminales del cen-
tro penitenciario, siendo visibles las siguien-
tes características (p. 5): 

• Las funciones de las autoridades peniten-
ciarias son llevadas a cabo por los internos,
destacándose entre estas, la imposición de las
sanciones disciplinarias;
•Sobrepoblación, agravada por la existencia 
de hacinamiento;
•No clasificación penitenciaria;
•Corrupción;
•Cobro de servicios al resto de la pobla-
ción penitenciaria;
•Sector de internos privilegiados;
•No supervisión del centro penitenciario;
•Incidentes violentos, extorciones, actos ilíci-
tos;
•Actuación fuera del reglamento, o ine-
xistencia de uno;
•Personal insuficiente, aunado al hecho de 
que el disponible está mal capacitado;
•Introducción de sustancias y artefactos pro-
hibidos.  

Siendo observable que si se procediera a orde-
nar revisiones periódicas, estas condiciones 
serían detectables, lo que en términos genera-
les podrían llevarnos a pensar que el autogo-
bierno y el cogobierno pueden ser previsibles. 
No obstante, la corrupción y la impunidad, que 
evitan cualquier tipo de represalia o castigo al 
interior del centro penitenciario, hacen que 
sean circunstancias prácticamente inevita-
bles. Los principales factores que propician la
cogestión y el autogobierno son:

•La sobrepoblación: esto en virtud de que 
a mayor número de internos que haya en un 
centro, mayor será el número de internos que
un custodio deberá de vigilar y controlar, lo
que evidentemente en algún momento no será
proporcional y el control sobre la población
será nulo (p.7). 
•Hacinamiento: limita al centro peniten-
ciario y al personal de este, lo que generará
un mayor número de hechos ilícitos;
•Clasificación inadecuada de los internos:
haciéndose énfasis en que ciertos internos
ocupan mayor vigilancia y supervisión, ade-
más de medidas de seguridad especiales y 
más estrictas, lo cual no ocurrirá si la pobla-
ción no está adecuadamente clasificada. El 
efecto principal es cuando lideran negativa-
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mente en el centro, y cometen graves viola-
ciones de derechos humanos a otros sectores 
de la población que resultan ser más vulnera-
bles;
•Infraestructura inadecuada: la cual impe-
dirá una asertiva clasificación penitenciaria
 (p.8) 
•Marco normativo: ya sea que este exista
 y no sea observable o que se quebrante, o que
 en últimas instancias falte.  
•Personal: factor íntimamente relacionado
al de la sobrepoblación, pues se refiere al per-
sonal insuficiente frente al número de in-
ternos. Aunado al hecho de que el personal es-
té equívocamente capacitado y preparado para 
realizar las funciones y tareas que tiene a su 
cargo, o que ni como requisito elemental cuen-
te con el perfil y las aptitudes para llevarlas a 
cabo.

Los  conflictos expresos propiciarían el cogo-
bierno y el autogobierno, sin negar la influencia 
de las actitudes de negligencia e incapacidad 
por parte de las autoridades para hacerle fren-
te a estos poderes internos. En razón de la 
tolerancia hacia estos, que situándonos en 
una realidad social puede ser derivada de la 
corrupción, la coacción o el miedo que se ejer-
ce sobre los directivos, por medio de un tipo 
de gobiernos alternos que imponen su poder 
formando parte de la delincuencia organiza-
da o con los suficientes componentes de po-
der económico para implantar su gestión pro-
pia.

Es posible añadir que el hecho de que un centro 
penitenciario presente cogobierno o autogo-
bierno construye una percepción del Estado en 
el que se pierde su credibilidad como garante de 
los derechos y garantías de los internos. Aque-
llos sobre quienes recaiga el poder sustraído 
al personal penitenciario lo ejercerán en con-
tra de los sectores más vulnerables, quienes 
tendrán que pagar por todos los servicios y 
sufrirán atentados contra su persona, tratos 
crueles en su sexualidad, por poner un ejem-
plo. Entonces, no se limitarán a ser acreedores 
de carencias en alimentos, en agua potable, 
en higiene, en salud, también experimentarán 

una restricción y limitación de sus espacios 
y una negación a desempeñar sus actividades 
educativas, recreativas, deportivas, de capa-
citación y las de visita. Esto en virtud de que 
los grupos internos ejercerán las funciones 
de administración, vigilancia, orden, imposi-
ción de medidas disciplinarias, y en general, 
toda aquella que permita deshacer la norma.  
En conclusión, se debe verificar que el cen-
tro penitenciario presente las características
siguientes (p.10):

•Normatividad efectiva que rija en el in-
terior del centro penitenciario;
•Personal de seguridad y custodia, el cual
deberá ser suficiente, debidamente capcitado,
y con el perfil para realizar las funciones que
se le encomienden;
•Debido proceso al momento de la im-
posición de las sanciones disciplinarias, las
cuales únicamente deben de ser impuestas
por la autoridad;
•Ejercicio de las funciones de autoridad
única y exclusivamente por parte de los ser-
vidores públicos;
•No actividades ilícitas;
•No extorciones ni sobornos;
•Ausencia de cualquier otro tipo de con-
ducta o actividad violenta. 

Clasificación penitenciaria 
Al hablarse de aspectos que pudieran llevar 
consigo un menoscabo a derechos humanos 
de las personas privadas de la libertad, y con 
ello un detrimento de su proceso de ser rein-
sertados en la sociedad, es sustancial abordar 
el tema de la clasificación penitenciaria de 
los internos, ya sea en los diversos centros de 
reinserción social existentes en el país, o la 
distribución de estos en diferentes espacios 
dentro de un mismo reclusorio. La debida cla-
sificación y distribución conforme a las di-
versas características que cada una de estas 
personas presenta, viene a ser un factor que 
no se debe perder de vista si es que efectiva-
mente se quiere lograr que los individuos que 
acceden del sistema de justicia penal se re-
inserten. 

La debida clasificación tiene tal trascenden-
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cia para el tratamiento de los internos, que 
ha sido y es materia que se toma en diversos 
instrumentos nacionales e internacionales, 
como los son la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, las Reglas Míni-
mas para el Tratamiento de los Reclusos, 
las Reglas para el Tratamiento de las Reclu-
sas y Medidas No Privativas de la Libertad 
para las Mujeres Delincuentes (Reglas de 
Bangkok), y las Reglas Mínimas de las Nacio-
nes Unidas para el Tratamiento de los Reclusos 
(Reglas Mandela), que dentro de su articulado 
contemplan la necesidad de la existencia de 
un sistema de clasificación que atienda a 
las diversas características de los internos. 

En la legislación nacional, es importante la 
observancia de los artículos 1 y 18 de la Cons-
titución; esto en virtud, de que el primero 
constitucional marca la obligación de todas 
las autoridades del país de promover, respe-
tar, proteger y garantizar los derechos huma-
nos de todas las personas, bajo los principios 
de universalidad, interdependencia, indivisi-
bilidad y progresividad, resaltando el primer 
principio, pues debe entenderse que los dere-
chos humanos son para todos, incluyéndose 
por consecuencia, a las personas privadas de 
libertad, sean hombres, mujeres y/o meno-
res de edad. Una debida clasificación entre 
diversos grupos se hace completamente in-
dispensable para salvaguardar estos derechos,
que podrán ser diversos dependiendo del
sector del que se hable y que por ello, es pru-
dente su separación, para poder atender efi-
cientemente sus necesidades de acuerdo al 
perfil que presenten (Pronunciamiento sobre 
Clasificación Penitenciaria. CNDH, 2016). 

Ahora bien, el artículo 18 constitucional es más 
específico en el tema, pues claramente men-
ciona la necesidad de la separación de los in-
ternos en los reclusorios, para favorecer a la 
reinserción social y al contacto con el mun-
do exterior, así como los diversos factores que 
se deben tomar en cuenta para realizar la divi-
sión de las personas privadas de libertad. A 
saber (p. 6):
1.	 Situación jurídica: Procesados; senten-

ciados.
2.Género: Hombres; Mujeres.
3.Edad: Adultos; menores de edad.
4.Régimen de vigilancia: Delincuencia organi-
zada; Delincuencia convencional. 

Resulta esencial que la clasificación de inter-
nos se realice conforme a lo anteriormente 
expuesto, en virtud de que ésta viene a jugar 
un papel sustancial para el desarrollo del pro-
cedimiento de reinserción en la sociedad, así 
como para la protección de otros derechos y 
garantías a los que estas personas tienen que 
accesar, como lo son: “el debido proceso, el ac-
ceso a la justicia, a la defensa adecuada y a 
seguir en contacto con su familia y con el
exterior” (p. 7). 

En cuanto a los estándares internaciona-
les relativos al tratamiento de reclusos, que 
previamente se mencionaron, se hace alusión 
a la necesidad de que exista esta clasifica-
ción, así como la de contar con los espacios 
suficientes para poder realizar esta separa-
ción acorde a los diversos grupos que se es-
tablezcan. 

A grandes rasgos, estos instrumentos inter-
nacionales estipulan que se requiere una de-
bida clasificación de los internos por diver-
sas razones (p. 11-13): 
1) Que cada grupo pueda recibir el tratamien-
to específico que ocupe;
2) Que determinados reclusos no influyan per-
judicialmente a otros. 

Teniéndose como consecuencia, que sea im-
prescindible contar con establecimientos di-
ferentes para cada uno de los grupos en que 
se divida la población de internos, o si no,
cuando menos, que cada uno de estos es-
tén divididos por pabellones. Además, se debe
enfatizar que aunado a ocuparse espacios
separados entre grupos, también se deben de
regir por distintas medidas de seguridad. 

Aunque se debe visualizar la realidad que se 
vive en los centros penitenciarios del país, 
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en los locales y  en los federales, sitios en los 
cuales la debida clasificación está ausente. Lo 
precedente conlleva a una afectación a la se-
guridad jurídica de los internos, así como a su 
defensa y a su derecho de reinserción social, 
lo que ocurre, en muchas ocasiones, debido a 
que estos son internados en centros federa-
les por la comisión de un delito de orden común, 
lo que resulta inconstitucional al no existir
este factor, como criterio de clasificación pe-
nitenciaria, pues al hacerse de esta forma 
se impide que las personas privadas de su li-
bertad tengan contacto con su familia y con
el exterior. 

Irracionalidad de la pena 
El motivo por el cual se implementó la pena
privativa de la libertad, es la humanización
de las penas para aquellos que delinquían, 
evitando y prohibiendo la aplicación de diver-
sas que resultaban más dañinas para la per-
sona, lo cual era así dado que solo se buscaba
una venganza. Sin embargo, con el transcurrir
del tiempo parecería que la implementación 
de este tipo de sanción se ha distorsionado, 
hablándose mayoritariamente del fin que ésta 
persigue.

Como es sabido, el privar a una persona de su 
libertad se hace con la intención de reinser-
tarla en la sociedad, para que luego de su perio-
do en prisión pueda conducirse con rectitud y 
honestamente, sin transgredir la ley, hacién-
dolo por convicción y valores, más que por el 
miedo a ser reprendido, Por el contrario, ac-
tualmente, a causa de la implementación de 
políticas criminales inclinadas hacia la pre-
vención general negativa, tendientes a elevar
las penas máximas de prisión, y la aplicación 
real de estas a manera de prevención espe-
cial,  se obstaculiza la reinserción de los sen-
tenciados, y aún más cuando la prevención
especial aplicada es en sentido negativo, pues
en este supuesto, el hecho de que una per-
sona se encuentre privada de su libertad cum-
pliendo una condena, no se estaría haciendo
con fines resocializadores, sino que simple-
mente se estaría buscando excluirla de la so-
ciedad para que no sea un problema (Pro-

nunciamiento sobre Racionalización de la Pe-
na de Prisión, CNDH, 2016). 

Podría creerse que el incremento en los años 
de las penas es justificado, en el sentido que 
sería una manera de hacer y dar justicia a las 
víctimas del delito, sin embargo, fundamen-
tándose en la ciencia del delito, la víctima no 
gana nada en estos supuestos, resultando más 
beneficioso hablarse de justicia restaurativa 
con la cual se repare el daño causado. Podría 
ser útil, para intimidar a posibles y futuros
delincuentes antes de su actuar, inhibiéndo-
los de delinquir por el temor de una pena de
prisión larga, pero esto no pasa, ya que es sa-
bido que la mayoría de los delincuentes des-
conoce el marco punitivo.

Por el contrario, la implementación de este 
tipo de penas de larga y excesiva duración, 
tendientes a exceder la máxima esperanza de 
vida de una persona, al salir de prisión resul-
tan ser vulneradoras de derechos humanos; 
enfatizándose el derecho a la reinserción so-
cial, puesto que al ser merecedor de ésta, nun-
ca saldrá de prisión, siendo este proceso una 
débil afirmativa que tiende a empeorar la
conducta de los internos en estos supuestos,
más no a combatir la delincuencia.

Finalmente es importante mencionar que, así 
como una pena demasiado larga contraría el 
sentido de la pena, igualmente lo hace una pena 
muy corta. La Organización de las Naciones 
Unidas señaló seis meses, como el plazo míni-
mo que debe durar una pena, pero también 
considera que el plazo debería ser mínimo de 
nueve meses para lograr resultados efecti-
vos en el tratamiento resocializador del in-
terno (Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos, 2016, p. 28). 

Estigmatización 
Como último factor determinante para el de-
sarrollo y logro de la reinserción efectiva de la 
persona interna y, posteriormente puesta en li-
bertad por haber cumplido su condena o por 
algún otro supuesto que determine su salida 
del centro penitenciario, es la estigmatiza-
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ción. Es vista como un fenómeno social que 
tiende  a crear estereotipos o a etiquetar per-
sonas por ciertos rasgos y/o características 
propias o de un grupo en particular, accio-
nes que conllevan a la discriminación del 
conjunto de individuos, que en este caso se-
rían las personas que están privadas de su 
libertad compurgando la pena, aquellas que ya 
lo han hecho y vuelven a su vida en sociedad, e 
inclusive, de aquellas que simplemente estu-
vieron involucradas en un proceso penal sin
tener como resultado alguna sentencia con-
denatoria.

En ambos supuestos, la sociedad tiende a 
crearse ideas de la gente en prisión o de los 
ex reos, asociándola con lo peor y más bajo 
de la humanidad, por decirlo de una forma 
concreta, a pesar de desconocer los motivos 
y circunstancias se ven implicadas al momento 
de ejecutar la actividad criminal. Se recuerda 
que en muchas ocasiones pudo haber sido 
un delito culposo, no teniéndose la intención 
de cometerlo. La gente en estas condiciones 
es juzgada, y podría decirse que doblemente, 
pues lo es cuando se le sentencia y, poste-
riormente una vez más cuando trata de reto-
mar su vida en el contexto social y, se le niega
la oportunidad de hacerlo, viéndose discri-
minada, rechazada y obstaculizada al momen-
to de retomar sus relaciones personales, fa-
miliares y laborales.

La estigmatización creada en estos supues-
tos, puede darse a consecuencia de la existen-
cia de los datos registrales de identifica-
ción personal (datos registrados de aquellas 
personas que estuvieron involucradas en un 
proceso penal y no hubo sentencia condena-
toria ejecutoriada), o de los antecedentes pe-
nales (de personas que si fueron sentencia-
das), y de la divulgación de estos, no respetán-
dose el derecho a la vida privada, ni el derecho 
a la vida privada familiar, cuando los estereo-
tipos y discriminación alcanzan a afectar a 
los familiares de la persona que estuvo involu-
crada directamente con el proceso penal, y 
por ende, se viola el derecho a la reinserción 
social efectiva, pues la gente que rodea a un 

expresidiario es muy probable que comience a 
alejarse, a rechazarla y a negarle la oportuni-
dad, ante el temor generado por la ignorancia 
(Pronunciamiento sobre Antecedentes Pena-
les, CNDH, 2016). Lo que pudiera derivar en 
un daño moral al proyecto de vida de los invo-
lucrados, visto esto de acuerdo al Código Civil 
Federal en su artículo 1916, como “la afec-
tación sufrida por una persona en su honor, 
sentimientos, creencias, que vulnere o menos-
cabe su libertad o integridad física o psíquica” 
(Pronunciamiento sobre Antecedentes Pena-
les, pp. 9-10), y al tratarse de la discriminación
sufrida por antecedentes penales, se pudiera 
estar en el primer planteamiento de este 
artículo, que señala la existencia de daño mo-
ral por comunicar la imputación de un hecho,
cierto o falso, y que al hacerlo esto cause des-
honra, perjuicio o desprecio. 

El problema de discriminación a este sector 
de la población es mayúsculo, y por ello ins-
trumentos nacionales e internacionales han
hecho diversas aportaciones para ver por el 
bienestar de estas personas, pues se debate 
la creencia que un hecho cometido en cierta 
etapa de la vida no debe y no puede definir el res-
to de la vida. De un reconocimiento humano 
de esta naturaleza es que se cree en la reinser-
ción social efectiva, semejante a una segunda
oportunidad, que evite el daño a un proyecto
de vida en los individuos y no se limita a las
aspiraciones subjetivas de una grupo que la
propone, también es congruente con funda-
mentos empíricos. 

En cuanto a la legislación nacional relativa al
tema, es importante recordar los artículos pri-
mero y sexto de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, donde se estable-
ce la obligación de todas las autoridades, den-
tro de sus competencias, de proteger, respetar, 
garantizar y promover los derechos humanos 
de todas las personas, incluidas las internas 
y las que ya cumplieron su pena, así como la 
prohibición de cualquier tipo de discrimina-
ción; y el sexto sobre la protección de datos 
personales y de la vida privada de las personas 
en general (Constitución Política de los Es-
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tados Unidos Mexicanos, art. 1 y 6). Tanto la 
Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Dis-
criminación, en su artículo primero F. III, 
como en la Ley Nacional de Ejecución Penal,
en su artículo cuarto, hablan sobre discri-
minación y que ésta no debe verse presente, 
señalándose diversos supuestos, dentro de
los cuales es importante resaltar los antece-
dentes penales (Pronunciamiento sobre Ante-
cedentes Penales, pp. 19-20). Sin embargo,
esto pudiera verse contrariado al dar lectura
al artículo 27 de esta última ley, puesto que
habla de cuatro supuestos en los que se po-
drá emitir o solicitar la constancia de ante-
cedentes penales, donde los incisos B y C
resultan muy abiertos y permisivos a solici-
tarla en cualquier caso (pp. 23- 24): B)

Solicitada por ser necesaria para ejercitar
un derecho o cumplir un deber; C) Casos es-
pecíficos donde sea requisito para desem-
peñar algún empleo en el servicio público, o 
en instituciones de seguridad pública o priva-
da, o cuando la naturaleza del empleo lo 
haga exigible: en este supuesto, es entendi-
ble que se pudiera solicitar para poder acce-
der a algún empleo como servidor público 
o los relativos a la seguridad; lo que resulta 
cuestionable, es donde se establece “a cual-
quier empleo que por su naturaleza lo haga 
exigible”, pues el criterio queda demasiado 
ambiguo e indeterminado, y por consecuen-
cia, vulnerador del derecho a la reinserción.

Internacionalmente, es imprescindible men-
cionar la Declaración de los Derechos del Hom-
bre y del Ciudadano en su artículo 4°, re-
lativo a la libertad que cada ser humano goza
de hacer o no hacer, siempre y cuando sus ac-
ciones no perjudiquen a terceros, entendién-
dose así, que aun cuando la sociedad tiene 
derecho a su libre actuar, esto no significa 
que pueda transgredir los derechos de aquella 
personas con antecedentes penales. La Decla-
ración Universal de Derechos Humanos en 
su artículo 7°, 12°, 16°, referente al derecho de 
igualdad jurídica y no discriminación, el respe-
to al derecho de la vida privada, así como a 
la vida privada familiar, respectivamente. El 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos, artículo 26, protector de la igualdad
jurídica de todas las personas y contra la 
discriminación producida por cualquier mo-
tivo, incluyéndose los antecedentes pena-
les. Las Reglas Mínimas para el Tratamiento 
de los Reclusos, en específico los numerales 
64 y 90, en virtud de que se refiere a la obli-
gación del Estado de continuar apoyando y
dando seguimiento a toda persona que ha
salido de prisión, puesto que la tarea de éste 
de reinsertarlos a la sociedad no termina luego 
de su puesta en libertad. Finalmente el artí-
culo 5° del Pacto de San José, que señala que
 la pena no puede trascender más allá de la per-
sona directamente involucrada con la comi-
sión de un delito, lo que significa que no puede
afectar a los familiares, ni la pena en sí,
ni la estigma que la sociedad pudiese llegar a 
crearse (Pronunciamiento sobre Antecedentes
Penales, pp. 16-17). 

Conclusión
Hoy en día se reconoce a los internos como 
sujetos de obligaciones y de derechos, los cua-
les se disponen en las normativas con el pro-
pósito de encaminarlos hacia una conducta 
disciplinada pero asegurándoles una protec-
ción a su integridad y al brindarles las condi-
ciones correctas para su desenvolvimiento. 

El Estado funge como garante en el cumpli-
miento de una gestión adecuada en el sistema 
penitenciario para alcanzar los objetivos de 
la reinserción social. Los cambios realizados
en la legislación nacional y la creación de ac-
ciones encaminadas a mejorar las condicio-
nes de las personas privadas de su libertad 
han sido producto y/o resultado de un México 
suscrito a instrumentos internacionales, así 
como al paulatino acatamiento de diversos 
pronunciamientos y recomendaciones integra-
das a éstos. Se va evolucionando a dignificar 
el tratamiento de los reclusos a medida que, 
en primer lugar, se comprender el alcance de 
sembrar un respeto por el concepto de volver 
a incorporar a los sentenciados a la sociedad. 

Las medidas tomadas para poner en marcha 
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Introducción
Pakistán se enfrenta a un problema: su bajo 
índice de alfabetización. La razón de trás de 
esa baja tasa es un sistema educativo mal es-
tructurado que aún  no ha encontrado su ca-
mino, incluso después de siete décadas de in-
dependencia. Aun que diferentes planes edu-
cativos nacionales habían resaltado los pro-
blemas que en frentaba el sistema educativo
de Pakistán, la implementación inadecuada de
las medidas correctivas no permitió que la na-
ción se embarcara en el camino del cambio. 

Pakistán nació como un estado soberano in-
dependiente, nombrado como el  “Dominio de Pa-
kistán”, en el 15 º día de agosto de 1947, junto
con el Dominio de la India, después de conse-
guir su independencia de la Corona del Reino
Unido. Para una mejor comprensión del siste-
ma educativo y la legislación en Pakistán, se
deberá revisar su historia para descubrir las
rutas del sistema educativo actual en el país. 
Para ello, se examina la invasión y expedicio-
nes de naciones europeas en el este de Asia, 
especialmente en el subcontinente de la India.
Clasificando este trabajo en cuatro categorías: 
sistema educativo de la India antigua, influen-
cia musulmana en la educación, sistema edu-
cativo de la India colonial y estado actual del 
sistema en Pakistán, centrándose en las leyes
educativas.

Expediciones europeas en el este de Asia
Reino de Portugal
La región del sudeste asiático se conocía como 
Indias Orientales o Indias para los comerciantes 
europeos. La primera expedición europea co-
menzó con la llegada de vasco da Gama, hijo de 
Estevao da Gama, un Caballero en el ejército del 
infante Fernando (el duque de Viseu). Llegó a 
Calicut (una ciudad en el estado indio de Kera-
la) el 20 de mayo de 1498  y abrió las puertas a
Portugal para comerciar en la India y hacer uso
de los recursos nativos en beneficio de Portu-
gal. Por sus servicios al Imperio portugués, en 
1519 fue nombrado gobernador de la India bajo 
el título de virrey. (Nigel, Cliff (2011) Harper).

La supremacía naval portuguesa de Cape Route

duró alrededor de un siglo hasta que fue desa-
fiada por los poderes coloniales holandeses, da-
neses, franceses e ingleses.

El reino de los Países Bajos
La empresa Vereenigde Oostindische Compag-
nie (VOC) fue fundada el 20 de marzo de 1602 
para comerciar con el Imperio mogol. (Richards,
John F. 1995). Fue una fusión de diferentes
compañías comerciales rivales, ordenadas por 
el gobierno para comerciar (Gelderblom, Oscar;
de Jong, Abe; Jonker, Joost, 2011) y (Unoki Ki,
2012), como una compañía gigante conocida
como “Dutch East India Companyo United East
India Company”- (nombre oficial dado a la com-
pañía).
 
Era un conglomerado. VOC tenía la distinción 
de ser la primera compañía pública listada del
mundo - (Kyriazis, Nicholas C.; Metaxas, Theo-
dore (2011 y otros), Adam Hanft, estratega, es-
cribe y habla sobre las tendencias culturales
y comerciales en los medios impresos y elec-
trónicos. El declaró VOC como el primer ejem-
plo histórico de una empresa del estado.

Los holandeses gobernaron en India desde 1605
hasta 1825. Su estancia era más una presen-
cia comercial que una autoridad política que
gobernaba todo el subcontinente. La India ho-
landesa se dividió en tres provincias: Ceilán, Co-
roman del, Malabar, y dos consejos administra-
tivos, es decir, Bengala y Suratte.VOC tenía la
autoridad cuasi gubernamental y podía empe-
zar la guerra contra otrospueblos, encarcelar,
ejecutar condenados, establecer colonias, acu-
ñar sus propios cargos en bronce, astilla y oro.

La compañía, finalmente, se disolvió en 1799.
Fue criticada por el uso de la violencia, la escla-
vitud y el colonialismo, además de otras accio-
nes. El vínculo de Compañía Holandesa de las In-
dias Orientales, (VOC), se convirtió en la pri-
mera compañía en la historia en emitir bonos
y acciones para las masas en general. 

El reino de Dinamarca-Noruega
De hecho, la presencia danesa por  200 años en 
la India no fue tan importante y significa-
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tiva para sus contrapartes europeas contempo-
ráneas, tenía esa fuerte presencia militar en la 
región, ni mostraba ninguna amenaza comer-
cial para los otros invasores europeos en el 
Este de Asia (Rasmussen, Peter Ravn (1996). 
A pesar de la oposición aparentemente insupe-
rable, la Compañía Danesa de las Indias Orien-
tales logró mantener su comercio beneficián-
dose de guerras entre naciones más grandes y 
ofrecer negocios bajo una bandera imparcial 
(Poddar, Prem (2008) y FeldbæK, Ole (1986). 

El rey danés Christian IV tuvo el reinado más
largo de las monarquías escandinavas (59 años 
de reinado). Le otorgó la carta real a la primera
Compañía Danesa de las Indias Orientales en
1616 con el objetivo de comerciar especialmente
con la India. Al igual que otras empresas euro-
peas, Compañía Holandesa de las Indias Orien-
tales también estaba interesada en el comercio
de especias (canela, casia, cardamomo, jengi-
bre, pimienta y cúrcuma). Este interés, de hecho, 
fue el motivo de la envidia que los comercian-
tes holandeses e ingleses habían creado para 
con los comerciantes danés-noruegos (Bredsc-
dorff, Asta (2009). Cuando el almirante danés 
Ove Gjedde llegó a Ceilán en 1620, después de 
dos años de expedición, perdiendo la mitad de 
su tripulación en el camino, Ceilán ya estaba 
marcado por los portugueses. La presencia da-
nesa en el subcontinente de la India fue de al-
rededor de 200 años, incluidas las ciudades de 
Tharangambadi (estado de Tamil Nadu), Se-
rampore (Bengala Occidental) y las islas Nico-
bar (islas Andaman y Nicobar).

El reino de Francia
Francia fue el último país europeo en ingresar 
al subcontinente indio y el último en abando-
nar su territorio. Compagnie française pour le 
commerce des Indes orientales fue la Compañía 
Francesa de las Indias Orientales planificada 
por Jean-Baptiste Colbert, un político francés, el 
ministro de Finanzas de Francia de 1661 a 1683 
y fletada por el rey Luis XIV en 1664. La compa-
ñía fue creada para competir con las compañías 
inglesas / británicas y holandesas de las Indias 
Orientales. Fue una fusión de las otras tres 
compañías (Compagnie de Chine, de’Orient y 

de Madagascar). Francia tenía sus estableci-
mientos en Pondichery, Karikal en la costa de
Coramandel, Yanaon, Masulipatam Loge en Ori-
ssa, Mahe y Calicut Loge en la costa de malabar, 
Chandannagar y Cassimbazar, Jugdia,  Dhaka, 
Balasore y Patna (Cinco loges en Bengala) y la
fábrica de Surat en Gujarat (Chapitre II, Avi-
sos estadísticos sobre las colonias francesas, 
1839). Finalmente, Francia cedió a la India en 
plena soberanía el territorio de los Estableci-
mientos de Pondicherry, Karikal, Mahe y Yanam.

En 1962, el Parlamento francés ratificó el
tratado de 1954 con la India. 
La Gobernanza Británica
El 31 de diciembre de 1600 AD, la Compañía de 
las Indias Orientales (East India Company, EIC), 
también conocida como la Compañía Honora-
ble de las Indias Orientales (HEIC), o la Compa-
ñía Británica de las Indias Orientales, recibió el 
estatuto real de la entonces soberana del Reino 
Unido, la Reina Isabel I. La Compañía era in-
formalmente conocida como John’s Company 
Carey, WH 1882. En India, también se la cono-
cía como Compañía “Bahadur”, ya que el título 
Bahadur se refería a valiente, potente o autori-
tario y relacionado con la gobernanza inglesa. 
La empresa estaba destinada a comerciar con 
el subcontinente indio (región del Océano Índi-
co). Además del comercio de té, sal, especias, al-
godón y otros productos básicos, EIC era cono-
cida por hacer tráfico de opio también. Según
la investigación realizada por el profesor de
historia e historia social de la Universidad de
Viena, el Dr. Rolf Bauer, el negocio del opio
fue tan explotador que empobreció a los cam-
pesinos indios.

Historia del sistema educativo en el subcon-
tinente Indo-Pak
Se puede dividir en las siguientes categorías:

La antigua India
El análisis sistema educativo en la antigua In-
dia, se remonta al siglo III AC, ya que desde en-
tonces se tiene la cuenta registrada de la edu-
cación en el subcontinente indio. El centro del 
sistema educativo de entonces era un “Gurú” 
o el “destructor de la oscuridad o la ignorancia” 
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(en palabras simples, un maestro) que debe te-
ner ciertas cualidades para enseñar a sus discí-
pulos. Según lo descrito por Jan Gonda (1963),
en su trabajo de investigación (Cambio y con-
tinuidad en la religión india de 1963), “es un
hombre bien versado en las escrituras sagra-
das y es directo, que no está atormentado por
los deseos, quién es el mejor entre los cono-
cedores de Brahman (Dios), que se ha refugiado
solo en Brahman, que está tranquilo y es como
el fuego que ha consumido todo su combus-
tible, y que es como un pariente cercano de
aquellos que se refugian en él”. Existían méto-
dos formales e informales de aprendizaje. El 
Gurukul sirvió como la fuente básica de esco-
larización, impartiendo conocimiento a los bus-
cadores. Las siguientes fueron las principales 
fuentes de educación religiosa y vocacional en
la antigua India:

Pathshalas: Estos fueron los colegios básicos 
en la cultura hindú, donde se proporcionó la
educación rudimentaria. En la antigüedad, es-
tos“pathhalas” fueron administrados por Bra-
hamans (la casta hindú de élite) y el idioma de 
aprendizaje solía ser Sansikrit. Se compone de 
dos palabras; “Paath”, “leyendo en voz alta”, y
“Shaala”, “el pasillo, la sala”. A cada alumno se 
le enseñaba por separado. El maestro enseña-
ría  solo dos o tres versos de himnos védicos a los
estudiantes para que los memorizaran todos 
los días. 

El maestro solía pronunciar solo dos palabras 
a la vez si era fácil, y una palabra solo en caso 
de que fuera difícil de pronunciar. Enfatizó la 
atención individual a cada estudiante (Anant 
Sadshiv Altekar, 2009). Templos, Tirathas (luga-
res sagrados), Agarhara (los pueblos especiales 
dedicados a los sabios brahmanes para cumplir 
con sus deberes espirituales) y las capitales de 
los reinos y principados fueron los epicentros 
del conocimiento. En estos lugares de apren-
dizaje, la comida y la residencia eran gratuitas 
(ibid). 

Tols fueron los epicentros del aprendizaje. Los
Tols eran similares a los Pathshalas, pero, en
Tols, la educación se impartía en las habita-

ciones con techo de paja. Como norma, se inscri-
bieron 25 estudiantes en cada Tol alojado en 
chozas de barro alrededor de la sala de estu-
dios. La administración de estos Tols estuvo 
a cargo de los Gurus, quienes solían vivir de la 
recaudación de fondos realizada de diferentes 
maneras. El estudio solía durar de 8 a 10 años, 
con alojamiento gratuito en estos Tols (ibid).

Gurukuls (era un sistema educativo donde los 
“Shishya” (estudiantes) solían vivir en la misma 
casa con o cerca de su “Guru” (destructor de la 
oscuridad, el guía) Yin Cheong Cheng, Magda-
lena Mo Ching Mok et al 2002). En Sansikrit, el 
término Gurukul es la combinación de dos pa-
labras; “Guru” (maestro, guía, maestro) y “Kulu” 
(hogar, familia). También se traduce como la 
“familia del maestro”. Eran la forma de aprendi-
zaje formal. Los sabios impartieron educación 
oralmente, mientras que las hojas de palma y 
la corteza de los árboles se usaron para registrar 
(escribir) el conocimiento adquirido. El gurú ne-
cesitaba tener algunas cualidades obligatorias
peculiares, como la reconsideración de la di-
dáctica, la visión profética y los coeficientes no
éticos. La educación física, mental y moral de
los estudiantes se centró con la ayuda de una
disciplina estricta, era el aspecto inseparable de
la educación. 12 años de educación fue la dura-
ción normal.

El sistema educativo musulmán en el subcon-
tinente indio 
Para comprender mejor la filosofía educativa 
del islam, se necesita investigar un poco los 
hechos. La fuente del islam es el Sagrado Corán 
y su aplicación práctica en la vida diaria fue 
demostrada por el Mensajero de Dios, Muham-
mad (la paz sea con él). El Sagrado Corán fue 
revelado durante el período de veintitrés años 
en las ciudades santas de Makkah y Madina
(609 a 632 DC). Es interesante saber que la pri-
mera palabra revelada al Santo Profeta fue 
“Iqra” significa “Lee”. Podría haber sido cual-
quier otra palabra, pero fue “Leer / recitar en  nom-
bre de tu Señor que creó ...” (Noble Corán, 96: 
30). Y esta es la filosofía educativa y la psicolo-
gía del islam sobre la búsqueda del conoci-
miento.
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La filosofía del conocimiento en el islam se cen-
tra en las siguientes ideas:

La educación es tan sagrada como Allah mismo. 
“Iqra” (leer / recitar) fue la primera palabra 
que le reveló a Su amado Profeta. Y el mismo 
significado de la educación y la búsqueda de 
conocimiento fue transmitido a la humanidad
por el Profeta Muhammad (la paz sea con él).
Este argumento puede ser verdaderamente apo-
yado con los dichos del Profeta. Él dijo: “Ad-
quiere conocimiento e imparte a la gente” (Al 
Tirmadi (libro de dichos) # 107). En otro mo-
mento dijo: “El conocimiento no se puede ad-
quirir con pereza (pereza, renuencia a hacer 
esfuerzos) (Sahih Muslim (libro 4) # 1277).

Hay muchos versículos en Noble Corán que 
muestran la importancia de la educación y el 
conocimiento en el islam. Es tan importante
que el Profeta de Dios declare categóricamen-
te que “la adquisición de conocimiento es una 
obligación para todo musulmán” (Sunan Ibne 
Maja # 224). No hay discriminación de género
en el islam (en la búsqueda de conocimiento,
para aprender). Hombres y mujeres tienen los
mismos  derechos a la educación. No hay res-
tricción de edad para obtener educación.

Características del sistema educativo musul-
mán
Aliento por parte del Estado: los gobernantes
musulmanes se interesaron en el sistema es-
colar al proporcionarles tierras y propiedades.
Estas escuelas se conocían como Maktabs (es-
cuelas primarias) y Madrasas (escuelas secun-
darias o superiores) y en su mayoría estaban
asociadas con las mezquitas. A los eruditos se
les dieron altos lugares en las cortes de reyes.
(Yogesh Kumar Singh 2007)

Árabe y Persa: los gobernantes musulmanes
introdujeron dos nuevos idiomas además de
los idiomas nativos existentes. La importancia 
de estos dos idiomas era obligatoria para ob-
tener empleo en las oficinas gubernamentales.
Como una necesidad, los hindúes también co-
menzaron a aprender. (ibíd)

Influencia religiosa: el principal de los es-
tudios en esta época fue buscar el conoci-
miento a través de la religión. Los estudiantes 
fueron reforzados para memorizar el Corán.

Educación vocacional: además de la educa-
ción religiosa, también se enfatizó la educación 
vocacional para ganarse lo más básico en la vi-
da cotidiana. Se impartió educación en habili-
dades manuales, escultura, agricultura, medi-
cina, etc. para ser capaces de encontrar una
 buena vida social. El conocimiento de las cien-
cias militares, artes, pinturas, construcción de
edificios, fabricación de armas también se les
dio a los estudiantes a través de un sistema de
aprendizaje (ibid).

La escritura de historia: también surgió como
un arte, la historia de los emperadores mo-
goles y otros gobernantes fue anotada. Babar
Nama, Akbar Nama son algunos ejemplos de
escritura de historia (ibid).

Inicio del urdu: este idioma surgió como una 
nueva adición de los modismos contemporá-
neos, es decir, árabe, persa, sánscrito, etc. (ibid)

Objetivos de la educación: había cinco objeti-
vos principales del sistema educativo en el do-
minio musulmán. Eran: propagación de la re-
ligión, propagación del conocimiento, propaga-
ción de leyes religiosas, progreso mundano y
fortalecimiento de la administración.

El sistema educativo colonial anterior a la
independencia.
El sistema educativo portugués en Goa
El Código Civil portugués de 1867 fue fletado 
por Dom Luiz, el Rey de Portugal, y entró en 
vigor el 22 de marzo de 1868. Su artículo 9° auto-
rizó al gobierno a extenderlo a las provincias 
de ultramar y se introdujo en Goa en 1870. Este 
código civil también se conoce como Código 
Civil de Goa o Ley de Familia de Goa. Hay que 
tener en cuenta que el sistema educativo de 
los portugueses en la India era principalmente 
para los misioneros seguidos por los conquis-
tadores que ocuparon los territorios de Goa. La 
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primera escuela portuguesa se estableció en 
1512 en Cochin, bajo Antonio Galvao. La otra 
escuela comenzó después de un par de años
de la primera. Hay que tener en cuenta que
estas escuelas estaban destinadas principal-
mente a los niños portugueses (Gomes, Rena
“Disertación sobre educación primaria en Goa
(1825-1925”).

Aquí surge un punto interesante; la conquista 
de Goa, una parte del subcontinente indio, no 
fue un desierto árido, un bosque o una tierra
de pueblos indígenas, sino una civilización viva 
con un sistema social practicante. Los sacer-
dotes eran los maestros que enseñaban a los 
niños nativos a leer, escribir y contar además 
de otros, principios de rituales religiosos. 

Viendo a los que curaban a la gente con la me-
dicina tradicional, Sr García d’Orta, a su llega-
da a Goa en 1542, le hizo escribir sobre los 
“médicos hindúes expertos en el arte de la cura-
ción” y admirar esa experiencia (Gomes, José 
Benedito. Prefacio Histórico-Pedagógico 1927).
Alfonso de Albuquerque, el duque de Goa, en 
1514 estableció una escuela para niños en la 
ciudad de Goa, donde el número de niños ilegí-
timos (nacidos fuera del matrimonio) era mayor
que el de otros (Xavier, PD, A Social History 
of Goa). Los portugueses sabían bien que la
educación es el principal instrumento que ayu-
da a llevar al cristianismo al nivel de base del 
territorio recién conquistado. Gomes, J. Bene-
dito describe la presencia portuguesa en Goa 
en tres palabras; Fuertes, iglesias y escuelas.

Indra Sharma (Historia y problemas de la edu-
cación en ndia 1975) describe a los misioneros 
portugueses como los creadores del moderno 
sistema educativo indio. La educación y la re-
ligión se han entrelazado desde el inicio de 
ambos. El que gobierna tiene influencia sobre
todos los ámbitos de la vida. Como Portugal fue 
el primero en llegar y anexarse una parte del 
continente, establecieron su sistema educativo 
en Goa. El primer seminario fue fundado por 
misioneros portugueses en Cranganore (Anga-
mala) Goa, en 1540 por el obispo Vicente de 
Lagos (Gomes, J. Benedito, 1926). El “Semina-

rio de Santa Fe” fue la segunda institución que 
surgió un año después en 1941 en la an-
tigua Goa y el “Colegio de San Paulo” se esta-
bleció como su escuela hermana para estudios 
seculares (gramática, retórica, etc.) (Memoria 
Histórica-Eclesiastica de Arquidiocese de Goa
1933). Esta escuela tenía alrededor de 3000 es-
tudiantes, entre los que se encontraban de Goa, 
Norteños, Deccanés, Malabarese, Cingalés, Ben-
galis, Peguys, Malasios, Jaos (Java), Chinos y 
Abisinios (Etíopes) (ibid). El seminario tuvo tan-
ta fama que el famoso viajero Francois Pyrard 
de Laval lo llamó la “Universidad Católica del 
Este” (Couto Monsenhor Gustavo 1926). La es-
cuela era como otra medalla de oro para los fun-
dadores. Albergaba la primera imprenta (aun-
que esa imprenta se enviaba a Abisinia, pero
no pudo llegar al destino debido a las circuns-
tancias), imprimió el primer libro “Conclusio-
nes Philosophicas” seguido de otro libro llamado 
“Catecismo da Doutrina Crista” (impreso a tí-
tulo póstumo) escrito por San Francis Xavier 
en 1556 (O’Malley, JW 1993). Esta escuela fue 
considerada como el primer seminario jesuita 
en toda Asia y podría compararse con cualquiera 
de sus escuelas contemporáneas en Europa.

Aunque la escuela fue establecida por ELfraile 
Diogo da Borba y su asesor general Miguel Vaz, 
fue controlada por San Francisco Javier que 
quería darle el estatus de “Coimbra del Este” 
o la parte oriental de la universidad de Coim-
bra (la universidad de Coimbra fue fundada en 
1290 en Lisboa por Rey Dinis). En 1560, la es-
cuela se convirtió en un colegio de educación 
primaria, un gimnasio, un noviciado y una es-
cuela de posgrado donde los graduados obtu-
vieron una licenciatura después de los 6 años 
de estudios en la escuela de posgrado (Me-
moria op.cit. P. 181).

Viendo el éxito del “Colegio de Sao Paulo”, se es-
tablecieron muchas otras instituciones, como 
el “Colegio de Sao Boaventura” franciscano 
(1623), el “Colegio de Populo” agustino (1650), 
el “Colegio de reis Magos” franciscano (1555), el 
“Colegio de Nossa Senhora de Pilar” (1633), el 
“Colegio dos Carmelitas Descalcos” en Monte 
de Guirim (1612), el “Colegio da Congregacao 
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do Oratoria” (1702) y el “Colegio de Sao Tomás 
de Aquino” (Memoria Histórica-Eclesiastica 
de Arquidiocese de Goa 1933). Todos estos co-
legios impartieron educación religiosa y secu-
lar e incluso otorgaron títulos. Al igual que el 
Colegio de Sao Paulo, el Colegio de Sao Tomás de 
Aquino también fue llamado como una univer-
sidad por sus diferentes facultades e instalacio-
nes para ofrecer títulos de doctorado en Artes,
Humanidades, Filosofía y Teología (Shastry,
BS 1982).

Al final del siglo XVII, Goa se había conver-
tido en el corazón educativo con una sensación 
del renacimiento europeo en esa ciudad. Lo 
interesante fue que todas estas instituciones 
estaban en un radio de tres a cuatro kilómetros.
En pocas palabras, diría que Portugal jugó un 
importante papel en el teatro de la ópera educa-
tiva del siglo XVI, con tanta importancia que 
incluso hoy en día, los educadores admiten su 
papel en el sistema educativo moderno de la
India. 

El sistema educativo holandés en India
Mirando las páginas pasadas del colonialismo 
holandés en el sudeste asiático, especialmente 
en India, los holandeses no estaban interesa-
dos en el sistema educativo (Philip G. Altbac 
1998) y no consideraron la necesidad de edu-
cación hasta las últimas etapas de su dominio
en la región. Estaban más centrados en el co-
mercio que otras necesidades sociales. Por lo
tanto, podemos decir que no hubo muchos es-
fuerzos educativos por VOC holandés en la 
India. Además, se centraron más en Indone-
sia como su fortaleza en el sudeste asiático.

El sistema educativo danés en India Bartho-
lomäus  Ziegenbalg (1682-1719), alemán de san-
gre, fue el primer misionero luterano en la In-
dia, bajo el patrocinio del rey Federico IV de 
Dinamarca y Noruega. Se le da crédito para 
comenzar con el primer seminario en Tranque-
bar (Tamil Nadu, India). Llegó a Tranquebar el 
9 de julio de 1706 acompañado por su compa-
ñero Heinrich Plütschau, un sacerdote evan-
gélico alemán. En 1707, pudo establecer un 
seminario tamil y comenzó a predicar a los na-

tivos, aunque no vino a la ciudad para estable-
cer congregaciones ni escuelas, sino para tras-
plantar la fe cristiana en los indios (Jeyaraj, 
Daniel 2006). En 1711 pudo convencer a las au-
toridades de la Universidad Martin Luther de 
Halle-Wittenberg (MLU) en Halle, para comen-
zar el estudio académico del idioma tamil. 
Abogó por la educación de las mujeres y la aboli-
ción del sistema de castas en el hinduismo. Al
igual que el portugués, trajo la imprenta a Goa, 
también instaló la imprenta en Tranquebar y
publicó el primer libro en portugués de un sol-
dado alemán llamado Johann Heinrich Schlori-
cke, que fue contratado por Bartholomäus Zie-
genbalg para ayudarlo en el proceso de impre-
sión (Indo Asian News Service 2006). 

La imprenta, la educación para las mujeres
y la abolición del sistema de castas en la so-
ciedad india fueron su contribución a la edu-
cación en la parte tamil de la India.

El sistema educativo francés
Los franceses ocuparon los territorios de Mahé, 
Yanam, Karaikal, Chandranagore y Pondichery, 
en el sur de la India. La compañía francesa de 
las Indias Orientales estableció sus escuelas 
en estas regiones. Estas escuelas enseñaban en
los idiomas nativos por profesores indios. El
francés se enseñaba en las escuelas secundarias
a los hijos de los colonos, soldados y los hijos
de  los empleados indios de la Compañía. A ve-
ces,  estas escuelas misioneras (portuguesas o
francesas), de las aldeas vecinas, comenzaron a 
reunir a los niños pobres (no cristianos) no solo 
para educarlos, sino también para alimentar-
los, protegerlos y proporcionarles libros. (TN
Siqueira, SJ, 1939).

El sistema educativo británico
En el manifiesto de la British East India Com-
pany, la educación no era ninguno de sus objeti-
vos. Era una entidad puramente comercial. Con 
el paso del tiempo, los directores de la compa-
ñía comenzaron a enviar capellanes con sus 
misiones a la India para difundir el cristianis-
mo y la educación espiritual de sus emplea-
dos Ley N. (1915). Después de agregar una cláusula 
de la Carta Real a la Ley de 1698, la Compa-
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ñía estaba obligada a nombrar ministros reli-
giosos para dos propósitos: ofrecer la educación 
religiosa y mantener capellanes en cada barco 
de 500 toneladas o más. Esta Carta instruyó a 
la Compañía a establecer escuelas en sus fábri-
cas y guarniciones según la necesidad (Sharp. 
H, 1920).

La escuela de Sta María fue la primera en co-
menzar en 1715, pero fue fundada para los hijos 
de los empleados protestantes de la Compañía. 
Esta escuela fue financiada por el gobierno de 
Madrás. En 1717 se estableció otra escuela (anglo 
vernáculo) para los niños indios nativos en la 
ciudad de Cuddalore. Es interesante saber que, 
en el año1700, la mayoría de las contribuciones 
a los esfuerzos educativos en el subcontinente 
provenían de entidades privadas, personas y 
misioneros. Pero el esfuerzo de la BEIC es de 
reconocerse, ya que honró una fortuna a las ins-
tituciones educativas. El Acuerdo Permanen-
te del año 1784 reconoció a perpetuidad, la con-
cesión gratuita de alquiler de tierras a las es-
cuelas. 

Este fue el momento en que el “Comercialismo” 
en Educación entró en el “mercado”. Muchas es-
cuelas de enseñanza de inglés en el “Bazar Edu-
cativo” del subcontinente indio fueron funda-

das solo para ganar dinero. La Compañía Bri-
tánica de las Indias Orientales ignoró o se in-
teresó menos en la propagación de la educa-
ción en la región, solo porque temían que los 
nativos fueran educados (Basu B 1935). Ha-
blando de las contribuciones educativas de la 
BEIC, la compañía no estaba clara en dos as-
pectos:

(a) si la educación occidental debería tener más 
importancia o el aprendizaje tradicional nativo;
(b) qué idioma se debe utilizar como medio 
de instrucción en las instituciones educativas
modernas (inglés o lenguas indias nativas) para
la propagación del conocimiento occidental
(Kingdom y Muzammil, 2003). 

Después de la Carta de la Ley de 1833 (modi-
ficando la anterior de 1813), los misioneros 
pudieron concentrarse más en sus esfuerzos 
educativos en el subcontinente. En esta Carta, 
el subsidio educativo aumentó de 10 mil libras 
a cien mil por año. La siguiente tabla indica
el establecimiento de escuelas y subvenciones
asignadas a las instituciones educativas de la
región.

Educación en Pakistán
La educación en Pakistán es obligatoria y gratui-

Provincia       1881-82       1901-02
Nº de escuelas 

Internadas
Nº de escuelas priva-

das añadidas
Nº de escuelas 

internadas
Nº de escuelas 

privadas añadidas
Madras 1263 7414 2836 11125
Bombay 3811 196 4670 1929
Bengala 28 47374 26 36046
Provincia del 
noroeste Nulo Nulo 135 17

Provincias Unidas 5561 243 4598 2463
Punjab 1549 278 1802 636
Provincias 
Centrales 894 368 931 864

Assam 7 7 1256 1260 1482
Berar 467 209 640 400
Coorg 57 3 70 4 4

Tabla 1. Escuelas primarias en India (1881-1882 a 1901-1902).
Table 1. Primary schools in India (1881-1882 to 1901-1902).

Fuente. Mukerji (1974, p. 157).
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ta (de cinco a dieciséis años) según el artículo 
25A de la Constitución de Pakistán. La Consti-
tución de Pakistán obliga al estado a propor-
cionar educación obligatoria como se describe 
en la constitución “El Estado proporcionará 
educación gratuita y obligatoria a todos los 
niños de cinco a dieciséis años de la manera 
que de termine la ley “(Artículo 25A de la cons-
titución de Pakistán). Será interesante ver el
fenómeno del sistema educativo en Pakistán 
desde su independencia en agosto de 1947. La
siguiente tabla nos mostrará la cantidad de 
instituciones educativas en Pakistán y la can-
tidad de matrícula. La falta de recursos finan-
cieros y el crecimiento acelerado de la pobla-
ción hicieron que los esfuerzos del gobierno
fracasaran en la reforma del sistema educa-
tivo (Informe de educación 1947-1997, Oficina
de Estadística de Pakistán, Gobierno de Pakis-
tán). 

La tasa de alfabetización en un país es un in-

dicador importante para medir el progreso en
la educación. La tasa de alfabetización en 
Pakistán, desde el momento de la independen-
cia, no se conocía hasta el primer censo de 
1951. Según la definición de “Quién puede leer 
una carta clara en cualquier idioma” en todos 
los grupos de edad, la tasa de alfabetización 
de Pakistán fue del 17,9%. (21,4% hombres y 
13,9% mujeres) (copia del perfil estadístico # 2). 

Esta tasa de alfabetización, según el último 
censo de 2018, alcanzó el 62.3% (72.5% hom-
bres y 51.8% mujeres bajo la definición de “Ca-
pacidad para leer y comprender texto simple
en cualquier idioma, escribir una carta simple 
y realizar cálculos matemáticos básicos” en el 
grupo de edad de 10 años y más (Encuesta eco-
nómica de Pakistán, Gobierno de Pakistán). 
En estos 71 años, Pakistán progresó solo 44.4% 
en el campo de la alfabetización. Este prog-
reso no se puede llamar satisfactorio. Es evi-
dente que existe un desdén entre áreas rurales

Año Cantidad en rupias Propósito
1902 40 cientos mil recurrentes Subvención general para educación
1904-05 5 cientos mil recurrentes Universidades y colegios
1904-05 2.5 cientos mil recurrentes Educación Europea

1904-05 2.5 cientos mil recurrentes Educación técnica

1904-05 35 cientos mil recurrentes Educación primaria
1910-11 93 cientos mil recurrentes Subvención general

1912-13 60 cientos mil recurrentes Educación primaria (50 lakhs) Educa-
ción superior (10 lakhs)

1912-13 387.18 cientos mil no recurrentes Subvención general
1913-14 55 cientos mil recurrentes Subvención general
1913-14 95 mil no recurrentes -----------------
1914-15 9 cientos mil recurrentes Subvención general

1914-15 12.25 cientos mil no recurrentes Incluye 10 Lakhs para albergues de 
la Universidad de Calcuta

1917-18 30 cientos mil recurrentes Formación docente y aumento de sus salarios. 
1918-19 30 cientos mil recurrentes Educación primaria
1918-19 30 cientos mil recurrentes Educación agrícola 

Tabla 2. Subvenciones generales a la educación en India (1902-1912).
Table 2. General grants to education in India (1902-1912).

Fuente. Mukerji (1974, p. 179).
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y urbanas y entre hombres y mujeres en la 
provisión de la educación básica. Incluso en la 
región de Sindh, la tasa de alfabetización re-
trocedió de 63% en 2014-15 a 62.2% en 2017-
18 (ibid). Esta es una situación alarmante que
muestra que no hay una implementación uni-
forme de las políticas educativas en  Pakistán.
Podría haber factores obvios que deberían
haber sido atendidos para la promoción, el pro-
greso y la perseverancia de las políticas edu-
cativas, la calidad y la aplicación de planes de 
estudio uniformes en todo el país. Aparente-
mente, ha habido, desde la independencia de 
Pakistán, algunas razones que deberían haber-
se enfocado y se deberían haber tomado me-
didas serias para una educación uniforme y de 
calidad para todos los estratos de la población. 

La falta de énfasis político en la educación, las 
limitaciones de recursos, el rápido crecimiento 
de la población, la dedicación de menos recur-
sos a la educación son algunas de las razones 
que no han permitido que el sector educativo 
en Pakistán crezca y se establezca de manera 
adecuada. La asignación del presupuesto para 
la alfabetización de la educación básica no 
formal (EBNF) en Pakistán siempre ha sido 
baja, incluso en comparación con las naciones 
pobres y también incierta. Luego, las inconsis-
tencias en las políticas de alfabetización hacen 
que los esfuerzos de alfabetización degraden y 
socaven a los profesionales de alfabetización. 

Pakistán es, desafortunadamente, una de las 
naciones menos alfabetizadas del mundo. De
los 141 países reportados, Pakistán es 141º en el
ranking. (Informe de la UNESCO, 2012).

Estructura educativa
La educación en Pakistán está organizada en
seis niveles: Escuelas de preprimaria: es para 
niños de 3 a 4 años. Esto ahora se considera como 
el nivel básico de la educación de la primera
infancia (EPI). Este nivel también se conoce
como Nursery o Preparatorio (Prep). Normal-
mente este nivel de educación está organizado 
por el sector privado.

Escuelas primarias: este nivel proporciona edu-
cación del 1º al 5º grado. Según las estadís-
ticas del gobierno, el número de escuelas pri-
marias en funcionamiento en 2017-18 fue de 
172.2 mil con 519.0 mil maestros en todo el 
país.

Escuelas intermedias: este nivel es de 6º a 8°
grado. El registro del gobierno dice que hubo
46.8 mil escuelas intermedias en el país en
2017-18, con 438.6 mil maestros.

Escuelas secundarias: los grados 9º y 10º 
entran en esta categoría. Un total de 30.9 mil 
escuelas secundarias, con 556.6 mil maestros,
funcionaron en el país durante 2017-18 

Escuelas secundarias superiores: la educación 
para los grados 11º y 12º se imparte en estas 
escuelas. Un total de 5.2 mil escuelas secunda-
rias superiores, con una población docente de 
121.9 mil, funcionaban en todo el país en 2017-
18.

Universidades: como educación de nivel tercia-
rio, Pakistán tiene 211 universidades (públicas 
y privadas) y otras instituciones que otorgan tí-

Tipo de instituciones Número Inscripción
Escuelas primarias 8413 770
Escuelas secundarias 2598 279
Colegios / Institucio-
nes profesionales 40 14

Universidades 2 664

Tabla 2. Subvenciones generales a la educación en India (1902-1912).
Table 2. General grants to education in India (1902-1912).

Fuente. Mukerji (1974, p. 179).
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tulos (incluidas Azad Jammu y Cachemira y Gi-
lgit Baltistán). Según el informe del gobierno de 
Pakistán sobre educación, en 2016 el número 
de docentes en las universidades fue 94.03 mil. 
Durante el mismo año, 1030 millones de estu-
diantes se matricularon en las universidades. 
Las universidades ofrecen títulos de licencia-
tura, maestría, master en filosofía y doctorado.
Los títulos de licenciatura son de 5 años para
medicina, derecho y arquitectura. Los títulos de
ingeniería, ciencias farmacéuticas, agricultura
son de 4 años y otras disciplinas necesitan 3 
años para completar una licenciatura.

Además de estos seis niveles de educación, hay
instituciones técnicas / vocacionales e institu-
ciones universitarias. Según la encuesta de edu-
cación de 2015, había 3.6 mil colegios técni-
cos con 19.4 mil docentes que proporciona-
banhabilidades técnicas con conocimiento aca-
démico. También hay instituciones universita-
rias (normalmente afiliadas las universidades 
públicas o privadas) que imparten cursos de li-
cenciatura y maestría. La encuesta de 2015
calcula 1.4 mil instituciones universitarias con
36.6 mil docentes. (Capítulo 10 Educación, En-
cuesta de Pakistán).

Legislación para la educación en Pakistán
Pakistán, justo después de su independencia,
celebró la primera conferencia nacional sobre
educación conocida como Conferencia de Edu-
cación de Pakistán. Conferencia Nacional de 
Educación de 1947: el gran líder de la nación y 
fundador, Muhammad Ali Jinnah, transmitió un 
mensaje a los miembros de la conferencia con 
estas palabras: “la importancia de la educación 
y el tipo de educación no se puede exagerar ... 
no hay duda de que el futuro de nuestro Estado 
dependerá y dependerá en gran medida del tipo 
de educación que brindemos a nuestros hijos y 
la forma en que brindamos como futuros ciuda-
danos de Pakistán ... no debemos olvidar que 
tenemos que competir con el mundo que se 
está moviendo muy rápido en esta dirección”.
En esta conferencia, se formaron los comités 
de educación primaria, secundaria y de adultos. 

La necesidad de un sistema educativo nacional 

se realizó basándose en la sólida educación pri-
maria gratuita y obligatoria. Se presentaron las 
propuestas para educación preprimaria sepa-
rada (grupo de edad de 3-6 años) y educación
primaria (6-11 años), medio de instrucción,
capacitación docente, educación física y otros
temas. Centrándose en la alfabetización, el co-
mité comentó algo muy sabio. Señaló que el 
objetivo principal de la campaña (de alfabeti-
zación) no debe ser simplemente hacer que
los adultos sepan leer y escribir, sino también 
mantenerlos. El comité sugirió que se propor-
cion en instalaciones para la educación de adul-
tos y que el sistema gratuito de educación pri-
maria sea tratado como obligatorio e interco-
nectado para resolver el problema en los pró-
ximos 25 años. El informe recomendó hacer 
hincapié en la educación de adultos, la plani-
ficación, el reclutamiento y la formación de do-
centes, haciendo que quinientas mil personas
alfabetizaran en el sexto año y posterior-
mente trescientas mil personas anualmente.

El comité también mostró preocupación por
aquellos empleadores (empresarios) que no
facilitarían la educación de sus empleados y 
sugirió multar a los mismos. También se su-
girió el servicio social de los estudiantes uni-
versitarios y el uso de ayudas audiovisuales
(Kaiser Bengali, 1999). 

Plan Nacional de Desarrollo Educativo 1951-57
Este fue el primer plan deliberado para anti-
cipar y estudiar los problemas educativos para 
los siguientes seis años. Esta conferencia iden-
tificó la falta de maestros capacitados de pri-
maria y sugirió 86 mil maestros, edificios esco-
lares, ayudas didácticas y equipos científicos
adicionales, entre otros. El comité reconoció que 
dos tercios de los estudiantes de 6 a 11 años no 
asisten a escuelas primarias y que se requeri-
rían 24 mil escuelas primarias más. Propusieron 
que 2.8 millones de adultos se alfabetizaran a 
través del esquema de ayuda agrícola e indus-
trial de la aldea (V-AID). Pero a pesar de toda
la planificación y los esfuerzos, el plan no pu-
do obtener los resultados deseados y la tasa de
alfabetización cayó un 1%, del 16.4% en 1951
al 16.3% después de una década (ibid).
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Primer plan quinquenal 1955-60
Desafortunadamente, este plan se lanzó en 
1957, dos años tarde. Este plan instó a que el 
sistema de educación primaria universal fue-
ra vital para preparar a los ciudadanos de Pa-
kistán para el desempeño de sus deberes 
democráticos y cívicos. El comité hizo que la 
educación primaria fuera muy esencial porque 
sirvió como base para la educación secunda-
ria y superior de donde emanaría el liderazgo 
nacional y de donde vendría el crecimiento 
agrícola e industrial de la nación. El plan esta-
bleció objetivos para los próximos 20 años, 
centrándose en un sistema de educación pri-
maria universal, gratuito y obligatorio, que in-
cluyó a las niñas. La comisión propuso 4 mil 
nuevas escuelas primarias con escuelas adicio-
nales bajo el esquema V-AID, aumentando el
número de maestros capacitados de 75 mil a 
118, 500.

Informe de la Comisión de Educación Nacio-
nal de 1959
La política instó a la reorientación y reorga-
nización de la educación en Pakistán para la 
provisión de mano de obra capacitada, ciu-
dadanía educada y liderazgo competente. La   po-
lítica también se lamentó por la actitud de las
personas sobre el concepto de gobierno y su
relación con él, por la revisión de la actitud 
de los educadores profesionales, por los pun-
tos de vista tradicionales hacia la educación de
las personas. El informe definió los objetivos 
como “el desarrollo del individuo para ser un
ciudadano feliz, saludable y útil, que cumpla con 
las habilidades de lectura, escritura, expresión
oral y cálculo, habilidades vocacionales, ha-
bilidades domésticas, habilidades de autoexpre-
sión en artes y oficios, personal e higiene co-
munitaria, civismo, economía, desarrollo espi-
ritual y moral y capacitación en razonamiento
 y pensamiento científico” (ibid).

Los segundos planes quinquenales se organi-
zaron en 1960-65 y el tercero 1965-70
La Nueva Política Educativa en 1970 declaró 
el compromiso del gobierno con el objetivo de 
la educación primaria universal como un prin-
cipio básico de la política del Estado en las 

constituciones de 1956 y 1962 (La nueva políti-
ca educativa, 1970). Esto fue seguido por la Po-
lítica de Educación de 1972-80, en la que se 
decidió que la educación se haría gratuita y
universal hasta la clase X (Grado 10) en todo 
el país, tanto en las escuelas públicas como pri-
vadas, y las escuelas privadas serían compen-
sadas por el estado por la pérdida de honora-
rios incurridos durante este proceso de educa-
ción gratuita.

Los planes posteriores de 5 años fueron en 
1978-83, seguidos por el Programa Nacional de 
Implementación y Política Educativa en 1979 
que propuso aumentar la matrícula en las es-
cuelas, proporcionarles el equipo, suministrar-
les los libros de texto, suministrar kits de en-
señanza a las escuelas existentes y nuevas, y
emprender encuesta para determinar la re-
paración de escuelas primarias existentes. En
1981, la Comisión de Alfabetización y Educa-
ción Masiva se estableció bajo el gobierno fe-
deral para lograr la alfabetización masiva (La
Gaceta de Pakistán, Parte III, 1981).

El programa de 10 puntos en 1983, seguido por 
el sexto plan quinquenal (1983-88) tenía simi-
litudes. El Plan Nacional de Alfabetización 
(1984-86) se lanzó justo después de un año del 
sexto plan quinquenal, a un costo de 317 millo-
nes de rupias para acelerar el aumento de la 
tasa de alfabetización del 26,2 al 33 por ciento 
al abrir alrededor de 25 mil centros de alfa-
betización. Las escuelas de la tarde, los proyec-
tos de Iqra y la mezquita, los proyectos de al-
fabetización en las aldeas fueron los puntos 
principales de este plan (Programa Nacional 
de Alfabetización 1984-86). El presidente de
LAMEC (Comisión de Alfabetización y Educa-
ción Masiva) admitió que estos proyectos fue-
ron un fracaso debido a su suficiencia con-
ceptual y sistema de supervisión desfavora-
ble (Comisión de Alfabetización y Educación
Masiva, Informe de progreso, 1988).

Escuelas de acogida: 1986-89
A pesar del fracaso del intento anterior de au-
mento rápido de la tasa de alfabetización, nue-
vamente se inició otro proyecto llamado 
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“Escuelas de abandono escolar”. Este proyecto 
tuvo que ser ejecutado en nueve distritos pre-
definidos por LAMEC. Se asignaron 208 millo-
nes de rupias para este esquema. En este 
proyecto, los egresados de la escuela tuvieron 
la oportunidad de retomar para completar la 
educación primaria. Fue enfocado, especial-
mente la clase social de bajos ingresos. 225,000 
niños fueron seleccionados para obtener edu-
cación secundaria (9º-10º grado) a través de 
métodos no formales para poder unirse a los 
demás en las clases de secundaria superior 
(11º-12º grados) para 1989. También para mejo-
rar la tasa de alfabetización del 30% al 32,56% 
en 1989 y aumentar la tasa de participación en
esos distritos seleccionados. Otro objetivo era
evaluar los beneficios socioeconómicos del
esquema.

Programa nacional de alfabetización 1986-90
El esquema de entrega podría ver solo unos 
pocos meses cuando este nuevo proyecto 
comenzó con el objetivo de alfabetizar a 14 
millones de personas con el costo de 2,657 
millones de rupias elevando la tasa de alfabe-
tización al 53%. 89 distritos provinciales, 7 
agencias en áreas tribales administradas fe-
deralmente (FATA), 3 distritos en áreas nort-
eñas administradas federalmente (FANA) y
4 distritos en Azad Jammu y Cachemira fue-
ron señalados como las áreas más analfabe-
tas para trabajar a través de los consejos de 
aldeas y ciudades. El programa afirmaba crear
2 mil empleos a tiempo completo y 115,000
a 150,000 a tiempo parcial. (ibíd).

Escuelas “Nai Roshni” 1986-90
Nuevamente, se introdujo un nuevo esquema 
llamado Nai Roshni (nueva luz) con afirma-
ciones similares a las anteriores. En palabras 
simples, fue el lanzamiento del Programa “Drop-
in” con similitudes en los objetivos (PC 1 Nai
Roshni Schools, 1986).

Séptimo plan quinquenal 1988-93
Este plan destacó que el sistema educativo de 
Pakistán sufría de deficiencias crónicas y que 
solo el 60% de los niños de 5 a 9 años tienen 
acceso a la educación primaria. En este plan, 

también se destacó que las escuelas prima-
rias carecen de instalaciones y que 29 mil 
escuelas primarias ni siquiera tienen edificios, 
mientras 16 mil escuelas primarias solo tienen 
aulas. El plan también decía que la inscripción 
de niñas es aproximadamente 1/3 de los niños
 en las áreas rurales donde las maestras no esta-
ban bien capacitadas y calificadas y el absen-
tismo de los maestros está en el extremo su-
perior. (Séptimo Plan Quinquenal: 1988-93,
Capítulo 29, 1988).

Política Nacional de Educación 1992
Este plan inició reformas orientadoras según
lo propuesto en la conferencia educativa na-
cional de 1947. También sugirió que las políti-
cas de 1959, 1972 y 1979 fueron más amplias 
y que las reformas se abordaron en cuatro 
áreas: educativa, social, económica e institucio-
nal. Sus objetivos fueron: abrir la educación 
no formal a las ONGs, lograr una tasa de alfa-
betización del 100% en áreas seleccionadas, 
escuelas modelo masculinas y femeninas en 
áreas rurales, la introducción de servicios 
sociales obligatorios para estudiantes y utili-
zar las escuelas generales como instituciones 
técnicas en la noche para capturar los restos 
de la educación general (Ministerio de Educa-
ción, Política Nacional de Educación, 1992).

Octavo plan quinquenal 1993-98
En continuidad con los planes anteriores, este 
plan también señaló que la educación era un in-
grediente indispensable del desarrollo y un de-
recho fundamental de cada individuo. Tam-
bién admitió que la mitad de las niñas y una
quinta parte de los niños (de 5 a 9 años) no 
estaban matriculados en escuelas primarias. 
Como medida correctiva, el plan propuso esta-
blecer más escuelas para niñas y abrir nuevas 
escuelas primarias junto con los de los niños, 
para reducir la disparidad en las escuelas de 
chicas y chicos. El plan también sugirió abrir 
escuelas de educación mixta, siempre que sea 
posible, y nombrar maestras. Propuso propor-
cionar un libro de texto gratuito a todas las 
niñas del primer grado. (Comisión de Plani-
ficación, Octavo Plan Quinquenal: 1993-98).



Syed Azeemi 1st OEBKK Legislación y derecho educativo 65REVISTA DYCS VICTORIA

Política Nacional de Educación 1998-2010
Esta política educativa aceptó que la educación 
era la clave básica del éxito para todas las na-
ciones del mundo y que desempeñaba un papel 
importante en el desarrollo moral, cultural, po-
lítico y socioeconómico de cualquier nación. 
La política mencionó que 5.5 millones de niños 
en edad escolar (5-9 años) se quedaron fuera, 
el 45% de los niños abandonan la escuela en el 
nivel primario, los maestros estaban ausentes 
de la escuela, especialmente en áreas remotas, 
1/4 de los maestros no estaban capacitados, 
la deficiencia de infraestructura para mejorar 
la calidad de la instrucción, métodos de ense-
ñanza rigurosos y no disponibilidad de ayudas 
audiovisuales. Como remedio a estos hallazgos,
la política propuso establecer 190 mil escue-
las formales y 250 mil centros de educación 
no formal, 57 mil escuelas de mezquitas, ac-
tualizar 60 mil escuelas primarias y ejecutar 
turnos dobles en 20 mil escuelas existentes. 
También se propuso que se contrataran 527 
mil nuevos docentes con un aumento en el
gasto en educación, elevándolo del 2.2 al 4% 
del PNB. (Comisión de Planificación, Gobierno
de Pakistán).

Marco de política nacional de educación 2018
Esta política menciona los desafíos que enfren-
ta Pakistán. El desafío más estricto es que Pa-
kistán enfrenta problemas para brindar edu-
cación uniforme y de calidad a todos los niños, 
y los indicadores de educación de Pakistán son
preocupantes. Las autoridades pakistaníes tie-
nen que reducir la cantidad de niños que aban-
donan la escuela y llevarlos de vuelta al flujo 
educativo nacional. La política proporciona 
los últimos datos educativos que declaran que 
22.5 millones de niños abandonaron la educa-
ción primaria (Estadísticas de Educación de 
Pakistán (2016-17)). En esta cifra, el número 
de niñas es más que los niños. La otra situa-
ción alarmante mencionada en el informe de la 
política es que la tasa neta de matriculación es 
estática e incluso se está reduciendo en algu-
nas provincias (Encuesta de Medición Social 
y de Vida de Pakistán 2010-2015). La pobreza, 
especialmente en áreas remotas de Pakistán, es 
uno de los factores de reducción de Tasa neta de 

matriculación (TNM). La falta de instalaciones 
en las escuelas de esas zonas rurales aumenta 
aún más los problemas de las familias pobres.
Otro problema que destaca el informe de políti-
cas es el idioma de instrucción. En las escue-
las privadas, el medio de instrucción es el in-
glés, mientras en las escuelas públicas el me-
dio es el urdu. Pero aún hay otro problema; los 
estudiantes, especialmente de zonas rurales y 
remotas, tienen sus propios idiomas nativos. 
Entonces, esta disparidad también está causan-
do obstáculos en la implementación de un 
código de educación uniforme en Pakistán. En 
lo que se refiere a la educación terciaria, Pakis-
tán ocupa la 125º posición de 140 economías 
en el Índice de Competitividad Global 2018 y 
que está muy por detrás de Bangladesh (116º), 
India (96º) y Nepal (106º) (Índice competitivo 
global dato 2018. Foro Economico Mundial).

El informe sugiere, para contrarrestar todos
estos problemas, que Pakistán necesita tomar
medidas correctivas como un caso de emergen-
cia. La cohesión nacional, el uso efectivo de 
la información, la mejora de la gobernanza, la
eficiencia financiera del sistema educativo, el 
uso innovador de la tecnología y la campaña
de comunicación activa deberían ser las me-
didas que Pakistán debe tomar.

Conclusiones
Al repasar la historia centenaria, se encuentra 
que la religión ha jugado un papel importante 
en la propagación de la educación en todos los 
rincones del mundo. Cualquier “ISMO” (incluso 
el ateísmo) es una religión y tiene sus propios 
parámetros sobre la educación. Pero más que 
cualquier otra religión, el cristianismo y el 
islam han modificado el camino de la vida de la 
humanidad. Comenzando desde monasterios y 
conventos hasta Maktabs y Madarsas, se nota 
la influencia de la religión en muchos sistemas 
educativos. Pakistán también ha tenido un gran 
impacto de la educación religiosa en el sistema 
educativo actual. Desde su independencia en 
1947, Pakistán ha visto muchos disturbios polí-
ticos, y ésta es una de las mayores causas de 
inestabilidad en su sistema educativo. El cam-
bio de regímenes, el cambio de intereses políti-
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cos, los experimentos de gobernantes indivi-
duales no permitieron que Pakistán establecie-
ra una dirección clara. El patrón de educación
anglosajón mezclado con escuelas teológicas
hizo muchos experimentos y resultaron en una
estructura educativa incompleta que anula
todos los esfuerzos y recursos que fueron to-
mados por diferentes regímenes en el país. Aun 
así, Pakistán necesita una dirección clara,
bien establecida y un uso extraordinario del 
intelecto y los recursos financieros para salir
del musgo en el que se encuentra.
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Resumen
En Latinoamérica, la formación de docentes es un tema nodal en la producción académica 
sobre educación. ¿Cómo se forman los que forman? Es una pregunta fundamental para en-
tender los procesos y los alcances que tiene la educación en cada país. Y ello se refiere, no sólo 
a las prácticas pedagógicas, sino al contexto social en el que se forma la visión de los futuros 
docentes. Ante la interrogante de cómo se ha desarrollado el proceso de la formación de do-
centes, se plantea como objetivo principal de este artículo analizar el desarrollo de la Educa-
ción Normal en el contexto de los cambios políticos, sociales y económicos en América 
Latina, bajo la premisa de que a través de la implementación de cada uno de los modelos educa-
tivos se puede observar no sólo la perspectiva ideológica, sino el proyecto de nación que le sub-
yace. Para desarrollar el tema se realiza un estudio desde la perspectiva comparada de países la-
tinoamericanos, en los que con base en la literatura se observa la existencia de un segmento de
la educación superior diferenciado que se enfoca en impartir carreras relacionadas con la edu-
cación, principalmente básica y en algunos casos media superior.

Palabras clave: Educación superior, modelos educativos, Escuelas Normales, apropiación social
del conocimiento.

Abstract
In Latin America, the docent´s formation is an important theme in the academic’s produc-
tion  about education. ¿How they form those who form? It’s a fundamental question to under-
stand the process and the coverage that education has in each country. And this refers, not
only to the teaching and pedagogical practices, but also to the social context in which it
forms the vision of the teachers in the future. In view of the interrogant of how it has
been developed the process of teacher’s formation, the main objective or purpose of this ar-
ticle is to analyze the development of Normal school in the context of political, social and
economic changes in Latin America, under the postulate that through the implementa-
tion of each one of the educational models it can be observe not only the ideological pers-
pective but also the national project that underlies it. To develop the theme is carried out
a study from the comparative perspective of Latin-American countries, they, based on lite-
rature they observe the existence of a segment of different higher education which focu-
ses on teach careers related to education, mainly basic and in some cases middle higher edu-
cation.

Keywords: Educational Law, Education system, Impact of European Educational System in sub-
continent, Legislation. 
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Introducción
Ante los cambios sociales de mediados del si-
glo XIX en América Latina se planteó la nece-
sidad de unificar los contenidos y las prácticas 
en la educación primaria, que para esos años 
aún eran sumamente diferenciadas, teniendo 
en la iglesia uno de los mayores proveedo-
res de educación y en los varones el mayor 
número de asistentes. En países como Chile, 
se proclamaba que el fundamento de todas las 
ciencias es leer, escribir y contar, por lo que 
para lograr el crecimiento de un país era nece-
sario que estos saberes estuvieran al alcance 
de todos y no solamente de las clases con mayo-
res recursos económicos (Weinberg, 1984).

El proyecto para unificar contenidos requería 
necesariamente de la formación más o menos 
homogénea del profesorado que tendría a su 
cargo la labor de educar a los niños en sus pri-
meros años escolares, asimismo al coincidir 
con el surgimiento de nuevas naciones, que
en su mayoría vivían las primeras décadas
de independencia, uno de los pilares del mo-
delo educativo era consolidar el nacionalismo 
y enseñar conocimientos elementales, además
de instruir en técnicas y oficios.

Y es que, en su origen las escuelas formadoras
de docentes tenían la tarea de instruir en cien-
cias básicas y principios pedagógicos en el
marco de un proyecto nacional, donde el magis-
terio estuviera identificado con las principa-
les demandas sociales, adquiriendo además el
compromiso con la formación de los futuros
ciudadanos. En este sentido, es necesario re-
saltar que los modelos educativos están in-
sertos en un ideario social, por lo que es ne-
cesario analizar el contexto histórico para com-
prender de una manera más amplia el signi-
ficado del proceso educativo.

Bajo esta óptica es posible entender la edu-
cación impulsada por el estado a través de 
Escuelas Normales como una narrativa crio-
lla para defender la idea del Estado nacional 
moderno. El asunto adquiere relevancia cuando 

se quiere comprender los modos en los que se 
puso en operación una biopolítica que permi-
tiera ofrecerle un nuevo escenario al trabajo 
desarrollado por los educadores, cuyo encargo 
permanente fue ocuparse en producir inmate-
riales, tradiciones culturales, rituales, actos fes-
tivos y conmemoraciones (Álvarez & Aven-
daño, 2015).

El origen del normalismo en América Latina
El surgimiento de las primeras instituciones 
dedicadas a la formación del magisterio corres-
ponde, como se apuntó, con los primeros años 
de vida independiente de los países latinoame-
ricanos (Cuadro1) y a través de los nombres 
destinados a cada uno de los institutos se ob-
serva que en más de la mitad de los casos las 
escuelas estaban divididas con base en el sexo 
de los alumnos. Asimismo, destaca que en paí-
ses como Honduras y Chile se presentan insti-
tuciones de capital privado desde los primeros 
años y en algunos casos la presencia de misio-
nes extranjeras, como la alemana en Chile, Perú 
y Ecuador, la norteamericana en Argentina y 
la belga en Bolivia, en estos países se buscaba
incorporar los modelos educativos implemen-
tados en otras latitudes, principalmente euro-
peas, para mejorar el aprendizaje de los me-
nores (Salgado, 2007).

En este marco, destaca la presencia del mo-
delo lancasteriano de educación, cuyo prin-
cipio de crear monitores capaces de replicar 
los conocimientos resultaba no sólo efectivo
en las primeras etapas de la educación básica, 
sino también económico y accesible, ya que se 
enfocaba en la capacitación directa de aque-
llos que contaban con mayores conocimientos, 
quienes a su vez transmitían los conocimien-
tos a los alumnos principiantes. Este modelo re-
sultó preponderante en países como México, 
donde incluso la escuela lancasteriana se hizo
cargo de la educación primaria durante más
de dos décadas.

Género y Normales
En la implementación de las Escuelas Normales 
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en países latinoamericanos fue común la divi-
sión con base en género, ubicación geográfica o 
pertenencia étnica. De allí el nombre de norma-
les de mujeres o varones, rurales y urbanas o 
indígenas como en el caso de la Normal de Wari-
sata, fundada en Bolivia (Salgado, 2007). A esta 
especificidad se suma el papel que las Norma-
les desempeñaron en la movilidad social, ya que 
para las familias de entornos rurales representa-
ba una garantía laboral que sus hijos se incor-
poraran al magisterio, de la misma manera que 
lo significaba para las clases bajas del contexto 
urbano. 

Aunque países como Perú, Ecuador y Panamá 
iniciaron la operación de Escuelas Normales 
exclusivas para hombres, la mayoría de los países 

optaron por crear escuelas para mujeres, con lo 
que se fue perfilando así una de las características 
más visibles del magisterio: la notable presencia 
femenina; en este sentido, como apunta Oresta 
López (2006) se trata de un fenómeno de discri-
minación social de la mujer que se traslada, se 
expande y se objetiva en las condiciones de un 
grupo socio profesional. Son incontables las obras 
que se refieren a la historia de la profesión 
magisterial sin reconocer como una caracterís-
tica importante su constitución mayoritaria-
mente femenina (Arnaut, 1996; Meneses, 1998) y, 
pocas se han interesado por revisar las implica-
ciones que tiene una profesión feminizada en
el complejo proceso que subyace al entramado
actual del fenómeno magisterial

País Nominación Año de Creación

Perú
Escuela Normal de varones

Normal femenina
1822
1933

México Escuela Normal 1822

Costa Rica Escuela de Formación de Maestros en Heredia 1838

Chile Escuela Normal de preceptores 1842
Argentina Escuela Normal de Paraná 1870
Colombia Escuela Normal Central de Bogotá 1872

Panamá Escuela Normal de Varones 1872

Uruguay Instituto Normal de Montevideo 1885

Ecuador Normal de varones 1901

Honduras Escuela Normal de señoritas
Escuela Normal de varones

1905
1906

Nicaragua Escuela Normal de señoritas
Instituto Pedagógico de Managua para varones

1908
1913

Bolivia Normal de maestros y preceptores del Sucre.
Normal indígena de Warisata

1909
1930

Cuba Escuela Normal 1959

Cuadro 1. Primeras instituciones de Educación Normal en América Latina.
Table 1. First Normal Education Institutions in Latin America.

Fuente: Elaboración propia con datos de: (Avalos, 2002; Inestroza 2003; Báez, 2004; Sequeira & Robles, 2004; Sol, 2004; 
Salgado 2007, Figueroa 2016).
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La presencia predominante de mujeres como do-
centes en las primeras fases de la educación 
sugieren diversos puntos de análisis, por un lado, 
es necesaria la referencia a la teoría de la re-
producción (Bourdieu & Passeron, 2018) a tra-
vés de la cual se puede inferir que la feminiza-
ción del magisterio sería una consecuencia na-
tural de la idea socialmente compartida respec-
to a la aptitud de las mujeres para el cuidado de 
los niños. Por otro lado, garantizaba también la 
posibilidad de acceder a un empleo, lo que a me-
diados del siglo XIX y durante la primera parte 
del siglo XX no era sencillo para la población
femenina.

En México, durante el porfiriato y hasta la 
primera mitad del siglo XX, el discurso peda-
gógico de Pestalozzi que tenía gran influencia 
en la educación, planteaba como natural y con-
veniente el trabajo femenino para la educa-
ción de los niños, asimismo, ministros e inter-
lectuales mexicanos, como Justo Sierra y Jesús
Díaz Covarrubias, compartían estas ideas y es-

pecialmente confiaban en que la copia del mo-
delo estadunidense de feminización del magis-
terio también podría funcionar en México (Ló-
pez, 2006).

Sin embargo, se debe anotar qué durante esta 
época los salarios de las profesoras se encontra-
ban por debajo del de sus homólogos varones, 
bajo el entendido, socialmente aceptado, de que 
los hombres requerían de un mayor ingreso para 
sufragar las necesidades de la familia a su car-
go. En la actualidad, por ejemplo, y pese a que 
existe una igualdad de salarios establecida le-
galmente, se observa el incremento en el núme-
ro de mujeres que se suman al magisterio en 
condiciones de semiprofesión, sobre todo en el 
estrato de educación inicial (que abarca de 0 a 
4 años) y en el ámbito privado de educación bá-
sica, donde se perciben salarios muy por debajo 
de la media. Por ejemplo, en el caso de México, 93 
de cada 100 profesores de preescolar son muje-
res y 67 de cada 100 en el nivel primaria; sin em-
bargo, si se analiza el porcentaje de mujeres que 

País Preescolar Primaria Secundaria Superior

Perú 99 60 46 22
México 100 62 33 N/D
Costa Rica 97 80 54 34
Chile 89 73 51 22
Argentina 99 91 67 35
Colombia 96 76 44 24
Panamá 100 63 54 34
Uruguay N/D N/D N/D 34
Ecuador 95 65 42 18
Honduras 100 74 N/D 29
Nicaragua 99 85 57 36
Bolivia 96 57 49 N/D
Cuba 88 78 47 44

Cuadro 1. Primeras instituciones de Educación Normal en América Latina.
Table 2. Percentage of female participation in the teaching profession by levels. (1980-1998).

Fuente: Elaboración propia con datos de: (Avalos, 2002; Inestroza 2003; Báez, 2004; Sequeira & Robles, 2004; Sol, 
2004; Salgado 2007, Figueroa 2016).



72 DYCS VICTORIA. 3 (2): 68-76 ( julio-diciembre  2021). ISSN 2683-1821REVISTA DYCS VICTORIA

ocupan la dirección de un plantel de educación 
primaria, la cifra desciende a 47% (INEE, 2015). 

Lo que indica una brecha de género que be-
neficia más a los hombres al momento de op-
tar por un ascenso laboral. En el mismo sen-
tido, la distribución de la participación de muje-
res en los distintos segmentos educativos mues-
tra un claro decremento conforme se avanza en 
el nivel de estudios; encabezan la lista Perú y 
Ecuador con una diferencia de 77 puntos por-
centuales entre la presencia de mujeres en ejer-
cicio de la docencia en el nivel de preescolar y 
en la educación superior, le siguen Colombia y 
Honduras con 72 y 71 puntos, respectivamente. 

En el otro extremo se sitúa Cuba, aunque los 
44 puntos que separan la participación de las 
mujeres no es un dato halagüeño. En el mis-
mo sentido Chile tiene una diferencia de 67 
puntos, seguido de Panamá con 66, Argentina 
de 64 puntos, Costa Rica y Nicaragua con 63
(Cuadro 2).

Esta diferencia también ha tenido un fuerte 
impacto en la investigación educativa, donde 
las Escuelas Normales poco aportan, compara
tivamente hablando, con el resto de las Insti-
tuciones de Educación Superior, observándose 
una separación entre quién ejerce la docencia
en educación básica y quien investiga acerca
de ella, fenómeno que en los hechos ha impli-
cado un alcance limitado de la producción du-
rante las últimas décadas (Ruíz, Campos y Gam-
boa: 2019 y Siqueiros y Vera: 2020). Para ilus-
trar esta afirmación las cifras que sobre inves-
tigación educativa en México emite el Programa
para el Desarrollo del Profesorado (Prodep) in-
dican que solamente el 4% de los Cuerpos Aca-
démicos, (grupo de Profesores de Tiempo Com-
pleto que comparten objetivos y metas académi-
cas, entre los que resalta la investigación) están
adscritos a una Escuela Normal, el resto labo-
ra en Universidades e Institutos (Promep, 2021).

Aunque los datos con los que se cuenta perte-
necen en algunos casos a casi dos décadas atrás, 
es posible observar que la tendencia en la femi-
nización del magisterio ha sufrido pocos cam-

bios, ya que las cifras oficiales proporcionadas 
por la Dirección General de Educación Supe-
rior para Profesionales de la Educación (Dgespe) 
señalan que en México 87,740 alumnos estudia-
ban en Escuelas Normales en el ciclo escolar 
2017-2018, de los cuales poco más del 74 por
ciento son mujeres.

Las Escuelas Normales ante los cambios de 
modelo
Las Normales desde su creación, han estado 
vinculadas directamente con el papel de repro-
ducción de un orden determinado y tienen como 
uno de sus objetivos principales la consolida-
ción de un patrón cultural homogéneo, en este 
sentido puede explicarse que hasta la fecha en 
algunos países de la región latinoamericana
la formación de docentes esté encabezada por
el Estado. Quizás por la importancia que tiene
en los procesos de inculcación puede observar-
se, a partir de la literatura sobre el tema y la
información estadística de las áreas encarga-
das de la educación en países latinoamerica-
nos, que en los casos donde se mantiene la edu-
cación normalista existe un mayor control por 
parte del Estado sobre los planes, programas y 
por supuesto sobre el ejercicio presupuestal, en
México, por citar un caso, se le considera un 
subsistema y comparativamente hablando tiene
un reducido grado de autonomía frente al res-
to de las Instituciones de Educación Superior, 
hecho que de cierta manera ha incidido en la
disminución de la matrícula durante las últi-
mas décadas (Mendoza, 2018).

Por otra parte, los cambios en la configuración 
política y económica de la región, han tenido 
impacto significativo en el funcionamiento de 
las Escuelas Normales. Destaca el caso de las dic-
taduras militares, que en Chile implicaron el 
cierre de las Escuelas Normales y la transferen-
cia de sus estudiantes y recursos a universidades 
cercanas; las cuales, cabe destacar, habían sido 
intervenidas por autoridades militares; así para 
principios de la década de 1980 las carreras de 
formación de profesores para todos los nive-
les fueron decretadas “no universitarias” y se 
ordenó su reestructuración en Academias Su-
periores o Institutos Profesionales. En Uruguay, 
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durante el gobierno militar se crearon 21 Insti-
tutos de Formación Docente, a través de los 
cuales se buscaba debilitar la presencia del Ins-
tituto Pedagógico, desde donde se gestaban re-
clamos ante la llegada de los militares al poder. 

En Bolivia, después del golpe de estado de 1971, 
encabezado por el ex ministro de Educación, 
General Hugo Banzer se decretó en 1975 la “Ley 
Normales” mediante la que se normó el sistema, 
modificando los planes y programas de estu-
dios. Asimismo, resalta qué, en México durante 
la década de 1970, las Normales rurales fueron 
semillero de luchadores sociales que contaban 
con el apoyo de los habitantes de la región: Lucio 
Cabañas y Genaro Vázquez son ejemplos de 
maestros rurales que encabezaron movimien-
tos de reivindicación de causas campesinas.

En efecto, las Escuelas Normales Rurales (ENR), 
creadas en México durante de década de 1920, 
representan un elemento de resistencia que 
requiere de un análisis con mayor profundi-
dad; a manera de esbozo cabe mencionar que 
fueron implementadas con la encomienda de 
modernizar el campo a partir de transmitir co-
nocimientos y educar a la población rural; si bien 
partían de las culturas locales, incluyendo el
idioma, al modelo le subyace, desde entonces y 
hasta la fecha, la apuesta por un Estado unifi-
cador, prueba de ello es la existencia de libros de
texto en idiomas originarios hasta cierto grado 
de educación primaria, con el objetivo de que los
alumnos terminen insertándose en el modelo
de cultura occidental.

Quizás por su relación con el campo y por las 
profundas raíces culturales de gran parte de los 
docentes, egresados y alumnos de las Normales 
Rurales, su existencia se ha convertido en uno
de los bastiones críticos al modelo educativo 
neoliberal, a través del cual se pueden analizar 
los movimientos de resistencia (Civera, 2018). 
Y es que desde su fundación, los estudiantes de
las normales rurales se agruparon en la Federa-
ción de Estudiantes Campesinos Socialistas de 
México (FECSM), destacando desde entonces 
por ser uno de los colectivos más politizados
del magisterio. Su cercanía con los problemas

del campo, la marginación, la explotación lati-
fundista y el neocolonialismo aportó a los ma-
estros rurales un sentido muy particular de
solidaridad social (Flores, 2019).

En la década de 1960, el movimiento de estu-
diantes normalistas de Ayotzinapa, Guerrero, 
asociado a las figuras de Lucio Cabañas y Gena-
ro Vázquez, estableció un parteaguas que vincu-
ló los movimientos estudiantiles con la defensa 
de los derechos de los campesinos a través de 
guerrillas. Décadas más tarde los movimientos 
que buscan reivindicar el magisterio y la educa-
ción rural, pública y gratuita siguen estando 
vinculados con las ENR. La resistencia de los 
colectivos docentes egresados de estas escue-
las,  la constante denuncia a las prácticas colo-
nizadoras y la defensa de las culturas origina-
rias sigue siendo factor para el ataque siste-
mático desde el Estado a estos proyectos, sien-
do el caso más reciente el de Mactumactzá, Chia-
pas, en mayo del 2021. 

El peligro que representa la organización colec-
tiva vinculada a la tierra, tiene un referente
concreto en las Normales Rurales, que original-
mente formaban a sus estudiantes para ense-
ñar a leer y a escribir, pero también como téc-
nicos en agricultura para fortalecer el ámbito
rural y mejorar la producción del agro mexi-
cano. A casi un siglo de su fundación, lejos de
ser vestigios de otra era, destaca su visión prag-
mática, una que en tiempos en que el campo
languidece devastado tras décadas de abando-
no, haría bien en reexaminarse (Padilla, 2009).

Las políticas educativas que buscan la homo-
genización, en detrimento de las culturas origi-
narias, para abonar a la construcción de un Esta-
do occidental que se rige por valores impues-
tos desde los grupos hegemónicos que contro-
lan el “mundo globalizado” se han materializa-
do históricamente de formas diversas: la dismi-
nución presupuestal, la imposición de progra-
mas de estudio ajenos a las idiosincrasias la-
tinoamericanas, el sesgo en el diseño de las eva-
luaciones que otorga ventajas a los habitantes
de zonas urbanas y con mejores condiciones eco-
nómicas.
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Así, de manera simultánea y con el ánimo de 
mejorar los índices de eficiencia impuestos por 
organismos internacionales para cuantificar el 
desempeño del sistema educativo se fueron des-
incorporando valores como la solidaridad, para 
privilegiar las competencias, la verticalidad en 
lugar de las redes horizontales que los docen-
tes impulsaban en sus grupos para robustecer 
el concepto de colectividad y se priorizaron las
materias tecnológicas e instrumentales en sus-
titución de aquellas con contenidos filosóficos
que contribuían a crear generaciones cada vez 
más reflexivas (López, 2008).

Con la implementación de políticas de orden 
neoliberal, en América Latina las normales em-
pezaron a ser absorbidas por universidades, o 
transformadas en institutos con características 
muy distintas a las que estructuraban el mode-
lo normalista en décadas anteriores. En argen-
tina la formación de docentes recayó en insti-
tutos superiores no universitarios que funcio-
nan simultáneamente con los de nivel universi-
tario; en Bolivia se han consolidado los institu-
tos normales superiores que sustituyen a las an-
tiguas escuelas normales, en Ecuador, las anti-
guas Escuelas Normales fueron transformadas 
en instituciones de educación superior no uni-
versitaria; en Chile, el normalismo llegó a su fin 
durante la dictadura militar de Augusto Pinochet. 

En contraparte, en Uruguay la formación de ma-
estros todavía se realiza en los Institutos Nor-
males de Montevideo y en los de formación do-
cente distribuidos en diferentes regiones del 
país, regidos por una autoridad específica y, fi-
nalmente en el caso de México se mantiene la 
estructura normalista con la vertiente por nive-
les, preescolar, primaria y secundaria, además 
de la modalidad por áreas, física, especial y ar-
tística; destacan la presencia de las normales ru-
rales y las bilingües (especializadas en la for-
mación de docentes hablantes de lenguas ori-
ginarias), que se mantienen nominalmente, aun-
que con un presupuesto significativamente me-
nor al que requieren.

Conclusiones
A través de este recorrido sobre realidades di-

versas en Latinoamérica se pretende mostrar la 
importancia que la formación docente, bajo los 
principios de laicidad, gratuidad y obligatorie-
dad ha tenido en el desarrollo de la educación, 
sin embargo también se debe apuntar que ha si-
do a partir de la escuela desde donde se han 
gestado las marcadas desigualdades del siste-
ma educativo nacional y latinoamericano, tema 
cuyo debate es imperativo y en el que es nece-
sario analizar los proyectos de nación que sub-
yacen a cada uno de los modelos educativos 
propuestos e implementados.

Durante las primeras décadas las normales re-
presentaron el campo ideal para la transmisión 
de conocimientos, pero también la promoción 
de la historia y el apego a la patria, valores que 
se constituyeron como ejes de las actividades 
escolares. Los docentes egresados de estas ins-
tituciones pasaron a formar parte de un siste-
ma de colaboración social que se sustentaba en
que a través de la educación sería posible con-
solidar un mejor país y una sociedad cohesio-
nada en torno a valores cívicos. 

Asimismo, los normalistas se convirtieron en 
defensores de la educación primaria gratuita, 
porque habían sido formados bajo la lógica de 
concebir a la educación como un bien público 
y un derecho universal. El cambio de modelo 
político y económico desdibujó los planteamien-
tos sobre la gratuidad y el derecho a la educa-
ción y ésta se concibió también como una mer-
cancía y un valor de cambio bajo los nuevos pa-
rámetros del mercado. Así, el papel rector que 
en un principio jugó el Estado en la educación
pública, se espera que sea asumido por actores 
privados, una lógica diametralmente opuesta
a los principios que dieron origen al actual sis-
tema educativo, y que ahora coloca a la ganan-
cia -traducida en eficacia y eficiencia- como el
eje de la actividad educativa.

Dicho en otros términos y abarcando también 
a otras modalidades de educación superior en
América Latina, la tendencia dominante ha 
instalado un concepto de calidad desde un pa-
radigma tecnocrático y productivista, que redu-
ce evaluación a control, confunde la calidad
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con ciertos indicadores cuantitativos y la eva-
luación con ciertos instrumentos de medida
(Cano, Castro & Sanguinetti, 2015).

Puede afirmarse que América Latina tiene la es-
colaridad que corresponde a sus grandes pro-
blemas culturales, sociales, económicos y polí-
ticos, pero sobre todo la brutal desigualdad (De 
Ibarrola, 2012). La óptica neoliberal, basada en
la primacía del individuo por encima del colec-
tivo, de lo cualitativo sobre lo cuantitativo y 
sobre la construcción de imaginarios ajenos a la 
identidad latinoamericana ha frenado el desa-
rrollo de la región, abonando a la consolidación 
de modelos culturales propicios para los intere-
ses de los grupos transnacionales que obtienen 
grandes ganancias económicas amparados bajo
la premisa de traer modernidad y desarrollo; con 
la misma estructura discursiva que en la con-
quista.

Sin embargo, si se observa el trabajo de los do-
centes, existe un potencial enorme, basado en 
la riqueza colectiva que subyace al proceso de 
enseñanza-aprendizaje. La esencia de la educa-
ción normal en Latinoamérica está fundada en 
la solidaridad, la construcción colectiva de mejo-
res condiciones de vida, el reconocimiento al en-
torno y el respeto al medio ambiente. 

Asimismo, se pondera el objetivo emancipa-
torio de la educación: pensar, disentir y cuestio-
nar; por ello resulta un ejercicio necesario volver 
la vista a los procesos educativos basados en el 
respeto a la identidad, la cultura y el sentido de
pertenencia, de los cuales el modelo normalis-
ta ha sido un ejemplo en América Latina.
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Resumen
El presente trabajo de investigación aborda el ejercicio de la libertad de expresión como parte 
fundamental en la vida democrática y, cómo dentro del ejercicio de dicha prerrogativa en los pro-
cesos electorales, aparece la figura del influencer, en calidad de nueva figura de transmisión de 
ideas  políticas. Se analiza cómo en razón de una ausencia de normatividad en redes sociales en 
materia electoral, la Autoridad Jurisdiccional ha superado esos retos, mediante una interpreta-
ción que pretende dar un equilibrio entre derechos y principios democráticos, llegando a concluir
que existen retos legales para la imposición de sanciones, que vulneran la equidad en contien-
das electorales por parte de los influencers, como lo es, la definición legal de dicha figura, el estudio 
de una espontaneidad en apoyo a una ideología o candidato y, la aplicación de límites a la libertad 
de expresión en redes sociales. El objetivo de la investigación es analizar, cómo es interpretado 
el derecho de la libertad de expresión de ideas en redes sociales, a través de la figura del influencer 
en el ámbito electoral.

Palabras clave: Influencer, Derecho electoral, Libertad de expresión.

Abstract
This research work addresses the exercise of freedom of expression as a fundamental part of de-
mocratic life and how, within the exercise of said prerogative in electoral processes, the figu-
re of the “Influencer” appears as a new figure for the transmission of political ideas. It is analyzed
how, due to the absence of regulations in social networks in electoral matters, the Jurisdic-
tional Authority has overcome these challenges, through interpretations that seek to provide
a balance between rights and democratic principles, reaching the conclusion that there are legal
challenges for the imposition of sanctions. that violate equity in electoral contests by influen-
cers such as the legal definition of said figure, the study of spontaneity in support of an ideology
or candidate and the application of limits to freedom of expression in social networks. The objec-
tive of the research is to analyze how the right to freedom of expression of ideas is interpre-
ted in social networks, through the figure of the influencer in the electoral field.

Keywords: Influencer, Electoral law, Freedom of expression.
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Introducción
La libertad de expresión es un derecho funda-
mental, no solo para el desarrollo personal sino 
también para una vida democrática sana, todos
los ciudadanos gozan del derecho, pero en mate-
ria electoral y en especial a través de las re-
des sociales, la manifestación de ideas de los
ciudadanos, no genera el mismo impacto en la
era digital, pues hay quienes tienen mayor peso
que otros en sus expresiones.

Las redes sociales en los contextos electorales
llegaron para quedarse, son parte importante de
las estrategias para incidir en la intención de 
partidos políticos y candidatos, de obtener triun-
fos o mayor votación.

En presente artículo expone cómo la libertad de 
expresión en las redes sociales es un derecho, 
que hasta el día de hoy no tiene regulación clara
en los procesos electorales y, sobre cómo el 
ejercicio de este derecho pone en riesgo el princi-
pio democrático de la equidad en contiendas
electorales. Se expone así, cómo ha sido el trabajo 
interpretativo tanto de la autoridad administra-
tiva electoral, como de la Jurisdiccional en la
materia, para valorar el alcance del ejercicio de 
este derecho por parte de la figura del influencer.

La presente investigación tiene como objetivo 
analizar, cómo es interpretado el derecho de la
libertad de expresión de ideas en redes sociales,
a través de la figura del influencer en el ám-
bito electoral. Como objetivo particular, se pre-
tende realizar comparaciones en las interpre-
taciones sobre la protección o sanción del ejer-
cicio de ese derecho, por parte de las autorida-
des electorales jurisdiccionales.

Materiales y métodos
Este trabajo de investigación sobre la liber-
tad de expresión del influencer en materia 
electoral, se basa en el tipo de metodología cua-
litativa, en razón de que se pretende describir 
el ejercicio de este derecho en el contexto elec-
toral, a través de redes sociales por parte del 
influencer, sobre este tipo de metodología refie-
re Salgado (2007), p. 71, que se intenta “obtener 
una comprensión profunda de los significados y 

definiciones de la situación, tal como la presen-
tan las personas, más que la producción de
una medida cuantitativa de sus características
o conductas”.

Referente a la técnica de obtención y consulta
de información, este artículo es llevado a cabo bajo 
una revisión bibliográfica, de notas periodísti-
cas y de Resoluciones Jurisdiccionales Sampieri,
Collado y Lucio, (2014), que permite detectar y
consultar información para extraerla y recopi-
larla, a fin de enmarcar el problema de investi-
gación y así, abordar de manera profunda el te-
ma de estudio del presente artículo.

Resultados y Discusión
La libertad de expresión es un derecho funda-
mental en la vida de toda persona, que permite 
el desarrollo no solo de ideas, sino de su difu-
sión, además, representa una piedra angular en
la vida democrática de cualquier sociedad. Este
derecho se encuentra reconocido en el párrafo
primero del artículo 6 de la Constitución polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, de la ma-
nera siguiente:

La manifestación de las ideas no será objeto de 
ninguna inquisición judicial o administrativa,
sino en el caso de que ataque a la moral, la vida
privada o los derechos de terceros, provoque 
algún delito, o perturbe el orden público; el de-
recho de réplica será ejercido en los término 
dispuestos por la ley. (CPEUM, 1917).

La naturaleza del concepto de la libertad de 
expresión, es poder ejercerla sin limitación al-
guna o censura, pero la misma Constitución es-
tablece los supuestos donde aplica una excep-
ción a esta libertad, se restringe cuando ataque
a la moral, afecte derechos de terceros, incite a
un delito o perturbe el orden público.

Este derecho tiene dos dimensiones, una indivi-
dual y otra social; sobre la primera, refiere García 
Ramírez y Gonza (2007) “comprende además, 
inseparablemente, el derecho a utilizar cualquier
medio apropiado para difundir el pensamiento
y hacerlo llegar al mayor número de destinata-
rios”(p. 19), es decir, que cada persona puede 
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usar el medio que a sus intereses convenga 
para hablar o escribir las ideas, así, pueden
usarse tanto los medios tradicionales como lo
es el periódico, la televisión y radio, como los
contemporáneos que son las redes sociales.

Respecto a la dimensión social, refiere García 
Ramírez y Gonza (2007), p. 19: “es un medio para 
el intercambio de ideas e informaciones y para
la comunicación masiva entre los seres huma-
nos. Implica el derecho de todos a conocer opi-
niones y noticias”, en otras palabras, esta dimen-
sión implica que todos pueden acceder a las
ideas expresadas, porque el ejercicio de este de-
recho lleva a que la sociedad pueda conocer las
distintas opiniones y, que no debe haber una
limitación para ello.

La misma Constitución reconocer una limita-
ción a esta libertad, referente a ello, expresa
Orozco (2016), p. 74: “… los términos sumamente 
vagos, ambiguos e imprecisos en que se  encuen-
tran  redactadas  las limitaciones  a  la  libertad  de
expresión sin  que  la  legislación  secundaria, ni
la jurisprudencia proporcionen un criterio se-
guro y fijo para establecer en qué casos la  libre  
expresión  del  pensamiento  ataca  la  moral,  los
derechos  de  tercero  o perturba  el  orden  públi-
co, ha  permitido  su  interpretación  y  aplicación
arbitraria  o caprichosa  por  parte  de  las  autori-
dades  judiciales  y  administrativas…” 

Libertad de expresión en redes sociales
Si bien las redes sociales, hasta el día de hoy, 
no se encuentran reguladas en su totalidad, hay 
una realidad, el avance tecnológico y de comu-
nicación es acelerado y cambiante, no solo cada 
año sino que día a día surgen nuevas proble-
máticas que la ley no prevé, dichos cambios y 
supuestos marcan un claro contraste con el 
ritmo legislativo para tomar acciones normati-
vas, sobre la expresión en redes sociales.

El presente trabajo de investigación pretende 
realizar un estudio del ejercicio de la libertad de 
expresión en el ámbito electoral, por esa razón 
es importante entender la conceptualización 
de internet y redes sociales por parte de la auto-
ridad jurisdiccional electoral, la Sala Superior 

a través de la Sentencia SUP-JRC-0071-2014 
(p. 45), lo reconoce de la manera siguiente:
“El internet, red informática mundial, es un 
mecanismo para que cualquier persona pueda 
difundir y acceder a información de su interés, 
y que su utilización ha permitido una descen-
tralización extrema de la información, que 
debido a su rápida masificación en el espacio 
virtual, puede reproducirse rápidamente, espe-
cialmente tratándose de redes sociales, en las 
que sus usuarios intercambian información y 
contenidos (textos, imágenes, archivos, links a 
otras páginas, entre otros) de modo que crean 
una comunidad de amigos virtual e interactiva”.
Agrega un término que marca una clara dife-
rencia con los medios de comunicación tradi-
cionales, (radio y televisión): la descentraliza-
ción extrema de la información; esto quiere decir
que no hay nadie que controle la información
que se transmite, a diferencia de los medios tra-
dicionales donde, es un locutor, un conductor de
noticias o de programa de entretenimiento, quien
centraliza la trasmisión de información.

En el internet, específicamente en las redes so-
ciales, todos los que son usuarios de determina-
da red, como por ejemplo Facebook, Twitter o
Instagram, pueden comunicar diferentes tipos
de información a los demás usuarios, dicha co-
municación resulta instantánea, casi no hay fil-
tro, cuestión contraria de lo que puede suceder 
en la televisión o en la radio.
Otro contraste en materia electoral con los me-
dios tradicionales, es que la expresión en redes 
sociales, es casi libre en su ejercicio, no hay 
regulación en su ejercicio, cosa contraria su-
cede con la televisión o la radio, ya que estos
medios de comunicación, se encuentran regula-
dos a través de tiempos y, existen prohibicio-
nes claras a partidos políticos y candidatos para
transmitir sus expresiones políticas.

Estas limitaciones derivan de la reforma elec-
toral del año 2007, donde si bien se reconoce 
que existe un derecho para expresar ideas polí-
ticas, deben existir límites para garantizar una
equidad en las contiendas electorales, en dicha 
reforma, se limitó de la siguiente manera la li-
bertad de expresión en materia electoral:
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Los partidos políticos en ningún momento po-
drán contratar o adquirir, por sí o por terceras
personas, tiempos en cualquier modalidad de
radio y televisión. Ninguna otra persona física o 
moral, sea a título propio o por cuenta de terce-
ros, podrá contratar propaganda en radio y 
televisión dirigida a influir en las preferencias
electorales de los ciudadanos, ni a favor o en 
contra de partidos políticos o de candidatos a
cargos de elección popular. DOF, (2007)

Estas limitaciones marcan un techo a las inten-
ciones de usar a la televisión y la radio, para 
posicionamientos electorales de manera desen-
frenada por parte de los partidos políticos, en 
su momento fue una de las reformas de mayor
trascendencia en materia de medios de comu-
nicación tradicionales, los cuales jugaban un 
importante papel dentro de precampañas y cam-
pañas electorales; representó un parteaguas en
los medios de comunicación en materia políti-
ca, en cuanto a su influencia centralizada, ya 
que la información la transmite un grupo selec-
to de personas conocidos como locutores, con-
ductores o artistas.

Es importante mencionar que hoy en día, deri-
vado de otra reforma electoral, la del 2014, la 
restricción de contratación de tiempos de radio 
y televisión se amplía ya no solo a los partidos 
políticos, sino también a candidatos, es decir, 
los candidatos ya no pueden usar dichos medios 
para la difusión de ideas de naturaleza política.

Es claro entonces que, la expresión de ideas en 
materia electoral por un lado si se encuentra 
regulada en los medios tradicionales, pero en 
los medios modernos como las redes sociales 
aun no. Ante una ausencia normativa de limita-
ción del ejercicio de este derecho, ha entrado en 
el análisis interpretativo la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, a través de la Tesis 2a. 
CV/2017 (2017), titulada: “Libertad de expre-
sión y opiniones ejercidas a través de la red
electrónica (internet). Restricciones permisi-
bles”; ahí se concluye que para que existan li-
mitaciones a este derecho es indispensable que
 se cumplan tres condiciones:
(I) estar previstas por ley; 

(II) basarse en un fin legítimo y; 
(III) ser necesarias y proporcionales.

Estas limitaciones pueden ser aplicadas en 
cualquier materia, pero como establece el pun-
to primero, debe respetar el principio de legali-
dad, que quiere decir, que debe estar estable-
cido en la ley, estas condiciones son puntua-
les, pero al mismo tiempo recaen en una ge-
neralidad, puesto que no se pronuncia sobre 
un caso en concreto, toda vez que la expresión
se da en diferentes ámbitos sociales que son
regulados por diferentes tipos de legislación y
materias del derecho. 

Ahora bien, focalizando a la materia electoral, 
la libertad de expresión en redes sociales, no 
está sujeta a una limitación clara establecida
en las leyes de la materia, lo que existe es un 
criterio interpretativo del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación, que preten-
de explicar que la libertad de expresión debe 
ser protegida siempre, puesto que representa 
un derecho básico en los sistemas democráti-
cos, como claramente lo es un proceso electo-
ral, y que resulta indispensable remover posi-
bles limitaciones, esto se encuentra explicado 
en la Jurisprudencia 19/2016, “Libertad de ex-
presión en redes sociales. Enfoque que debe 
adoptarse al analizar medidas que pueden im-
pactarlas”, donde se indica:

“… se advierte que, por sus características, las 
redes sociales son un medio que posibilita un
ejercicio más democrático, abierto, plural y ex-
pansivo de la libertad de expresión, lo que 
provoca que la postura que se adopte en tor-
no a cualquier medida que pueda impactarlas, 
deba estar orientada, en principio, a salvaguar-
dar la libre y genuina interacción entre los 
usuarios, como parte de su derecho humano a 
la libertad de expresión, para lo cual, resulta
indispensable remover potenciales limitacio-
nes sobre el involucramiento cívico y político de
la ciudadanía a través de internet”. 

El uso de las redes sociales hasta el día de hoy 
no se encuentra regulado, además no se puede 
pretender fundarse en reglas que son aplicables
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a los medios tradicionales, todavez que existe 
una diferencia abismal entre ambos, por un
lado, la información es descentralizada al ex-
tremo en que todos pueden generar interaccio-
nes y transmisión de información, mientras que en
los medios tradicionales si se centraliza, exis-
ten limitaciones de espacio y tiempo, no cabe 
entonces esa posibilidad de crear reglas o apli-
car análogamente normas que no dimensionan
la dinámica de las redes sociales. Así, en 
materia electoral, esto representa un gran reto,
la libertad de expresión en las redes siempre
va a ser diferente y en mayor frecuencia, sobre
este reto, expresa la Magistrada Janine M. Otá-
lora Malassis, en la resolución del expediente 
SUP-RAP-180/2021 y Acumulados (p.122):

Resulta necesario reconocer esta realidad, por-
que en la medida en la que evolucione el uso de 
redes sociales en el ejercicio de la libertad de 
expresión y los derechos políticos, mayor será 
la complejidad que habrá de procesar nuestro 
sistema jurídico, sin que en el momento exista 
un andamiaje normativo diseñado expresamen-
te para atender estos nuevos fenómenos.

El influencer en la vía contenciosa electoral
No hay una definición clara sobre lo que es 
un influencer, pero en el contexto de las redes 
sociales representa un usuario de ellas, cuyo 
contenido genera un gran impacto en los 
demás usuarios de una red social específica.
Gómez Nieto (2018) lo define de la siguiente 
manera: “El influencer es una persona que posee 
cierta credibilidad sobre un tema concreto 
y que su presencia e influencia en las redes 
sociales hace que se convierta en un prescri-
ptor idóneo de una marca determinada”. Como
ya se vio, las redes sociales se caracterizan por 
la transmisión de información e ideas de ma-
nera descentralizada, lo que quiere decir que 
todos pueden generar información y transmi-
tirla, pero no todos tienen el mismo impacto 
en esa manifestación de ideas, hay quienes en 
razón del número de amigos o seguidores, gene-
ran mayor impacto que el resto del universo de
los usuarios de determinada red social, es aquí 
el nacimiento de la figura del influencer, es decir,
influye por la cantidad de los usuarios que 

siguen a determinado perfil en alguna red social, 
como puede ser, Facebook, Twitter, Instagram 
entre otras.

En los últimos procesos electorales federales, 
los términos influencer, libertad de expresión 
e internet han estado presente en resoluciones 
de la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, a través de di-
versas consideraciones donde se han preten-
dido equilibrar derechos, para dar una equidad 
en las contiendas electorales, las razones han 
sido sustentadas en criterios jurisdiccionales 
de interpretación, carentes de una normativi-
dad clara sobre redes sociales en los proce-
sos electorales.

A continuación, se explican diferentes casos
en los que la autoridad jurisdiccional electoral,
ha dictado resoluciones condenatorias que deri-
van de controversias, sobre el ejercicio del de-
recho de libertad de expresión en redes sociales, 
en contextos de procesos electorales.

Proceso electoral federal 2015
En un contexto de renovación de las diputacio-
nes federales, distintos artistas a través de la 
red social denominada “Twitter”, manifestaron
apoyo al Partido Verde Ecologista de México 
(PVEM), a través del Hashtag: “VamosVerdes”, 
en días en los que aplicaba la veda electoral.
Se trataba de artistas con una influencia nacio-
nal y, cabría decir que en gran parte de esas per-
sonalidades, hasta internacional; esto llevó a 
que la prensa diera nota, pues se trataba de pu-
blicaciones de figuras que ni siquiera estaban li-
gadas a dicho instituto político, a través del 
portal de internet Animal Político (2015), se dio 
a conocer dicho suceso poco común, de la si-
guiente manera: “en plena veda electoral y a un 
día de los comicios, en redes sociales hay pro-
paganda a favor del PVEM utilizando cuentas
de actores, actrices, conductores de televisión
y artistas”.

Derivado de estos hechos, diversos partidos 
políticos presentaron ante el Instituto Nacional
Electoral (INE), quejas con el propósito de que
se tomaran medidas cautelares para que orde-
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naran el retiro de las publicaciones y que el
PVEM, fuera sancionado por violar la veda elec-
toral.

De dichas quejas se integró un expediente de 
Procedimiento Especial Sancionador, en el que 
la Sala Regional Especializada del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
al valorar las actuaciones y las contestaciones
de los emplazamientos a diversos artistas, que 
alegaban que las publicaciones en redes socia-
les obedecían a un ejercicio de su libertad de 
expresión, esta autoridad electoral realizó una
consideración que va acorde a la protección
de este derecho humano, en la sentencia SER-
PSC-0251-2015 (p. 41), respecto al fondo de la
controversia, se razonó lo siguiente: “…esta Sala
Especializada estima que la publicación de 
mensajes en la que los ciudadanos manifiestan 
su tendencia política, a través de la red social 
denominada Twitter, no vulneró la normativa 
electoral, ya que ello constituye el ejercicio de 
su libertad de expresión y el derecho a utilizar
cualquier medio apropiado para difundir su pen-
samiento. 

Dichas libertades se materializan precisamen-
te a partir de la posibilidad que tienen los ciu-
dadanos de manifestar su opinión en redes so-
ciales, respecto del partido político con el que
simpatizan o cuya postura ideológica les resul-
ta compatible, sin que con ello pueda conside-
rarse una afectación a la equidad en la contien-
da electoral en beneficio del PVEM”.

Es decir, la pretensión de imputar una falta 
electoral por realizar publicaciones ligadas a 
un partido político a través de las redes socia-
les, fue desechada porque dicha autoridad juris-
diccional valoró como un ejercicio espontáneo 
de la libertad de expresión a través de las redes 
sociales, en esa misma sentencia, se argumentó 
que este derecho no puede limitarse por tener 
una relevancia pública o fama social, una in-
troducción al término influencer, a considera-
ción del suscrito.

La autoridad en esa sentencia concluyó ade-
más que, la conducta denunciada derivaba de

un ejercicio de reflexión, al que como ciudada-
nos tienen derecho, por lo que una sanción re-
sultaría en una restricción injustificada a la ma-
nifestación de las ideas.

Esta resolución, la SER-PSC-0251-2015, fue im-
pugnada y entró la Sala Superior al estudio de
las consideraciones jurídicas, expresadas por la 
Sala Regional Especializada, específicamente a
esta defensa de la libertad de expresión en redes
sociales.

La Sala Superior consideró a través de la sen-
tencia SUP-REP-0542-2015, que el PVEM, tenía
responsabilidad bajo el principio “Culpa In 
Vigilando”, es decir, que había un deber de vigi-
lancia, por el hecho de que una cantidad de ar-
tistas publicaran apoyo a las propuestas de
dicho instituto político mediante la red social de
Twitter, dicha resolución se sustenta en las
siguientes consideraciones:
1. Que la autoridad jurisdiccional está para
velar en todo momento los principios rectores
de la democracia, uno de ellos, la equidad en
las contiendas electorales.
2. Que resultó atípico y coincidente la conduc-
ta de los artistas a través de Twitter.
3. Que los artistas en esa red social contaban 
con más de 15 mil seguidores, y que eso repre-
senta un universo de miles de destinatarios.
4. El uso de redes puso en riesgo principios de-
mocráticos.
5. No puede eximirse de responsabilidad el par-
tido político, toda vez que es un deber adoptar 
medidas para prevenir violaciones a la legisla-
ción electoral y, más tratándose de figuras de 
relevancia pública.

Esta sanción al PVEM, marca un claro antece-
dente sobre el objeto de estudio de esta inves-
tigación, en virtud de que la autoridad juris-
diccional entra al estudio de conductas rela-
cionadas con usuarios con influencia nacional
e internacional en una red social.
Se puede ver que la Sala Regional Especializa-
da, argumenta que se trató de un acto espon-
táneo de apoyo y de un libre ejercicio de  expre-
sión de ideas, pero la Sala Superior, bajo un
análisis de atipicidad y coincidencia de las con-
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ductas, determina que es responsable el par-
tido político citado.

Proceso electoral 2021
El último proceso electoral estuvo marcado por 
dos controversias, donde los sujetos de inqui-
sición judicial eran influencer, por un lado, el 
PVEM fue sujeto de una sanción millona-
ria por el uso de influencer y, por el otro, el 
triunfo de un candidato a gobernador se lo 
atribuyen a la intervención diaria de otra influ-
encer, que al mismo tiempo es su esposa.

Se explica el primer caso:
El 5 de junio, a una hora de la jornada elec-
toral, más de 100 influencers a través de his-
torias de Instagram, una red social muy dis-
tinta en su uso que Twitter, manifestaron su 
apoyo al PVEM, a través del portal de noticias 
Proceso (2021), se dio a conocer este hecho:
Como en 2015, conductores, actores e influencers 
llamaron a votar por el Partido Verde Ecologista 
de México (PVEM), por lo que este partido violó 
la veda electoral a través de figuras públicas
para hacer proselitismo. Hace seis años en 
alianza con el PRI, ahora coaligado con Morena.
A través de sus cuentas de Instagram, el sábado 
5 de junio, a unas horas de la jornada electo-
ral de ese domingo, influencers como Nabile 
Guerra, Ana Claudia Cabrera, Paulina Hernán-
dez, los youtubers AlexXxStrecci y Sir Potasio,
además del exintegrante de Acapulco Shore, Fer-
nando Lozada, publicaron propaganda a favor de
este instituto político.

Este hecho provocó que diversos partidos polí-
ticos nacionales como el Partido de la Revolu-
ción Democrática, Acción Nacional y Fuerza por 
México, promovieran ante el INE procedimien-
tos de queja, asimismo, de manera oficiosa, dicha
autoridad electoral administrativa, aperturó un 
procedimiento sancionador en contra del PVEM, 
en el que le impuso una sanción económica 
equivalente a $40,933,568.00, es importante ana-
lizar las actuaciones que fundaron no sola-
mentela multa sino la motivación de la misma, 
el INE hizo la valoración de la siguiente manera,
según lo expresado en la sentencia SUP-RAP-
172/2021 (p. 9-14):

1. Recabaron las contestaciones de la mitad de
los influencers.
2. Concluyó que si bien se trató de un ejercicio
de la libertad de expresión en redes sociales,
existió demasiada similitud de acciones y res-
puestas a los emplazamientos.
3. Que los personajes tienen una gran cantidad
de seguidores.
4. Se infirió que se trató de una campaña es-
tructurada.
5. Se estudió la metodología de publicación en
la plataforma de Instagram, donde se dio cuenta
que una mención causa una notificación a la
cuenta de dicha red social del PVEM.
6. Se solicitó a 30 proveedores del INE para que 
realizaran una valoración del costo de mención 
o publicación en las historias de los influencers, 
esta actuación representa en comparación a 
otras materias del derecho, a un peritaje, por-
que  se solicitó la experticia en materia digital en 
virtud de que no está establecida en la ley nin-
gún mecanismo para su valoración y, así la au-
toridad electoral estuviera en condiciones de
cuantificar el precio de contratación de los in-
fluencers por parte del PVEM.
7. No hubo prubas de que el Partido sancionado
hubiera realizado acciones para deslindarse de
dichas publicaciones.
8. El INE consideró un fraude a la ley por 
parte del PVEM, al ampararse con el ejercicio 
de la libertad de expresión.
Dicha sanción fue impugnada por el PVEM, y 
entró al estudio del fondo de dicha controversia
la Sala Superior del Tribunal Electoral, el parti-
do político pretendía ser absuelto de la sanción, 
argumentando que ellos no tenían por qué tener
responsabilidad por comportamientos de terce-
ros, en este caso de influencers, en ejercicio de 
su libertad de expresión.

La Sala Superior, mediante la sentencia del ex-
pediente SUP-RAP-172/2021, determinó confir-
mar la sanción impuesta por el INE, la autori-
dad jurisdiccional confirma y determina como
 legal un método de sanción en materia de expre-
sión en redes sociales, ésta consiste en una apre-
ciación concatenada de diferentes probanzas
como lo son la existencia de un supuesto guion, 
declaraciones de influencers que afirman haber 
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recibido dinero y, la similitud en las ideas en las 
diferentes historias de los influencers, lo que 
desecha la presunción de espontaneidad de los 
ciudadanos de manifestación a través de redes 
sociales; llegando a la conclusión de que el 
PVEM tiene responsabilidad por esas manifes-
taciones de ideas.

Respecto al segundo caso:
En Nuevo León, Samuel García fue candidato a 
la gubernatura por el Partido Movimiento Ciu-
dadano, pero hay una singularidad con éste, se 
encuentra casado con una influencer conocida 
como Mariana Rodríguez, con más de millón y
medio de seguidores, followers, en la red social 
Instagram.

El INE determinó sancionar por un monto de 
$27,800,000.00 por las menciones en apoyo de 
Samuel García, su esposo, a través de sus “His-
torias” en Instagram, en virtud de un procedi-
miento en materia de fiscalización que derivaba 
de denuncias presentadas por distintos parti-
dos políticos y ciudadanos, el INE determinó que 
las menciones debieron reportarse como gasto 
de campaña y que, no resultaban publicaciones 
acordes a la libertad de expresión, ni resultado
del principio de espontaneidad. El INE consi-
deró lo siguiente:

“Las publicaciones de Mariana Rodríguez Cantú 
que se realizaron durante la campaña electoral 
de Samuel Alejandro García Sepúlveda, a través 
de sus redes sociales, van mucho más allá de la 
simple difusión de las ideas u opiniones de una 
ciudadana con relevancia pública o de la esposa 
del candidato, pues en todo momento realizó 
llamados al voto y promovió las propuestas y 
proyectos del entonces candidato, por medio de 
una difusión masiva, constante y sistemática, lo 
que es totalmente contrario a la espontaneidad 
de las redes sociales como parte del ejercicio del 
derecho a la libertad de expresión… el supuesto 
ejercicio del derecho de libertad de expresión 
de Mariana Rodríguez Cantú como cónyuge del 
candidato, atentó contra la equidad de la con-
tienda electoral…” (SUP-RAP-180/2021, p. 20-21)
Esta fue la motivación para que la autoridad 
electoral determinara una sanción hacia el Par-

tido Movimiento Ciudadano y Samuel García, 
ya en ese entonces, el candidato ganador por la
gubernatura de Nuevo León, se trató de un ra-
zonamiento jurídico basado en que si bien, la 
influencer tiene un derecho a la libertad de ex-
presión, también lo es que sus publicaciones
tuvieron un gran impacto y, rompen cualquier
alegato de espontaneidad, en virtud de que fue
muy claro el objetivo de las publicaciones, el po-
sicionamiento político de su esposo.

Dicha sanción fue impugnada, por lo que entró 
al estudio la Sala Superior del Tribunal Electo-
ral, dicha controversia recayó en el expediente 
SUP-RAP-180/2021 y Acumulados, cuya senten-
cia fue dejar sin efectos la sanción impuesta por 
el INE, en esta resolución definitiva, se encuen-
tran nuevos razonamientos jurídicos en com-
paración a los dos casos expuestos, sobre los in-
fluencers en el contexto electoral, dichas consi-
deraciones de derechos se resumen en las si-
guientes ideas:

1. El INE no fundó ni motivó debidamente,
porque el razonamiento de dicha institución no
derrotó suficientemente la presunción de es-
pontaneidad, ni tomó en cuenta el vínculo ma-
trimonial con el candidato ganador a la guber-
natura de Nuevo León.
2. Que Mariana Rodríguez sea influencer por 
su más de millón y medio de seguidores, no debe 
ser elemento para limitar la libertad de expre-
sión o de sus derechos políticos en un proceso
electoral, sobre todo, representa un argumento
no condicional cuando se trata de un apoyo a
su esposo.
3. Que el nombre de Mariana Rodríguez esté 
registrado con fines de lucro, no debe ser argu-
mento para desvirtuar una presunción de es-
pontaneidad.

La Sala Superior consideró que no se le puede 
restringir el ejercicio de la libertad de expresión 
por realizar publicaciones diarias, ya que se tra-
ta de un apoyo legítimo a su esposo, sobre dicha 
restricción manifiesta la autoridad jurisdiccio-
nal en su sentencia SUP-RAP-180/2021 y Acu-
mulados (p. 75): Una autoridad no puede limitar 
la libertad de expresión por capricho o por con-



85 DYCS VICTORIA. 3 (2): 77-87 ( julio-diciembre  2021). ISSN 2683-1821REVISTA DYCS VICTORIA

veniencia, sino que debe estar sustentada en
una norma que lo permita, ya que ha sido cri-
terio reiterado de los tribunales constituciona-
les que esas restricciones deben constar en
una norma jurídica.

Si bien la naturaleza de los dos casos en el pro-
ceso electoral del 2021, el del PVEM frente el 
de Mariana Rodríguez, son distintas, ya que por 
un lado, se sanciona a un partido por la publica-
ción sistemática y atípica, es decir, desechando 
un argumento de espontaneidad en la expresión
de las ideas, en virtud de que una cantidad de 
influencers mostraron su apoyo a un partido po-
lítico de manera similar y, por el otro lado, se 
absuelve de la responsabilidad de un partido polí-
tico porque la autoridad jurisdiccional acepta el
argumento de espontaneidad a través de la re-
des sociales, en virtud de que se trataba de un 
apoyo legítimo por ser el candidato su esposo.

De lo anterior se infiere que si bien las publica-
ciones si son típicas, a diferencia del caso del 
PVEM, porque siempre publicó en favor de Sa-
muel García abanderado del Partido Movimiento 
Ciudadano (MC), no valora la sistematización de
sus publicaciones, en razón de que cada histo-
ria, mención en redes o publicación, iba en el
sentido de un apoyo, posicionamiento y alusión 
al voto, a favor de MC, ya que se trataba de una 
campaña paralela digital en favor de Samuel 
García, quien tenía un propósito claro, el triunfo 
electoral, se favoreció al derecho de la libre ex-
presión y no a la equidad de la contienda elec-
toral, sin valorar esa sistematización de estra-
tegia digital, el argumento base fue, el vínculo 
afectivo con el candidato, porque era su esposo.

Conclusiones
Los procesos electorales son cambiantes, surgen
problemáticas para asegurar una equidad en
las contiendas partidistas, las autoridades elec-
torales administrativas y las jurisdiccionales, 
cada vez resuelven asuntos más complejos que
los anteriores, los partidos políticos y los can-
didatos tienen un objetivo, el posicionamiento
para llegar a un triunfo electoral.

Con base en un análisis comparativo, con la ex-

posición de los casos se concluye que se re-
quiere un marco normativo, que regule clara-
mente el uso de las redes sociales en los con-
textos electorales, sin llegar a la restricción in-
justificada o inconstitucional del ejercicio de la
libertad de expresión en redes sociales. Las 
redes sociales son un gran instrumento de posi-
cionamiento de las ofertas políticas y, los in-
fluencers cada vez tendrán mayor participación
en procesos electorales, tanto para el posicio-
namiento político como para la invitación al
voto, se está viviendo el inicio de una política ba-
sada en interacciones digitales o de redes socia-
les como Twitter, Facebook o Instagram.

El 2021 sirvió de lección a los partidos políti-
cos sobre qué hacer y qué no hacer en el uso de 
los influencers para sus propósitos electorales, 
los criterios jurisdiccionales dictan lo que no 
deben hacer, como por ejemplo, no usar un guion, 
no usar las mismas frases, no hacerlo de mane-
ra sistemática, una contratación más informal y
en efectivo para acreditar una espontaneidad; o
también no se puede asegurar que en el futuro 
no se vaya a argumentar el vínculo de amistad 
o parentesco, como parte de un apoyo en redes 
sociales, por parte de un influencer a determi-
nado candidato o candidata, y así ser absuelto 
de una sanción como se alegó en el caso de 
Mariana Rodríguez, porque existía un vínculo 
matrimonial y por lo tanto afectivo y, así no exis-
tía una obligación en materia de fiscalización.

También abre la puerta a que el esposo o espo-
sa de un candidato pueda realizar publicacio-
nes y armar estrategias digitales electorales, sin 
responsabilidad u obligación de fiscalización, y 
esto puede incentivar la idea de contraer matri-
monio temporalmente con un o una influencer
para llegar a un triunfo electoral; los partidos
políticos cambian en sus quehaceres electora-
les y, éstas son ideas que ya pueden estar en la 
mesa de aspirantes para el año 2024.
Asimismo, se reflexiona qué pasará si un in-
fluencer decide ser candidato, ¿se podrá san-
cionar por apoyarse a sí mismo en las redes  so-
ciales?, ¿se va a cuantificar sus menciones o 
su publicidad desde su perfil de Instagram o 
Facebook?, el vínculo es hacia él mismo, ¿Sería 
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absuelto como en el caso de Samuel García en el 
que su esposa diariamente lo apoyaba en redes 
sociales?

Existe un gran reto legal del que todos los po-
deres son parte, en el que se requiere de lo si-
guiente:

1. Definir jurídicamente lo que es un influencer.
2. Establecer reglas básicas para la medición de
impacto, no todos los seguidores de los influen-
cers son de un determinado distrito electoral, 
municipio, entidad federativa o del país.
3. Definir jurídicamente la espontaneidad de las
expresiones digitales.
4. Responder a la pregunta: ¿Se le va restrin-
gir el derecho de manifestar sus ideas políticas
a un influencer? ¿No sería discriminatorio res-
tringir a un influencer y no a un militante o 
simpatizante de un partido político?
5. Las sanciones económicas deben estar fun-
dadas en algún tipo de tabulador establecido
por la ley, y no en meras opiniones de profesio-
nales, porque cada influencer tiene su temá-
tica y seguidores en determinados lugares. Los
procedimientos sancionadores no pueden mo-
tivarse en presunciones e inferencias de de-
terminadas pruebas, sino en un marco norma-
tivo preciso para estar en condiciones de impo-
ner debidas sanciones.
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